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PRESENTACIÓN

AMLO y la 4T: lo deseable y lo posible

Por JULIO HERNÁNDEZ “ASTILLERO”

LLEVO EL DÍA pegado a la pantalla. No a la televisiva, a la que cada vez me asomo menos, sino a la del teléfono móvil o de la computadora portátil. Una tras otra se suceden allí las noticias de política, economía, seguridad pública o salud, como temas principales pero no únicos, que van formando esa montaña diaria, apabullante, de la realidad mexicana sometida al traqueteo de una deseada/necesaria/emproblemada renovación nacional.

Claro está que no todo se centra en la cascada noticiosa y la profusión de comentarios y opiniones en medios convencionales de comunicación. También está la otra realidad, más áspera e inquietante, de las redes digitales sociales en donde se libra cada día una batalla sin cuartel entre defensores y detractores de cada una de las posiciones políticas en juego y de cada lance en particular. Hora tras hora, en sucesión dialéctica y casi religiosa, los mundillos son aniquilados o vuelven a renacer, honras y figuras públicas son deturpadas o enaltecidas, en un rejuego de internet que muestra la profundidad de las discrepancias nacionales, el atrincheramiento legítimo y voluntario de las dos posiciones más definidas (a favor o en contra de las políticas y la figura personal del presidente de la República), pero también el asalto a esas redes por parte de ejércitos de cuentas profesional y empresarialmente robotizadas o de troleo, que están llevando a México a la inmersión en las aguas indistinguibles de la realidad política virtual, de las noticias falsas, del encono sembrado y potenciado, de ese México esperanzado a la vez que angustiado, que se pregunta hacia dónde va todo y qué le aguarda a este país encaminado de manera presunta hacia una Cuarta Transformación histórica.

En el centro está AMLO. Es decir, Andrés Manuel López Obrador, el tabasqueño que lleva más de tres décadas participando en política, con muchos años desde la oposición y otros en el poder, primero en la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, capital del país, y desde diciembre de 2018 como presidente de la República, luego de dos elecciones en que le fue arrebatado el triunfo.

Despego la vista de las centelleantes pantallas cibernéticas y confirmo que (obviamente) el México real sigue su curso: un pueblo esforzado y un sistema político y económico opresivo. Todo pareciera en un imparable proceso de descomposición pero, al mismo tiempo, la bicicleta o la carreta nacionales siguen rodando, en espera de algo que pueda surgir de entre la incertidumbre y las promesas. México debe cambiar, sí, pero, a pesar de las elecciones, los partidos, los políticos y la presunta democracia (o justamente a causa de ellos), el camino del cambio prometido sigue empedrado y confuso.

Todo se mueve y se remueve al nuevo son interpretado por el Hombre de Palacio Nacional (Hombre-PaNal). Ahí está el ejemplo de los grandísimos empresarios que se enojan y distancian porque algunos contratos les han sido retirados o controvertidos, pero al poco tiempo revolotean en torno a la miel presupuestal administrada por el máximo dedo del país. Otro caso: la élite periodística corrupta se conduele y se queja por los constantes ataques contra su corrupción crónica y por el retiro de los condicionantes convenios de publicidad del pasado, pero siguen girando en torno a la figura que más lectores y audiencia les proporciona. Y así diversos ingredientes del batidillo nacional cupular se agitan ante los asomos de cambio pero aspiran a contenerlo, distorsionarlo o aprovecharlo.

Máximo poder, en los tiempos más difíciles

Ningún presidente de México, como AMLO, ha concentrado tanto poder en tiempos de paz, con formato institucional y en un jaleo partidista más o menos aceptable. Pero tampoco ha habido en la época moderna un presidente en circunstancias tan difíciles para el ejercicio de ese poder y, aún peor, para el intento de un cambio profundo desde un legado cercano al desastre, el Titanic de tripulaciones priistas y panistas que hizo a los ciudadanos optar en 2018 por un capitán distinto, disruptivo y promisorio.

A los maltrechos bienes republicanos recibidos, y a la complicada tarea de intentar una transformación importante desde el restrictivo marco jurídico y político vigente, López Obrador ha visto sumarse dos factores circunstancial pero progresivamente degenerativos del estropeado cuerpo nacional: la pandemia por el COVID-19 y las graves consecuencias derivadas de esta.

Pero no se ha consolidado, al menos en el primer tercio del periodo andresino, una oposición que sepa capitalizar tanto los errores que ha ido cometiendo el presidente viajero como las circunstancias tan difíciles a las que le ha precipitado el COVID-19. No hay, hasta el momento de teclear estas líneas, una sola figura relevante y con respetabilidad en la oposición: el ex ocupante de Los Pinos, Felipe Calderón Hinojosa, paga las cuentas políticas y sociales de su sexenio funerario, de las acusaciones de colusión de su gobierno con el crimen organizado y de otros hechos bajo señalamiento de corrupción. Otro aspirante al liderazgo antiobradorista, el diluido Gustavo de Hoyos Walther, presidente de la Confederación Patronal a nivel nacional, no ha pasado del griterío derechista simplón.

Ni ellos ni otros (como el grupo denominado Frente Nacional Anti AMLO —Frenaaa— o el propio Partido Acción Nacional) han logrado confeccionar un programa alterno al obradorismo, que concite adhesión y entusiasmo ciudadano, justamente porque sus voces e intereses provienen de la misma maraña del pasado que fue repudiado de manera apabullante en julio de 2018. Resulta sumamente complicado para esos personajes y grupos ofrecer cambios y mejoría a la situación del país cuando muchos de ellos lo hundieron y sus historias los muestran solamente como ambiciosos de la restauración de sus antiguos privilegios.

Así es como, hasta 2020, sigue López Obrador como rey de las propagandísticas conferencias mañaneras también informativas, incansable promotor de sí mismo y sus políticas en giras de fin de semana (o, ahora, ante las restricciones sanitarias, emisor de videos en sus días de “descanso”), adicto a los viajes carreteros y los antojitos colaterales, voluntarista al extremo de discursear como si fueran realidades en tiempo presente lo que a veces son sus objetivos en curso o apenas pergeñados, gladiador sin tregua desde el podio presidencial sobreutilizado, predicador cristiano con credos juaristas, declarador del fin del neoliberalismo en México a la par que firmante del tratado norteamericano de libre comercio y beneficiador de casi todos los mismos grandes capitales que han delineado y domeñado a México durante décadas de terrible desigualdad económica, fustigador de ajenos y protector de propios, comunicador impar para sus seguidores y detestable para sus adversos, reputado como doctor en manejo político por sus fieles y mero manipulador y demagogo vulgar para sus opositores… Ese es y ha sido Andrés Manuel López Obrador, el hombre que fue adentrándose en los vericuetos de la política convencido de que le asiste la misión especial de renovar la vida pública, de depurarla conforme a sus valores políticos, religiosos y espirituales, en medio de una realidad económica, política y social que ha ido agravándose y avanzando hacia escenarios de difícil vaticinio.

Espejo, válvula de escape, terapia

Resulta irónico (y explicable) que López Obrador haya llegado al sitio en que ahora está justamente a causa del desastroso proceso político defendido o añorado por varios de sus críticos. Dicho de otra manera: AMLO es el espejo indeseado de un régimen político llevado a los extremos de la descomposición criminal; buena parte de lo que tanto repelen sus exacerbados contrincantes en AMLO es producto, reacción y contraveneno de lo que ellos aplicaron durante décadas de poderíos alejados de la gente, mentirosos y ladrones.

Sus adversarios, encaminados a aprovechar la legítima facultad legal de intentar la revocación en 2022 del mandato andresino (dos años antes del cumplimiento de su periodo sexenal), poco han apreciado la condición terapéutica que para el propio sistema en decadencia ha ofrecido este peculiar político con su ofrecimiento de una esperanza de cambio desde las instituciones reformadas. López Obrador ha sido una válvula de escape para una nación en riesgo de estallido por sus graves problemas aglomerados, a los que un nuevo fraude electoral habría convertido en peligrosa reiteración de la inviabilidad de la lucha política por sí misma. Una válvula que, aunque en lo inmediato a algunos parezca ruidosa y molesta, a fin de cuentas era y es necesaria para el desahogo de las presiones acumuladas.

Aun cuando AMLO ha pretendido asentar como un hecho en curso una presunta Cuarta Transformación nacional (que ha sido más un lema de propaganda que una realidad, pues las verdaderas transformaciones de un país han de ser declaradas por el paso del tiempo, por la Historia, y no por sus actores del momento), lo cierto es que ha debido lidiar con un sistema económico y político tan corrupto, denso y pesado que varias de las espectaculares promesas del candidato de origen tabasqueño han debido doblegarse o atenuarse ante la realidad práctica.

Sin embargo, las baterías del habitante de Palacio Nacional se han centrado en dos temas que son fundamentales para el mantenimiento de su base social de apoyo. Por un lado, la continuidad y extensión de programas de asistencialismo (que permiten la organización electoral), bajo el lema original del obradorismo: “Por el bien de todos, primero los pobres”. Aun en las situaciones más difíciles en materia presupuestal, López Obrador ha procurado mantener a salvo los fondos para la población más desfavorecida en términos socioeconómicos.

Por otra parte, la lucha contra la corrupción es una constante en sus discursos y señalamientos: la catastrófica herencia del pasado priista y panista ha servido en el difícil primer tercio andresino para sobrellevar la curva de aprendizaje y sostener una relatoría productora de expectativas. Un punto crítico de esta estrategia radica en que una amplia franja social ha empujado en busca de que haya proceso judicial y sanciones a los ex presidentes que llevaron al país al desastre. La medida del eventual castigo a Carlos Salinas de Gortari, Ernesto Zedillo, Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña será a la vez la medida del cumplimiento de la narrativa andresina contra un pasado pleno de corrupción, impunidad, desigualdad e injusticia.

Osadías de la bola de cristal estrellada

El profundo proceso mundial de rediseño, que fue detonado por el COVID-19 y que tuvo fortísimo impacto sanitario y económico, tomó a México cuando apenas se iba instalando el proceso de cambio o remozamiento de un régimen ya inviable. Así fuera por ese solo hecho, resulta necesario ajustar a la baja las expectativas de la llamada Cuarta Transformación. Empeñado de origen en fuertes políticas de austeridad, con recortes de programas, personal y sueldos en el aparato burocrático, y decidido a no contratar deuda pública ni aplicar medidas contracíclicas tradicionales, el obradorismo fue llevado de golpe a una insuficiencia de recursos presupuestales que implica la reducción de la capacidad de cumplir con las metas sexenales.

Es probable que el escenario electoral de 2021 no signifique una derrota para el proyecto del presidente López Obrador, pero aun así es evidente la concatenación de esfuerzos tanto de factores económicos, insatisfechos con el “populismo” andresino y dolidos por la falta de rescates con dinero público a empresas privadas, como de factores políticos, encabezados por la vociferante alianza derechista llamada Frenaaa y por el activismo desesperado del ex ocupante de la silla presidencial Felipe Calderón Hinojosa, quien buscó la creación de su partido propio, México Libre, en el contexto de una agudización de las denuncias mediáticas y judiciales (la principal, en Estados Unidos) contra operadores estelares de su política de “guerra al narcotráfico”, como su ex secretario de seguridad pública, Genaro García Luna.

Caracterizado por su proclividad a la grandilocuencia promisoria, López Obrador ha entrado ya a la dura fase de la confrontación con el calendario y a la enumeración de logros y faltantes. Ha aumentado la presencia de las fuerzas armadas en el país en busca de una inalcanzada reducción de los niveles de violencia y del predominio de los cárteles del crimen. A los militares les ha dado más poder que nunca, mientras la vida política civil se ha enrarecido. Mantiene una relación circunstancial de amor y odio con los principales empresarios del país, con polémicas por cancelación de proyectos como el del nuevo aeropuerto internacional o el impulso de otros como el Tren Maya, la refinería de Dos Bocas y el Corredor Transístmico. Ha desarrollado una antitética relación de presunta amistad o entendimiento pragmático con el presidente de Estados Unidos, Donald Trump, y ha convertido a México en la Border Patrol de los migrantes provenientes de Centroamérica. Todo, en el contexto de más de 70 mil muertes (a mediados de septiembre de 2020) por el COVID-19 y de una crisis económica que el secretario de Hacienda ha advertido que sería la peor de todo un siglo.

En esa figura pragmática, tozuda, confrontacional, controladora y obsesivamente discursiva está el destino de México en los años inmediatos. Es, al mismo tiempo, una figura cercana como nadie a los más pobres, generadora de esperanzas a pesar de todo, imbatida en cuanto a honestidad personal, carente de los signos criminales y rapaces que acompañaron a varios de sus antecesores, convencida radicalmente de su misión política y socialmente redentora. AMLO, el omnipresente, el hiperactivo, el hombre de los difíciles tiempos de México.

Once periodistas ante el México del futuro

Revisar lo que ha sucedido en estos meses y años trepidantes es una tarea necesaria para tratar de avizorar lo que puede venir para México. El tamaño de la esperanza y la ilusión puede ser justamente el de sus contrarios, la desesperanza y la desilusión, si es que el proceso en curso resulta insatisfactorio o trunco. Incluso, desde una visión de izquierda, o progresista, resultaría históricamente contraproducente que el florecimiento de esta opción por la vía electoral fuese aplastada por una derecha implacable que hiciese girar en retroceso lo hasta ahora medianamente avanzado.

No todo ha de depender de una figura con poder, por mucho que sea este el que en un momento electoral le haya sido otorgado. Justamente en momentos críticos de la historia nacional es cuando más debe defenderse y ejercerse el sentido del periodismo profesional, analítico y honesto, a pesar de las salvajes oleadas de ataque que se producen en las redes sociales contra el pensamiento crítico, al señalar como corruptos o traidores a quienes analizan los hechos con sentido independiente de los poderes en turno o de los recientemente desplazados, o de las tentaciones de fácil entronización si el periodista dice lo que un cierto público desea que sea aplaudido o repudiado conforme a visiones facciosas.

Con ese ánimo es que para la elaboración de este libro se convocó a 11 periodistas en activo. No está aquí la visión académica ni la militante, sino la de quienes diariamente reciben y procesan con calidad y oficio la información del día y la vierten en páginas de diarios y revistas, en libros, en programas de radio y televisión y en las redes sociales digitales. La importancia de su punto de vista proviene de que no se dedican solamente a opinar (lo cual, desde luego, tiene su valía), sino que vienen del mundo profesional de la nota informativa, el reportaje, la crónica, el artículo de opinión, la columna, el tuiteo y el diario zambullido alerta y gozoso en los ríos noticiosos, el conocimiento directo de los hechos informativos y sus actores, y la acumulación de revelaciones, conexiones y pistas a las que sólo el periodista verdadero llega a tener acceso.

Fue muy satisfactorio para quien coordina este libro tener una respuesta positiva virtualmente inmediata de parte de los otros diez coautores, a la invitación a escribir un texto sobre determinado tema. Asumo que todos estábamos deseosos de incursionar en una aventura periodística e intelectual de este corte. No fue necesario subrayar o enfatizar la libertad absoluta para el abordaje de cada asunto ni aportar algo más que los detalles técnicos generales.

Son cuatro las mujeres que participan (problemas personales de última hora impidieron a una quinta invitada avanzar en su texto y ya no pudo mantenerse la equidad de género en el listado de este libro). Elisa Alanís Zurutuza es una periodista especializada en asuntos políticos que ha podido abrirse paso en la conducción de programas de televisión y en el columnismo político, en un ambiente lleno de machismo e intereses. Para sus programas de televisión, Carolina Rocha Menocal ha recorrido el país como pocos y tiene una sensibilidad social notable, además de un sentido del humor (al igual que Elisa) a prueba de todo, con profundidad y cuidado en sus escritos. Constructora de sí misma, Frida Guerrera se ha convertido en un emblema de la lucha práctica, dolorosa y peligrosa en defensa de las mujeres, los niños y niñas, en este México salvaje. Claudia Villegas se ha consolidado como periodista especializada en temas económicos y financieros desde un ángulo y con un toque ajeno a la frialdad de los números, con visión de justicia social y solidaridad humana.

Arturo Cano es un cronista de temas políticos, con un gran conocimiento de las luchas políticas y sociales, sus entretelones, cruces y enlaces. Con sus libros sobre la derecha mexicana y su trabajo diario como reportero, Álvaro Delgado es una pluma y una voz imprescindible para entender “el sistema”. Desde Washington, como corresponsal, J. Jesús Esquivel ha tenido el pulso de los tópicos más trascendentes de la relación México-Estados Unidos. Analista cuidadoso y editor riguroso, Alejandro Páez Varela conoce como pocos los claroscuros del periodismo, de la relación prensa-poder. Como periodista, Ricardo Raphael se ha asomado a los abismos y a las cúspides, con una pluma pulcra y una voz con matices y profundidad. Arturo Rodríguez es un periodista muy bien estructurado en sus exposiciones, siempre con el contexto histórico y político adecuado.

Con estas 11 voces se ha confeccionado el itinerario de análisis e información que tiene usted en sus manos. Aspiramos a que juntos lo recorramos y, al final del viaje, tengamos mejores elementos para entender los momentos definitorios que vive la nación y ejercer nuestra condición de ciudadanos con energía y pasión pero, también, con mayor claridad y contexto. ¡Bienvenidos, ya hemos iniciado!




Educación y cultura política

Por ELISA ALANÍS ZURUTUZA

La excursión

“¡NIÑO, ESCUCHA, tu maestro está en la lucha…! ¡Niño, escucha, tu maestro está en la lucha!”, coreaba un nutrido grupo de manifestantes sobre Paseo de la Reforma, en la Ciudad de México.

Afortunadamente me tocó ventana. Los humores de la niñez a esa hora de la tarde recorrían el autobús. Salimos puntuales del museo, pero la llegada a la escuela se retrasó por el bloqueo de aquella importante avenida de la capital.

Saqué medio cuerpo.

Aquellas imágenes de adultos que gritaban al unísono emocionaban. Hacían olvidar el cansancio luego de la larga excursión. Inyectaban energía. Avanzaban a ritmo de consignas. Cuando el contingente se acercó empecé a aplaudirle. Me asomé lo más que pude. Reía junto con los otros rostros que salían del camión. Sin más, me sumé con otra petición: “¡Maestro, escucha, queremos tu cachucha…! ¡Maestro, escucha, queremos tu cachucha!”.

No tenía la menor idea de a qué se referían con eso de “tu maestro está en la lucha”. En general, mi imagen de ellos era situados frente al pizarrón, muy propios. Su mayor reto era mantener atento, o medianamente en paz, al chamaquerío que no lograba quedarse quieto en sus pupitres.

¿Tenían algo que ver aquellos ciudadanos de blanco, que agitaban trapos y portaban pancartas, con Cristóbal Colón, los aztecas, las multiplicaciones, los quebrados, el sujeto, verbo y predicado?

Cuando uno de los manifestantes pasó cerca del autobús, me oyó. Se estiró. Y, sin aminorar el paso, me dio su gorra. Sonrió al descubrir mi asombro y siguió su camino con el rostro bañado por el sol.

Por fin nos libramos de aquel embotellamiento. Llegué a casa con mi trofeo en la cabeza. En la parte frontal se leía: SNTE.

El sindicato de la maestra

¿Qué iba yo a saber, en aquel entonces, a principios de los 80, de tan poderoso colectivo? Menos de las historias de amor, pasión y traición que ocultaba.

¿Qué iba yo a imaginar que la maestra chiapaneca Elba Esther, durante el salinato, llegaría para quedarse 24 años como lideresa? Ella declaró que lo hizo con legitimidad, jamás traicionando a quien el rumor extendido apuntaba como su amante, Carlos Jonguitud Barrios, quien “apenas” se había apoltronado 15 primaveras en la secretaría general.

¿Qué iba yo a saber que, antes de que quisieran perpetuarse en el cargo, el SNTE fue presidido de 1971 a 1973 por Carlos Olmo Sánchez, de 1967 a 1970 por Félix Vallejo y de 1964 a 1967 por el también chiapaneco Édgar Robledo, tío abuelo del actual director del IMSS, Zoé?

¿Que iba yo a pensar que jóvenes cercanos a Elba Esther se convertirían en figuras públicas: Jorge Castañeda, Emilio Zebadúa, Miguel Ángel Yunes, Roberto Campa? A uno de ellos, por ejemplo, le decían Jorguitud.

La educación fue el vehículo que contenía los intereses estatales bajo la conducción sindical. A su vez, sus liderazgos empoderaron a quienes elegían.

Desde antes de nacer, el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) fue concebido como parte del pacto político. Manuel Ávila Camacho, haciendo referencia a la unidad nacional (les encanta esa retórica), aglutinó a diversos sindicatos de la época. De esa manera logró una fortificación para refundar al Partido de la Revolución Mexicana (PRM), hoy Revolucionario Institucional (PRI).

Como pasa en las mejores familias de agremiados, el parto del SNTE tuvo que ver más con las intenciones gubernamentales de gestarlo que con las de los propios trabajadores.

Siendo el magisterio un ente fornido, el mismo Estado lo convocó. “Desde el inicio fue un acuerdo corporativo de ventajas políticas mutuas, donde se sacrificó a la educación”, me comentó el académico de El Colegio de México, Manuel Gil Antón.

“No es una colonización, es un pacto”, agregó, mientras recordaba la frase de Javier Tello: “Es una colonización por invitación”.

Los cabecillas tomaron vuelo. La Secretaría “Frankenstein” de Educación Pública los vio ascender. Las transas que la opacidad fomentó encajaron en el convenio. El efectivo fluyó. Las riquezas inexplicables, también.

El pase de estafeta se instaló como el momento de mayor vulnerabilidad.

Con Enrique Peña Nieto, quién lo dijera, a Gordillo le llegó el “Quinazo”. Fue tras el regreso del PRI a Los Pinos cuando Peña quiso dar el golpe espectacular.

Jesús Murillo Karam aprehendió a la maestra. En un abrir y cerrar de ojos, pasó de la comodidad de su jet al cuarto de la PGR y de ahí al reclusorio femenil Tepepan.

El entonces procurador general de la República comenzó a cincelar una verdad que, al final del camino, tampoco alcanzó a ser histórica.

Son las vueltas de tuerca que da el mecanismo del poder.

En 2006 López Obrador no consiguió los votos necesarios para llegar a la Presidencia. Se quedó a nada. La derrota más dolorosa del candidato perredista tuvo, en una de sus múltiples causas y lecturas, el espaldarazo de Elba a Felipe Calderón Hinojosa.

El panismo la cobijó. El priismo la encarceló. Y el morenismo la liberó.

El número de personajes que desfilaron en el velorio de la madre de Gordillo Morales no fue, ni de cerca, el de los asistentes cuando Elba Esther, estando presa, sufrió la pérdida de Mónica Arriola. ¿Le perdonará ella a Peña el no haber podido acompañar a su hija en sus últimos instantes? ¿El haber sufrido en prisión uno de los mayores dolores que un ser humano puede experimentar?

Hoy, Enrique Peña Nieto ha sido denunciado ante la Fiscalía General de la República (FGR) por su ex colaborador Emilio Lozoya, y el futuro de Murillo Karam pende de su subalterno, Tomás Zerón de Lucio.

La fuerza emanada del propio gobierno otorgó al sindicato la energía para incidir no sólo en la educación de generaciones enteras, sino también en el devenir político del país.

En medio de esa batalla de titanes se encuentra la valiosa formación de niños, niñas, adolescentes y jóvenes.

La educación de AMLO

“Éramos muchos y parió la abuela”.

No fue culpa de López Obrador. Dicen que todo surgió por un murciélago chino. Algunos especularon que no necesariamente, pero sí por los excesos alimenticios del ser humano. Como nos fascina, no faltó quien advirtió complot. Nada más que, en este caso, asiático.

La llegada de Andrés Manuel nada tuvo que ver con el coronavirus. Justamente por ello, la situación escapó de lo hasta ahora aprendido por el oriundo de Macuspana. No estaba en su entendimiento, ni en su lucha, ni en sus planes.

El SARS-CoV-2 no lo provocó él. ¡Qué afrenta! Eso lo dejó fuera de su propio centro, de donde derivó su concepción del deber ser y su plan de acción. Porque, dicho por sus cercanos, es perseverante, de ideas fijas y aferrado a ellas. Necio, pues.

Obrador es producto de la educación mexicana de mediados del siglo pasado. En él resuenan los juicios que absorbimos en el salón de clase.

Volvemos a escuchar, en sus conferencias y discursos, los pasajes de los héroes que nos dieron patria. Es un apasionado de los hombres que aparecen en los libros de texto y en las monografías que venden en la papelería de la esquina.

El historiador Alfredo Ávila lo describió como alguien que, más que historia del país, conoce y “repite el viejo relato nacionalista sobre el pasado de México”.

Puede defender a capa y espada al Benemérito de las Américas frente a Las grandes traiciones de Juárez que enumera Celerino Salmerón. Es capaz de lanzar frases contundentes sobre conservadores y liberales. Se atreve, con gallardía y confianza en sí mismo, a solicitar a España una disculpa por las atrocidades de la Conquista.

Le gusta el blanco o negro, el enemigo externo en contraste con el pueblo sabio.

Se siente cómodo rodeado de varones (así, en masculino) en sus actos oficiales, mejor aún si son parte de las Fuerzas Armadas. Y, por supuesto, se alimenta y está hecho de sus giras por toda la República Mexicana.

Pero ¿qué hacer con un virus internacional? ¿Ese bicho que enferma de COVID-19? Su respuesta fue aferrarse a lo conocido: política, política y más política. Lleva al terreno propio cualquier agenda distante de su estructura.

El inaceptable cubrebocas simbolizó desde el principio la mordaza amenazante en manos de sus opositores. ¿Y el ejemplo que salva? ¿Y el escenario catastrófico? Ah, no. A él no lo callan. Eso es lo que quieren sus adversarios.

Y de ahí “pa’l real”. Encontró en su subsecretario al paje del Peje.

La epidemia afectó presupuestos. Pero no detuvo los proyectos que concibió desde hace tiempo. Aquellos con olor a tierras sureñas, tabasqueñas, chiapanecas y con aroma patriotero-soberano de los años 70: Tren Maya, Refinería, Aeropuerto de Santa Lucía.

Su burocracia sufre recortes de hasta el 70%, pero la Sedena y la Marina gozan su mejor momento. Son “todólogas”: cuidan, construyen, administran, distribuyen.

En esta cultura patriarcal, nacionalista, épica, militarista, de eternas figuras plasmadas en las páginas de la educación pública, López Obrador es producto y forjador. Formado en ella y para ella.

De ahí su ilusión de ser parte del selecto grupo de héroes nacionales. Anhela escribir el capítulo de un golpe de timón que se asemeje a la Independencia, la Reforma y la Revolución. Autonombra a su movimiento la Cuarta Transformación.

Una aspiración de esa envergadura, y una definición a priori de ese tamaño, requiere de un proyecto educativo muy serio y profundo.

Tomando en cuenta esa vara, desgraciadamente, la medida del cambio deja mucho que desear.

Para colmo, el impredecible virus lo separó de las multitudes. Nada más alejado de su visión de guía de los desprotegidos y portador de valores que un adulto resguardado en un Palacio, así sea Nacional.

El proyecto educativo de AMLO

En su libro 2018 La Salida. Decadencia y Renacimiento de México, López Obrador, como sólo él lo sabe hacer, muestra una radiografía puntual del derrumbe. Es buenísimo en el diagnóstico.

La cosa se complica no tanto en el planteamiento del resurgimiento —pensamientos, promesas, propósitos—, sino en cómo llevarlo a cabo.

Plasma en sus cuartillas que la reforma educativa peñista no resolvió el grave problema de la falta de oportunidades para estudiar, ni el de la mala calidad de la enseñanza, y sólo buscó reducir a los maestros a la indefensión laboral para transferir a los padres el costo de la educación.

El análisis es correcto, pero la solución no escapa de esa misma lógica. Se centra en intentar revertir el golpe a los sindicalizados y abrir opciones, pero sin alterar la mala calidad ni la exclusión.

“La inclusión inmediata es más rendidora políticamente que la de largo plazo. Estadísticamente se cumplirá con el incremento de matrícula, pero también con el aumento de la inequidad en el segmento donde se incluye”, me platicó Manuel Gil Antón.

De la “mal llamada reforma educativa” pasaron al control de daños. Es decir, de una reforma laboral del sector educativo a otra que la revierte.

“Lo que coordinó Moctezuma y lo que autorizó AMLO fue quitar el tema laboral para que la CNTE los dejara pasar. E hicieron instituciones [en un Sistema Nacional de Mejora Continua de la Educación] parecidas al INEE [Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación] para que la derecha también los dejara pasar. En vez de hacer un proyecto y una reforma educativa, hicieron una propuesta pragmática, no programática”, añadió Gil.

Es decir, la gran reforma educativa sigue pendiente.

Las aguerridas consignas del SNTE y la CNTE contra Televisa, acompañadas de los respectivos bloqueos en avenida Chapultepec, fueron desapareciendo en estos meses amloístas. De las críticas a TV Azteca, ni se diga. El Grupo Salinas ya es parte del panorama cotidiano de la 4T.

Mientras algunos protestaron, no en Balderas ni Chapultepec, pero sí en calles céntricas de la Ciudad de México, otros se alistaron para debutar en el Canal de las Estrellas.

Hay que reconocer que, al contrario de la Secretaría de Salud, la Secretaría de Educación Pública (SEP) actuó con precaución y responsabilidad. El titular de la SEP, otrora salinista (del lado Pliego) y hoy subalterno de AMLO, no arriesgó una apertura anticipada.

El “qué hacer” se solucionó adecuadamente. Las críticas vinieron con “los cómos”.

El anuncio lo hizo el propio secretario Moctezuma Barragán con Adela Micha. Así es de caprichoso el destino. El ex director de Fundación Azteca indicó en entrevista con la ex conductora de Televisa que las y los profesores impartirían clases a través de la TV privada, acompañados de conductores.

Salinas Pliego y Emilio Azcárraga son parte del consejo asesor presidencial y, ahora, punta de lanza de la educación en tiempos de epidemia.

Uno de tantos retos para la llamada 4T es su propio significado: ¿la “T” de transformación o la “T” de Televisa y TV Azteca?

“El que Moctezuma esté en la SEP me parece que se explica más como un pago de factura electoral que como un proyecto educativo. Yo encuentro muchísima más cercanía en la manera en la que piensa el secretario Moctezuma con Nuño, Chuayffet y Peña que con un nuevo modelo educativo […]. El 3 de agosto el presidente y el secretario presentaron el proyecto educativo en la pandemia y no hubo un solo maestro o maestra en el podio. Confirmamos que ahí no se celebró un proyecto educativo, sino una alianza entre la administración actual y las televisoras”, me expresó el investigador del Colmex. Le llamó la atención que la educación se comprometió con estos grandes medios y, acto seguido, subieron sus acciones.

Nada es casual… Como se dice, en política la forma es fondo.

Mientras se concentran más en lo primero que en lo segundo, son varios enunciados del Plan Nacional de Desarrollo (PND) que no transitan por los caminos prometidos. Otros no se han descarrilado, pero falta implementarlos. Pasar de los dichos a los hechos.

En el apartado de Política y Sociedad se señala: 1) Erradicar la corrupción y reactivar la procuración de justicia. 2) Garantizar empleo, educación, salud y bienestar.

Hasta el momento, lo que hemos presenciado en la procuración de justicia es una acción opaca, selectiva y parcial.

En la detención de Rosario Robles no se atisban pesquisas sobre la extensa red que se valió de universidades públicas para el desfalco. Su encarcelamiento se parece más a las vendettas de antaño contra objetivos específicos que a acciones contundentes para romper estructuras.

Ni qué decir de los arreglos en lo oscurito con Lozoya y las filtraciones de denuncias e imágenes.

Para darnos una idea de lo que está ocurriendo, a la fiscalía anticorrupción de la FGR no han llegado, por lo pronto, los casos emblemáticos. Gertz Manero no ha canalizado a María de la Luz Mijangos, bajo argumentos burocráticos y legaloides, los escandalosos actos que se han documentado.

Sobre el apartado del PND que nos compete en esta reflexión, mientras la salud se vio afectada por el COVID-19 y por el uso que opositores y el propio subsecretario del ramo le dieron a la enfermedad, la educación vivió una revolución cotidiana. Millones de alumnos se tuvieron que adaptar, “voluntariamente a fuerza”, a tomar cursos en línea y/o por TV.

Esta experiencia modificó hábitos de estudio y trabajo. Abrió nuevos retos.

Si parte de la distancia educativa está marcada por la falta de conectividad, la posibilidad de recibir clases a través de las señales televisivas de los machuchones neoliberales (AMLO dixit) que cubren gran parte del territorio nacional configuró una buena salida.

Sin embargo, es una lástima que no sea el Estado —con lo que nos cuestan tantos medios oficiales— quien garantice por sí solo ese derecho.

Con todo y los apoyos, con todo el andamiaje, con toda la tinta gastada en objetivos, los grandes retos de la educación en México se mantienen intactos: la corrupción y, sobre todo, la desigualdad.

Dos monstruos persistentes que se retroalimentan.

De la corrupción

López Obrador puso el énfasis de su campaña en el combate a la corrupción. Esa es la bandera que, ante la gula de gobernantes anteriores, lo llevó, por fin, a triunfar.

Y es que no se cansaron de robar. La reincidencia los llevó a perfeccionar la técnica y a menospreciar el agravio provocado. Se aprovecharon de sus puestos para desangrar a la nación. Desviaron dinero a través de un entramado que involucró a secretarías, gubernaturas, medios, universidades, congresos, compañías de papel.

Compraron conciencias. Vandalizaron las arcas bajo el millonario disfraz de funcionarios y empresarios respetables.

Se mezclaron con los poderes fácticos. Se mimetizaron. Se hicieron uno. Las esferas económica y política se fusionaron. También, lo legalmente constituido con lo criminal.

Andrés Manuel los nombró hace años “la mafia del poder”. Lo hizo antes de que las benditas redes posibilitaran la difusión masiva de investigaciones académicas, de organizaciones, de periodistas.

Antes de que fuera posible develar “La Casa Blanca de Peña Nieto”, “Los piratas de Borge”, “Las empresas fantasma de Veracruz”, “La Operación Safiro” (con “s”), “El expediente secreto de Odebrecht”, “El Ciclo, OHL”, “Fertinal y Agro Nitrogenados”, “La Estafa Maestra”, “El Cártel Negro”, “Los socios de Elba Esther” y un largo etcétera.

Antes de que nos enteráramos de que el secretario de Educación peñista, Aurelio Nuño, entregó a medios —tan sólo en 2016 y con el propósito de difundir la etapa 3 de la reforma constitucional sobre la evaluación magisterial— más de 83 millones de pesos. Fueron cerca de 80 contratos vía adjudicación directa los que sirvieron para comprar la propagación de su campaña. Los ganones resultaron ser, para variar y no perder la costumbre, Televisa y TV Azteca, en ese orden.

El hoy mandatario prometió barrer el lodazal de arriba hacia abajo, como se limpian las escaleras.

El reto es grande, pero el margen de maniobra, también.

Las dudas surgen. Ya no son suficientes los “Quinazos” o “Elbazos”. Está muy visto el espectáculo de los montajes, la fabricación de culpables, el aumento de delitos con prisión preventiva, la detención de chivos expiatorios, la purificación de los pillos, las negociaciones clandestinas o la opacidad aludiendo seguridad.

La democratización sindical, eso sí, será interesante de observar. El voto individual, libre, directo y secreto plasmado en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado podría representar un viraje, tanto para el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) como para la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (CNTE). Además, la supresión del monopolio de la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado (FSTSE) abrirá paso a la Federación Democrática de Sindicatos de Servidores Públicos (FEDESSP), que une a otros conjuntos educativos.

La familia que quiere ser revolucionaria, pero le gana lo institucional, sigue ahí. Pocas transformaciones calarán sin un relevo de quienes manejan el barco.

La ruptura de la clase política aún no llega. Conviven entre ellos, se alían, se fracturan, se protegen, se persiguen, pero los apellidos persisten. Ahora son los hijos o nietos quienes acompañan al morenista: Velasco, Robledo, Murat, Sandoval. O los propios padres o abuelos que brincan de un régimen a otro: Bartlett, Gertz, Gómez Urrutia.

En la educación, la secretaría de Estado se sintoniza, sobre todo, con la televisora del Ajusco. La que arropó al Partido Verde.

Se rompió con ideologías, intereses, pero no con generaciones encumbradas.

Esas “aportaciones” en abonos chiquitos del video en donde Pío López Obrador recibe fajos de David León, operador de Manuel Velasco, es un duro golpe a la honestidad republicana y a la causa más importante que Andrés Manuel abanderó durante décadas.

Los abusos no desaparecerán con sólo reintegrar la materia de civismo. Esa asignatura que llevaron en sus años mozos miembros de la generación del atraco: los Duartes, Borges, Peñas y compañía.

Se necesita más que grilla en el discurso del titular de la SEP, Esteban Moctezuma. “Tenemos nuevos contenidos. Algo muy importante que nos enseñó la pandemia (cortesía de Gatell) es el trabajo que tenemos que hacer de vida saludable con una mejor nutrición, más ejercicio e higiene. Al mismo tiempo, formación cívica y ética. Queremos una sociedad con valores. Niñas y niños incorruptibles”, informó el cercano a Ricardo Salinas Pliego al arranque del ciclo escolar 2020-2021.

De la desigualdad

La desigualdad es “el” tema. Recorre las venas de la educación de un extremo a otro y se mete en los rincones de las aulas.

Nada más gráfico para dimensionar las enormes brechas que la educación.

Los contrastes se pueden observar entre lo público y lo privado; lo rural y lo urbano; lo interconectado y lo aislado; entre el nivel medio y el superior, entre un plantel y otro. Si nos adentramos a cada una, caemos en más abismos.

El camino empedrado de buenas intenciones de Andrés Manuel lleva a su propio infierno discriminatorio.

En la cumbre se prioriza, se decide, se dicta, se manda. En la cultura política, el generoso o el tirano, desde lo alto, da y quita.

Paola Olivares pertenecía a las profesoras del Consejo Nacional de Fomento Educativo (Conafe). Este consejo es el encargado de garantizar que los poblados con menos de 20 niños y niñas tengan “líderes para la instrucción comunitaria”. Allá, en Las Margaritas, al norte de San Luis Potosí, el sindicato no llega.

Su principal reto fue adecuar los criterios de evaluación. “Yo, de plano, me saltaba la página y creaba un diseño para que me entendieran con sus propios elementos. Es que los términos y contextos de los libros son ajenos a los menores del lugar”. Esa fue la parte más complicada. “El sistema del Conafe es lindo, pero también muy romántico”, me platicó.

Los padres y las madres se hacen cargo de los gastos de la escuela. Paola obtuvo apoyos del Imcine y de Canal 11, “porque la zona es muy bonita y fueron a grabar”.

A ella la daban 2 mil 300 pesos cada 20 días. Con eso se capacitaba. Se trasladaba a pie y en camión hacia Matehuala. Imposible implementar educación en línea. De hecho, a través de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), Peña Nieto repartió pantallas de TV, pero no había señal. “Conafe hizo un programa muy interesante con el Cinvestav [Centro de Investigación y de Estudios Avanzados del IPN], pero la realidad no empata. Hay bastantes obstáculos en el rancho. Habría que regionalizar la educación”, subrayó.

Para jóvenes y adultos, el panorama no mejora. A nivel superior, la inequidad persiste.

En la reforma al artículo 3o. se estableció que la educación superior también debe ser universal, obligatoria y gratuita. En lo general, es una buena decisión, pero en lo particular, como dicen los legisladores, tiene sus “asegunes”.

La integración no es pareja. “La inclusión de los excluidos es en segmentos deteriorados”, observó Manuel Gil Antón en la charla que sostuvimos. No es que la Universidad Nacional Autónoma de México, la Universidad Autónoma Metropolitana o el Instituto Politécnico Nacional abran sus puertas a quienes lo requieran; es que están saturadas. Lo harán las universidades Benito Juárez.

Una cosa es la barrida de escaleras que promueve la espectacularidad de detenciones, como la del ex director de Pemex, y otra es enfrentar al México desigual. Esto último es un camino, además de complicado, poco atractivo para los servidores que buscan reconocimiento. El tiempo y el esfuerzo no les alcanza.

Si la corrupción se barre de arriba hacia abajo, la desigualdad debe escalarse de abajo hacia arriba.

No es lo mismo reducir la brecha perjudicando y empujando a la clase media hacia la pobreza, que acortarla jalando a las personas en esta condición hacia una mejoría.

López Obrador corre el riesgo de descuidar a los de en medio. Si logra no afectarlos y rescatar a los más necesitados, todos habremos ganado.

Los ricos de los ricos seguirán en esa posición. Se tomarán la foto con el Presidente. Firmarán compromisos. Obtendrán ganancias. Esa relación, más tensa que natural, fluirá hasta que concluya el sexenio. Acudirán a cenar sus ricos y calientitos tamales de hoja de oro. Les pasarán la charola. Cooperarán. Verán en cada donación el rostro de Santiago Nieto.

Y, si primero son los pobres, como López Obrador lo reiteró en sus campañas y como lo plasmó en el PND, los esfuerzos educativos deben canalizarse a la inclusión total. Tiene las partidas para hacerlo, pero no ha dado el paso para que sean las voces excluidas quienes decidan.

Como era de suponerse, la pandemia expuso y agudizó las diferencias. La administración se centró en los programas: Aprende en Casa, para la educación básica; Educación a Distancia, a través de plataformas digitales; Jóvenes en Casa, para la educación media superior.

A la brecha digital se sumó la distinta capacitación docente y las diversas condiciones de vida. Una cosa son los sistemas de comunicación para que las y los maestros entren en contacto con el alumnado y, otra, las plataformas de herramientas pedagógicas que ayudan a tener lecturas, ejercicios, evaluaciones, discusiones. “Cuando los maestros sólo conocen los sistemas, entonces intentan imitar su clase presencial a través de una pantalla, con todos los efectos negativos que esto genera”, me compartió el maestro del ITAM y del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, Hugo Concha.

Es decir, una auténtica pesadilla para la niñez y la juventud atrapada en Black Mirror. Y eso en el mejor de los casos: en el escenario en el que una niña, niño, adolescente, joven tenga acceso a internet, a una computadora, a señal de televisión, al tiempo suficiente para concentrarse, a un entorno libre de violencia, a padres, madres o tutores que los asistan.

Lo que no cambia es el ADN de los funcionarios en el manejo de cifras. Nos repiten una y otra vez lo bien que van. Aunque la vida tenga otros datos.

Érick Juárez Pineda, coordinador del Laboratorio de Periodismo y Política Educativa de la organización Educación Futura, hizo un recuento de lo que el titular de la SEP nos reveló con su silencio en la conferencia del 14 de agosto de 2020.

Según ellos, el 71% de mil 680 personas encuestadas aseguraron estar satisfechas o muy satisfechas con Aprende en Casa. Lo que callaron es que, de esa mínima población —en México hay más de 25 millones de alumnos de preescolar, primaria y secundaria—, su documento muestra la satisfacción de quienes tienen los ingresos más altos. La SEP encuestó a gente de 18 años o más con telefonía móvil, cuando el programa va dirigido a niñas, niños y adolescentes de tres a 15 años en todo el país. Los niveles C, C+ y D fueron los menos satisfechos. El 78% de los hogares reportaron problemas para seguir. Esto porque 48.5% no tienen computadora o internet, 14.9% porque les faltan libros y material didáctico y 31.4% porque no cuentan con apoyo docente.

Las autoridades, desde el centro, deciden parejo a pesar de que la realidad no lo sea.

La deserción será una de las terribles secuelas del SARS-CoV-2. El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) estima que 15.5% de los estudiantes no continuarán a nivel medio superior. “Las consecuencias devastadoras lo serán especialmente para aquellos que carecen de los recursos digitales, económicos y escolares para afrontar la crisis, es decir: indígenas, hijos de jornaleros migrantes y jóvenes en pobreza extrema. En todos estos casos, las mujeres correrán mayor riesgo que los hombres”, publicó Eduardo Backhoff, ex consejero presidente del INEE.

El México que viene

Más que un cambio verdadero, se edifica la narrativa de una transformación.

Las promesas de una causa en común son profundas.

Es más sencillo construir la convicción de que los depósitos podrán ser permanentes e impactar de raíz, que lo efímero y frágil de la perspectiva asistencial.

Distinto a lo que plantean quienes polarizan, lo que viene está lleno de tonalidades.

Convivirán el giro hacia los más vulnerables y la postura centralista del todopoderoso.

Dejarán de ser ignorados los siempre excluidos, pero su voz quedará relegada de las grandes decisiones.

Se ampliarán las oportunidades educativas con la reforma aprobada el 15 de mayo de 2019, pero la igualdad y calidad no estarán garantizadas.

Las juventudes feministas se levantarán, mientras el patriarcado sentenciará en Palacio.

La maquinaria de saqueo dejará de operar directamente desde la Presidencia, pero los pactos corporativos y empresariales se fortalecerán.

Los despilfarros en anuncios gubernamentales “marca Nuño” disminuirán, mientras la propaganda se fortalecerá vía redes, conferencias, concesionarios, medios llamados públicos (tan gubernamentales como siempre). Es decir, no desaparecerán los beneficiarios privados ni la burocracia subordinada al servicio y al amparo del mandamás.

México permanecerá desigual, pero quienes viven en pobreza se sentirán tomados en cuenta. Esa será la gran diferencia y el legado de Andrés Manuel.

Su paso por el Ejecutivo no modificará al país como lo planteó en campaña. Para ello requeriría una revolución educativa-cultural, empezando por la propia.

AMLO seguirá rebasado por el feminismo, por la izquierda, por los progresistas, por los ambientalistas, por los defensores de derechos humanos, por las secuelas de la pandemia y sobre todo por la juventud y una nueva forma de ver el mundo.

Pero su olfato y su intención de mirar a los más, a quienes experimentan en carne propia las carencias cotidianas, le facilitarán mantener su popularidad.

Los abonos directos, con todas las críticas que se les pueda hacer (a unos más que a otros), conseguirán que millones se sientan vistos. Esta poderosa sensación no es menor.

La juventud tendrá una luz de esperanza. Aunque la integración sea sesgada, dejarán de cargar con el estigma de “ninis” y podrán dedicar parte de su tiempo a la experiencia de estar en una institución educativa.

Lo demás será cuesta arriba.

Cuatro años más de llevar todo al terreno político, de competencia, de confrontación, de promoción, de descalificación. Con un Presidente y unas Fuerzas Armadas concentrando poder. Con una oposición pequeña, fragmentada, y sí, moralmente derrotada.

Cuatro años más de burócratas que quedarán a deber a una sociedad que merece algo mejor.

Y después del después… la incógnita.

¿La continuidad, corregida y aumentada?

¿La reacción, la ultraderecha?

¿Una mujer u hombre que rescate el espíritu del dirigente, pero progresista, socialdemócrata, sin las trabas de AMLO?

¿El debate sobre el principio del fin del presidencialismo? ¿De “El Estado es él”?

Esta historia continuará…

Después de la excursión

Suena la Marcha de Zacatecas. Es el llamado para formarnos y entrar a clases, o para el recreo, o para ir a casa. Es un disco que pone Mrs. Lucille House. Me gusta. Como también cantar a todo pulmón el Himno Nacional los lunes por la mañana. Y no se diga la seriedad con la que desfilamos por la cuadra los 15 de septiembre. Ahí vamos la chiquillada, vestida de blanco, siguiendo el retumbar de los tambores y las cornetas que dignamente portan mis compañeras y compañeros de la llamada (ni hablar, así se le nombra) “banda de guerra”.

Las mamás, los papás, los abuelitos, las abuelitas se asoman por las ventanas y las puertas. Nos acompañan agitando el verde, blanco y rojo. Así son para mí los sonidos y los colores de la primaria.

Al pasar de los años me entraría gran curiosidad por aquella americana (para mí, una abuelita) y su esposo. ¿Cómo llegó una pareja de tejanos a un sitio tan sui géneris como mi barrio? Ah, porque mi colonia, en la delegación Iztapalapa, se cuece aparte con sus árboles, conventos, parcelas, cerros, cuevas, granjas, al norte restos arqueológicos y al sur humedales cubiertos de juncos.

¿Por qué, teniendo hijos, Mr. y Mrs. House adoptaron al señor Joel? ¿Cómo es que, siendo protestantes, jamás se habló de religión ni nos impusieron un ápice de sus creencias a quienes acudimos a su escuela? ¿Cómo es que se entregaron a hacer felices a tantos niños y niñas? ¿Cómo es que irradiaron, de esa manera, el amor por México?

Me enteraría décadas después, al escribir un texto sobre educación y el México que se avecina, que aquel extenso predio, en las faldas del Cerro de la Estrella, donde inicié mis felices años estudiantiles, lo compró Lucille House gracias a la ayuda de Eva Sámano Bishop. Esa mujer guerrerense, de ascendencia inglesa, de religión bautista, apasionada por la vocación docente, que se casó con el presidente Adolfo López Mateos.

A Eva la llamarían “la Maestra de México”, “Gran Protectora de la Infancia”.

Llego a casa. Huele a la sopa de Juanita. Es hora de la comida y de la sobremesa. Contamos historias. Algunas dejan un nudo en la garganta. La de mi padre es una de ellas.

Si infancia es destino, él tuvo un impulso inaudito para escapar.

Desde pequeño cuidó a su hermanita y a su hermanito. “A veces, lo mejor era dormir para no sentir el dolor del estómago vacío y el miedo de no tener nada más que comer”, recuerda.

Consiguió trabajar y hacer una carrera técnica. Sólo en sueños se pensó universitario.

Un buen día de verano, llegó el estudiante de medicina —quien trabajaba en vacaciones en donde lo hacía mi padre— Hugo Fernández de Castro y Peredo.

Hugo lo sorprendió. Había pagado, generosamente, 200 pesos de inscripción.

—Aquí está, Chava, para tu ingreso a la UNAM —le dijo.

—¡No, mano! ¿Cómo? Si tengo que trabajar. Soy el sustento de mi madre, mis hermanos.

—Pues ese ya es tu problema, tú decides.

A la fecha, mi madre y mi padre se reúnen con sus amigos y amigas de la generación. Se echan sus goyas. Se platican anécdotas.

Por fortuna para mi papá, y para mí, ahí conoció a mi mamá.

Ella sí tenía recursos —le iba muy bien a mi querido abuelito Juanito— pero, siendo mujer, no era tan sencillo estudiar una carrera.

La Universidad Nacional representó para ambos la oportunidad de crecer. Ingresar en la UNAM implicó movilidad.

Subo a mi recámara.

El futuro me depararía compartir con grandes maestros y maestras. Mi país me brindaría, a través de becas (SEP, UNAM, Tec, Cide, MCCI, Fundación Ford), el honor de aprender en instituciones educativas públicas, privadas, nacionales, extranjeras, valiosas todas.

Consideraría que es injusto que se recorten apoyos en Conacyt, o que desaparezcan fideicomisos que aportan a la formación de la juventud, o refugios para mujeres que, escapando de lo peor, encuentran cobijo. Creería que hay maneras de combatir la corrupción sin afectar a miles de estudiantes, creadores, investigadores, organizaciones.

Pensaría que una transformación no sucede sin la inclusión de todos y todas.

Imaginaría un país en donde ser político no implique traicionar el liderazgo social.

Apago la luz. Al lado de mi lámpara, mi cachucha del SNTE.

Seguramente en esa marcha había maestras tan entregadas y buenas como Mrs. House, pienso.

Comienzo a soñar.




Izquierda social frente a la electoral

Por ARTURO CANO

“A L QUE NO LO DESCIFRA, Lula se lo come”. João Pedro Stédile, líder histórico del Movimiento de los Sin Tierra de Brasil, soltó la carcajada cuando le pregunté si estaba de acuerdo con esa frase de Emir Sader.

La carcajada se hizo risa y Stédile respondió sin presunción alguna: “Nosotros lo desciframos. ¿Cómo lo hicimos? Lula nos ayudó. Cuando la prensa le preguntaba si él es de izquierda, siempre respondía: ‘Soy obrero metalúrgico’ ”.

El encuentro fue a principios de septiembre de 2011. Esa noche, Stédile conoció a otro personaje que para muchos, todavía hoy, resulta indescifrable: Andrés Manuel López Obrador, quien se alistaba para su segunda candidatura presidencial. Se saludaron, conversaron un rato —sobre todo de los paralelismos entre Pemex y Petrobras— y se tomaron la foto.

Un año antes, en octubre de 2010, fui enviado a cubrir la contienda electoral brasileña. Lula hacía campaña al lado de Dilma Rousseff, a quien él había designado candidata a sucederlo (la aprobación de su candidatura en el congreso del Partido de los Trabajadores —PT—, por aclamación, fue un mero trámite).

Visité a Emir Sader en su departamento en Rio de Janeiro. Ahí recordó la frase que abre este texto y me remitió a una lectura en la que aborda la postura que una parte de la izquierda asumió frente al gobierno del obrero metalúrgico: “La ultraizquierda dice que traicionó, que es un caso perdido, y le lanza ataques estilo [James] Petras. Y fracasó. Lo mismo que la derecha que creyó que el país iba a explotar con Lula o que él iba a quedar aislado”.

Sader no tenía dudas del triunfo de Rousseff, pero aceptó formular una frase sobre lo que se jugaba Brasil en esa elección: “Si Lula es un paréntesis o un puente para salir de una buena vez del modelo heredado”.

Lejos estaba el mundo de imaginar la deriva bolsonarista cuando Sader reflexionaba, debajo del título “El enigma Lula: la difícil caracterización de su gobierno”, sobre los gobiernos de la llamada “ola progresista” latinoamericana, en líneas que, debatibles diez años después, nos remiten al momento mexicano: “Existen dos estrategias posibles ante gobiernos contradictorios e híbridos […]. Una de ellas es la oposición frontal […]. Sus consecuencias son el aislamiento y la reducción a políticas doctrinarias y ultraizquierdistas, sin ninguna capacidad de acumulación de fuerzas y de construcción de proyectos y de bloques alternativos. Es una estrategia comprometida con la concepción de que el gobierno, ya sea el de Lula, el de Kirchner o el de Tabaré, es el enemigo fundamental que debe ser derrotado. Y dado que esos gobiernos serían la nueva derecha, es válido incluso hacer alianzas con la derecha tradicional para derrotarlos”.

Sigue Sader: “La segunda estrategia es la alianza con los sectores progresistas de esos gobiernos, con el fin de fortalecer los elementos que concentran el ataque contra la hegemonía del capital financiero, los acuerdos con el agronegocio, la autonomía del Banco Central y otros tantos aspectos negativos”.

Dilma Rousseff fue electa sin dificultades en la segunda vuelta.

El Partido Socialismo y Libertad, surgido de una escisión del PT, así como otras expresiones electorales de la izquierda antilulistas, fueron irrelevantes a la hora de los porcentajes electorales.

EL ESTADIO AZTECA fue una fiesta. Faltaba una semana para la elección de julio de 2018 y se daba por descontado el triunfo de López Obrador.

“Lo que vamos a consumar viene de lejos y se ha fraguado con el esfuerzo y la fatiga de muchos compañeros, de distintas clases sociales y corrientes de pensamiento, que en su momento lucharon por la democracia, la justicia y la defensa de la soberanía nacional”, dijo el candidato, que en su tercera vuelta había subido a su barco a los aliados que se negó a aceptar en el primer intento.

Era su forma de responder a la pregunta que muchas veces le hicieran a Luiz Inácio Lula da Silva.

En aquel discurso, López Obrador rindió homenaje al santoral de la izquierda. Nombró a Valentín Campa, Alejandro Gascón, Demetrio Vallejo, Heberto Castillo, Othón Salazar y los jóvenes del 68. Reconoció, además, el aporte de los fundadores de la Corriente Democrática, destacadamente a Cuauhtémoc Cárdenas.

La larga lista incluyó a Julio Scherer, Hugo Gutiérrez Vega, Sergio Pitol, José María Pérez Gay y Carlos Monsiváis (quien se llevó, post mortem, una ovación del Estadio Azteca).

Para completar el cuadro, anunció que su voto sería para la luchadora social Rosario Ibarra de Piedra.

Se perfilaba ya, a la manera de los gobiernos progresistas del cono sur, un gobierno contradictorio e híbrido, en la formulación de Sader. López Obrador incluyó en su lista de precursores a dos figuras de la derecha: Salvador Nava y Manuel J. Clouthier.

La paradoja de García Linera

Los de la 4T han sido días de vértigo. Parece perdido en el fin de los tiempos el día en que Claudia Sheinbaum, jefa de Gobierno de la Ciudad de México y apuesta de continuidad del obradorismo, recibió a un invitado de lujo: su ex compañero de la Facultad de Ciencias de la UNAM, Álvaro García Linera.

Figura central del llamado “ciclo de gobiernos progresistas”, García Linera, para muchos un extraño animal político que combina el trabajo intelectual con la praxis política, fue erróneamente presentado como un “marxista clásico”, según el guion que le dieron a Rosa Icela Rodríguez, entonces secretaria de Gobierno y moderadora del evento.

Era julio de 2019 y García Linera resumió su hoja de vida: cuatro años de estudios en México, cinco en la cárcel, 40 años en la oposición y 13 en el gobierno.

Nadie imaginaba entonces que unos meses después García Linera volvería a México en calidad de refugiado, al lado el presidente Evo Morales, tras un golpe de Estado.

En julio de 2019 García Linera encarnaba un gobierno exitoso, que lo mismo había consolidado una obra social relevante que sorteado las tentaciones golpistas de los poderes económicos bolivianos por la vía de concederles su parte en grandes negocios.

A García Linera lo tenían sin cuidado las etiquetas. Igual le daba que se hablara de triunfos electorales de izquierda, populistas o progresistas. Lo importante, dijo en el bello escenario del Teatro de la Ciudad, era que sus victorias se dieron gracias al “espaldarazo [electoral] del pueblo”.

Vino entonces el toque de realidad en las palabras de García Linera, líneas discursivas que, releídas a la luz de los estragos de la pandemia, cobran sentido de advertencia: “Pero la esperanza no es un cheque en blanco, no es para siempre. Requiere un conjunto de respuestas concretas, cotidianas, estabilidad y crecimiento económico. La izquierda no puede ser el administrador de la pobreza, no puede ser el implementador de las reformas de ajuste (caso Grecia), para que luego la oposición de derecha venga a cumplir las tareas menos complicadas. Los gobiernos progresistas y revolucionarios tienen que ser también gobiernos de mejora social, lento pero sistemático avance de mejores condiciones de vida”.

No estaba en el horizonte el golpe en Bolivia ni seguro el triunfo de Alberto Fernández en Argentina. De manera que el entonces vicepresidente boliviano celebraba la llegada al poder, en México, de un movimiento “que ha hecho renacer las esperanzas de América Latina”.

Vuelvo a las palabras de García Linera aquella mañana de julio de 2019. Por esos días, el sacudimiento más fuerte al nuevo gobierno lo había dado Carlos Urzúa, con su renuncia a la Secretaría de Hacienda, el primero de varios movimientos nacidos de las contradicciones internas en la 4T.

Cuando nadie imaginaba la aparición del coronavirus ni sus tremendas consecuencias económicas y sociales, sentenció la mancuerna de Evo Morales: “Los sueños no son para siempre, no son suficiente argumento social para mantener el apoyo. Si no existe una mejoría en las condiciones, que la gente pueda sentir en sus bolsillos, en la educación de sus hijos, en los servicios, existe el riesgo del retorno de la derecha, e incluso de la llegada al poder de la extrema derecha. [Sería] un regreso de sedimentos del sentido común arcaico, de derecha, racializado, clasista, discriminador, que renace de esta expectativa frustrada de la sociedad en el alma de los subalternos”.

En el poder, siguió el político boliviano, la izquierda tiene que ser capaz de “ir generando pequeñas mejoras que le den a la gente una perspectiva de bienestar a largo plazo”.

En un breve diálogo que siguió a las exposiciones iniciales, García Linera soltó una pregunta que está en la mesa de debates de la izquierda latinoamericana. Habló de la paradoja que se enfrenta desde el gobierno: generar recursos para resolver necesidades sociales y al mismo tiempo proteger a la “madre tierra”.

“¿Cómo estás combinando el desarrollo, con extractivismo, con la protección de la madre tierra? ¿Cómo estás conviviendo con esa contradicción? ¿Cómo están pensando esta paradoja entre desarrollo y defensa del medio ambiente?”.

El tema imposible. Claudia Sheinbaum dijo algo sobre el desarrollo sustentable, pero el tema quedó pendiente.

Quedaron sin respuesta asuntos que corresponden a los sueños de López Obrador, los grandes proyectos que ni la pandemia pudo mover un centímetro: la refinería de Dos Bocas, el corredor en el Istmo de Tehuantepec y el proyecto de reordenación territorial de la península de Yucatán bautizado como Tren Maya.

ENCUENTRO un apunte en mis viejas notas de Brasil: Lula consiguió “transplantar los conflictos sociales hacia dentro del Estado”. Así, el conflicto entre el agronegocio y la reforma agraria se convirtió en una batalla entre los ministerios de Agricultura y de la Reforma Agraria; el conflicto entre los grupos de derechos humanos y las viudas de la dictadura militar, en una batalla entre el Ministerio de Defensa y la Secretaría de Derechos Humanos; la disputa entre desarrollistas y monetaristas, en una bronca entre el Ministerio de Hacienda y el Banco Central. Una “lógica de trasposición de conflictos”, dicen los analistas.

Releo el apunte a la luz de la renuncia del doctor Víctor Manuel Toledo a la Secretaría del Medio Ambiente, tras la divulgación de un audio en el que pedía “no idealizar” a la 4T, y una vez que se reveló un duro jaloneo interno en el gabinete, con su par de la Secretaría de Agricultura.

Lo ha explicado muy bien el periodista y consultor en temas ambientales Eugenio Fernández Vázquez, en un texto publicado el 10 de agosto de 2020: “La semana pasada se filtró un audio del titular de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), Víctor M. Toledo, en el que advertía de que ‘no hay que idealizar a la Cuarta Transformación’ porque está llena de contradicciones. Las afirmaciones de Toledo, en realidad, no deberían de sorprender a nadie —y esas contradicciones no deberían escandalizar al secretario”.

Sigue Fernández Vázquez: “Sacar al campo del círculo vicioso de los agroquímicos, alejar al país de la agroindustria y acercarlo a la agroecología, hacer de la producción rural un factor de restauración del paisaje y no de su depredación, es clave para el desarrollo nacional, como ha señalado una y otra vez Toledo. Lograrlo no es políticamente sencillo, porque los intereses agroindustriales son poderosos y cuentan con un apoyo nada desdeñable. La forma de resolver esa contradicción en el gobierno de la 4T ha sido incorporar a representantes de ambos bandos al Ejecutivo y darles espacio para presentar propuestas y operar, siempre dentro de ciertos márgenes marcados por López Obrador.

”Así se explica la presencia de un campesinista como Víctor Suárez en la secretaría que dirige un representante de la agroindustria como Víctor Villalobos. Lo mismo da cuenta de la contradicción aparente de incorporar al mismo gabinete que alberga a Villalobos y Alfonso Romo a alguien con una trayectoria tan importante en organizaciones campesinas y en defensa del territorio como la secretaria de Bienestar, María Luisa Albores” (quien días más tarde reemplazaría a Toledo en la Secretaría de Medio Ambiente).

Como sus pares “progresistas” en el cono sur, López Obrador se inscribe en la vertiente desarrollista y “opta entre inconvenientes”, como le gusta decir, a la hora de enfrentar la “paradoja entre desarrollo y medio ambiente” que planteaba García Linera. Sus grandes proyectos van, en medio de la crisis que la pandemia profundizó y pese a las objeciones de un archipiélago de oenegés, organizaciones comunitarias e incluso comunidades enteras.

En la defensa de sus megaproyectos —y de algunos otros que le fueron heredados—, el presidente López Obrador mete a los opositores en el mismo costal: conservadores de izquierda o conservadores disfrazados de ecologistas, les llama.

A ese costal han ido a dar desde organismos civiles que reciben financiamientos internacionales hasta comunidades organizadas que se oponen a proyectos como, por ejemplo, la termoeléctrica de Huexca, Morelos.

Un basurero en Jerusalén

Mario Plascencia, un viejo ejidatario de Moyotepec, Morelos, tomó la palabra bajo una manta con la figura de Emiliano Zapata, en el campamento que mantienen desde hace cuatro años los integrantes del Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra y el Agua de Morelos, Puebla y Tlaxcala. No se anduvo por las ramas cuando aludió a la conferencia mañanera del 10 de septiembre de 2020, en la cual el presidente López Obrador anunció el reinicio de obras para echar a andar la termoeléctrica de Huexca: “El señor presidente en sus mañaneras siempre nos ha menospreciado. Él bien sabe que las dotaciones de agua que tenemos son única y exclusivamente para producción agrícola… Desgraciadamente nos ha traicionado. Con el señor Obrador nos pasó lo mismo que con el ex gobernador Graco Ramírez: todos nos fuimos de cara, de hocico con él porque según nos iba a apoyar, iba a defender a los productores agrícolas, y nomás nos vino a estafar, dejó a Morelos completamente a la ruina”.

Los ejidatarios parecían no cansarse de escuchar, una y otra vez, la grabación de “La mañanera”. Sonaba la voz del presidente Andrés Manuel López Obrador: “…es muy poco lo que falta para que funcione [la termoeléctrica de Huexca]. Se trata de una inversión de alrededor de 20 mil millones de pesos. Dijimos desde un principio que no podíamos dejar que se convirtiera en chatarra esta planta porque se trata de dinero del presupuesto, que es dinero del pueblo”.

Los agricultores escuchaban repetidamente la voz del presidente. Quizá buscaban confirmar lo que consideran una traición, pues no olvidan que votaron por el líder que en 2014 fue a decirles que los apoyaba en su lucha, en vista de que esa obra en tierra de Emiliano Zapata era como “poner un basurero en Jerusalén”.

El Proyecto Integral Morelos (PIM), del que forma parte la termoeléctrica, viene de lejos, igual que la resistencia de una parte de los pobladores, para quienes el gasoducto, las dos termoeléctricas proyectadas y el acueducto son sencillamente “una monstruosidad” que los dejará sin agua y enfermará a sus comunidades.

El episodio más reciente de una historia que incluye desalojos con granaderos, “compra de conciencias”, división de las comunidades e incluso un asesinato sin esclarecer —el del dirigente Samir Flores, en Amilcingo— comenzó aquel jueves 10 de septiembre, con el anuncio del presidente López Obrador de que la termoeléctrica comenzaría a funcionar pronto.

Apenas se dio el anuncio presidencial, el Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra (FPDT), que agrupa comunidades de los tres estados afectados por el PMI (Tlaxcala, Puebla y Morelos), alzó la voz para decir que todavía existen procesos legales pendientes. Según sus abogados, solamente uno de los 17 amparos que interpusieron se ha resuelto de manera definitiva, y el resto se encuentra todavía en el periodo de desahogo de pruebas.

El FPDT solicitó que se le concediera espacio en la conferencia mañanera del presidente para presentar sus pruebas y argumentos.

¿Y si no hay diálogo?

Un viejo ejidatario de nombre rulfiano, Lirio Trujillo, no quiso foto ni grabadora, pero lo expresó con todas sus letras: habrá termoeléctrica sólo si pasan encima de ellos. “¿Para qué queremos armas? ¿Para tenerlas guardadas? ¡No, para usarlas!”.

El anuncio presidencial también echó andar a autoridades ejidales y pobladores que están a favor del proyecto. Por ejemplo, al comisariado ejidal de Tenextepango, que convocó a una asamblea con el siguiente orden del día: “Proyección de conferencia matutina del 10 de septiembre; retiro del amparo; retiro del plantón”.

Hacia mediados de septiembre de 2020, la tensión iba en aumento.

La promesa presidencial de que no se usarán nunca las fuerzas de seguridad contra el pueblo frente a la resistencia de varias comunidades parecía no tener salida.

Un carro de sonido recorría las comunidades con un mensaje que aludía a la Asociación de Usuarios del Río Cuautla (Asurco), cuyos directivos pidieron al gobierno federal, por escrito, la entrega de maquinaria a cambio de su respaldo. El perifoneo se acompañaba de un corrido zapatista y el sonido de tiros: “Zapata perdonaba todo, menos la traición. El presidente de Asurco ya firmó una solicitud de maquinaria a cambio de nuestra agua. Acércate por el documento. Los comités en defensa del agua convocan a todos los ciudadanos y usuarios del río Cuautla en el plantón de Apatlaco, para tomar acuerdos para defender nuestra agua”.

De la movilización a la interlocución, el dilema de la CNTE

El áspero debate no terminó con la asamblea. Era la noche del 17 de marzo de 2018 y concluía un congreso clave en el cual la Coordinadora Nacional de Trabajores de la Educación (CNTE) definió su postura frente a los comicios que estaban a la vuelta de la esquina.

Ya en la retirada, algunos delegados lanzaron la consigna: “¡Ni un voto al PRI, ni un voto al PRI!”. Otros respondieron con abucheos y burlas.

En la votación se había impuesto la postura de la Sección 7 (Chiapas): rechazar en bloque cualquier coqueteo con los “candidatos de la oligarquía”, es decir, con todos, incluido Andrés Manuel López Obrador.

Al día siguiente, Pedro Gómez Bámaca, secretario general de la Sección 7, endureció la mirada cuando se le citó la frase del debate a puerta cerrada: “¿López Obrador representa otro de los colores de la oligarquía?”. Respondió primero con una pregunta: “¿De qué periódico es?”.

Y luego fijó postura: “La CNTE no puede ir a la cola de esta situación electoral. En los 38 años de la CNTE se han tenido muchas experiencias en varias partes, donde gobiernos de distintos cortes han aplicado la misma política. Porque los únicos que controlan los intereses en México y en todo el mundo son las pocas familias dueñas del capital, que imponen a sangre y fuego sus políticas. Y para nosotros todos están en ese mismo esquema, porque la oligarquía los obliga a aplicar esas políticas”.

La postura opuesta era impulsada por la Sección 22 (Oaxaca), que había jugado ya en la arena electoral para hacer gobernador a Gabino Cué en 2010, en una alianza que terminó en desastre cuando el oaxaqueño decidió plegarse a la reforma educativa de Aurelio Nuño.

El congreso acordó, fiel a la tradición de la CNTE, el respeto a todos los métodos de lucha, aderezado con el rechazo a los partidos firmantes del Pacto por México y la ratificación de la independencia de la organización respecto de cualquier gobierno o fuerza política.

Varias figuras de la Sección 22, incluido uno de sus ex secretarios generales, Azael Santiago Chepi, figuraban en la lista de candidatos de Morena. El arrollador triunfo de la coalición obradorista llevó a varios al Congreso federal y legislaturas locales.

Sólo quienes no conocen a la organización que en diciembre de 2019 cumplió 40 años de vida pensaron que nacía así una “bancada de la CNTE”.

El 27 de octubre de 2018, el presidente electo López Obrador recibió a dirigentes de la Coordinadora en la casa de transición. Por esos días haría lo mismo con las dos facciones que se disputan la dirección de Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (una encabezada por Elba Esther Gordillo y la otra por Alfonso Cepeda).

La nota, claro, fue que recibiera primero a la Coordinadora.

El mixteco Eloy López, secretario general de la Sección 22, me hizo llegar la foto que les tomaron en la casa de la colonia Roma, que no fue difundida por el equipo del presidente electo. López Obrador aparece flanqueado por el oaxaqueño y por Pedro Gómez Bámaca, el líder que lo consideraba un candidato más de “la oligarquía”.

Fue la primera de muchas reuniones (14, contando la efectuada en septiembre de 2020, tras una larga pausa por la pandemia) de la CNTE con el presidente.

López Obrador cumplió su promesa de campaña. En abril de 2019 la reforma de Aurelio Nuño fue cancelada. En la Cámara de Diputados condujo el proceso Mario Delgado, quien, como senador en la bancada perredista, había votado a favor de la reforma de Peña y Nuño.

Quizá la reunión más significativa fue la del 27 de mayo, ya en Palacio Nacional.

“La verdad sí vi a muchos compañeros como niños que, con mochila nueva, van a visitar un museo. Bueno, la verdad es que la CNTE nunca había entrado al Palacio Nacional”, recuerda Pedro Hernández, secretario general de la Sección 9 Democrática (Ciudad de México).

El presidente López Obrador compartió en redes sociales un video donde aparece en uno de los patios del Palacio Nacional, rodeado de 50 dirigentes de la Coordinadora que levantan los puños al grito de: “¡Ya cayó, ya cayó, la reforma ya cayó!”.

Siguieron largos meses de jaloneos a causa de las leyes secundarias.

La CNTE calificó de gatopardismo muchos de los cambios contenidos en la nueva reforma, pero no impulsó una movilización nacional para oponerse. Su estrategia de movilización-negociación resintió la aparición de un nuevo ingrediente: la interlocución directa con el poder, además de que varias de sus demandas comenzaron a ser atendidas, sobre todo la reinstalación de docentes que habían sido cesados por oponerse a la reforma peñista.

Solamente la Sección 22 (Oaxaca) se movilizó en la Ciudad de México y cercó durante algunos días la Cámara de Diputados.

Desbocado, el entonces presidente de ese órgano legislativo, Porfirio Muñoz Ledo, no se explicaba por qué la actuación de la Coordinadora. “¿Por qué cierran? Ustedes tienen 40 diputados. Ya los quisiera la CTM para un día de fiesta”, dijo a los maestros que bloqueaban un acceso, el 12 de septiembre de 2019.

Muchos medios hablaban entonces de una “bancada de la CNTE”, lo que sólo revela desconocimiento de los usos y costumbres de la Coordinadora, que le han permitido surcar siete sexenios con la fórmula de respetar los ciclos que marcan los tiempos políticos de cada entidad.

La CNTE nació en Chiapas, en 1979, armada de dos banderas: aumento salarial y democracia sindical. La primera abarcaba también las condiciones laborales del magisterio y continúa siendo el motor de las batallas gremiales en los últimos años.

La segunda, la lucha por la democratización de su sindicato nacional, se fue desdibujando en parte por el efecto corruptor —disfrazado muchas veces de democracia en pequeñas dosis— de la gestión de Elba Esther Gordillo y los suyos; y en parte porque sus contingentes más consolidados se atrincheraron en sus secciones y reprodujeron muchos de los vicios clásicos del charrismo sindical. Incluso la consigna “democracia sindical” es poco escuchada en las marchas y plantones de los maestros.

La arrogancia de Aurelio Nuño convirtió la reforma educativa en una guerra contra el magisterio. Paradójicamente, se tradujo en un fortalecimiento de la Coordinadora. “A mí sólo me faltó visitar tres estados de la República”, dice Pedro Hernández quien, como otros dirigentes, recorrió el país recogiendo el descontento magisterial de base.

La reforma peñista, que no aterrizó más que en su punto más polémico —la evaluación punitiva—, dejó también una gran cantidad de pendientes cuya solución ha sido lenta y tortuosa.

Cuando fue secretario de Educación, Ernesto Zedillo confesó a líderes de la CNTE, en su despacho de la calle de Argentina: “No sé qué pasa con mis instrucciones una vez que atraviesan esa puerta”.

Algo similar ha ocurrido en tiempos de la 4T: “La CNTE habla con el presidente y luego las cosas se atoran en la SEP o en los estados”, resume Pedro Hernández.

Pese al espacio concedido a la CNTE, cuyos dirigentes nunca habían sido recibidos en público por un presidente de la República, en las negociaciones del nuevo marco legal fue más relevante el papel de la representación formal de los maestros, es decir, el Comité Ejecutivo Nacional del SNTE, encabezado por el coahuilense Alfonso Cepeda.

En medio de una disputa feroz con el grupo de Elba Esther Gordillo —ahora aliada de la 4T y antigua amiga del secretario Esteban Moctezuma—, Cepeda logró un acercamiento con el nuevo gobierno. Atrás quedó el fragor electoral en el que el SNTE, por insistencia de Nuño, coordinador de la campaña de José Antonio Meade, llenó la Arena México para ofrecer el voto de los maestros.

“Aprendieron muy bien lo que les enseñó Elba Esther y en un acto camaleónico ya llegaron al extremo de declararse ‘soldados intelectuales’ de la 4T”, aseveró Hernández.

En efecto, con el pretexto de conmemorar su 75 aniversario, el SNTE llenó el Zócalo de la Ciudad de México en respaldo a la 4T y ha sido la única organización de relevancia nacional que ha salido en defensa de López Obrador en distintas coyunturas.

En el Zócalo, el orador por el lado del gobierno fue Héctor Garza González, administrador de la Secretaría de Educación Pública (SEP), quien, olvidando el respaldo del gremio al PRI vía el Partido Nueva Alianza en la contienda de 2018, dijo: “Nuestras raíces son las mismas que las del magisterio progresista. La alianza ha sido permanente”.

El Instituto Nacional Electoral (INE) bateó a dos agrupaciones vinculadas al SNTE que buscaban registro como partidos políticos: las Redes Sociales Progresistas, de Elba Esther Gordillo, y el Grupo Social Promotor de México, heredero de Nueva Alianza, que perdió el registro en 2018.

De no pasar la aduana del tribunal electoral, ambos grupos perderán una suerte de válvula de escape y volverán a la disputa de la dirección (y sobre todos los negocios vinculados) del SNTE. Esa disputa podría crear una ventana de oportunidad para que la Coordinadora retomase su bandera de democracia sindical, aunque Alfonso Cepeda insiste en que él se va, porque así lo marcan los estatutos, el año que culmina el mandato de López Obrador.

El cierre de escuelas por la pandemia y la austeridad que afecta programas del sector educativo que se creían esenciales se suma a los pendientes de la Coordinadora, entre los que figuran el desastre heredado en el Fondo de Aportaciones a la Nómina Educativa (una mina de oro para funcionarios y líderes de los estados) y la homologación salarial planteada por el jefe del Ejecutivo.

Las movilizaciones estatales continuarán, sobre todo en las entidades donde la CNTE es mayoría. Pero las puertas abiertas del Palacio Nacional plantearon la interrogante de si la Coordinadora volverá a las calles de manera unificada.

En todo caso, como ha escrito Luis Hernández Navarro: la CNTE “cumple 40 años de vida más fuerte que nunca, pero, al mismo tiempo, tiene dificultades internas, que pueden resumirse en la frase: contra el PRI (y contra el PAN) se luchaba mejor”.

Cuando nadie se acordaba de Chiapas

A la luz de los datos, y de la mirada en el terreno, resulta difícil entender por qué la profunda desigualdad no aparece el centro de la deliberación pública ni de las políticas. Siendo uno de nuestros mayores males, ¿por qué no ha avivado movilizaciones y protestas masivas en México?

A contrapelo de lo ocurrido en otras latitudes, aquí no han surgido movimientos sociales directamente enfocados contra los impactos socioeconómicos y políticos de la crisis del capitalismo, las políticas neoliberales y la democracia liberal (por ejemplo, los llamados “indignados” y el Movimiento M-15, en España; Occupy Wall Street, en Estados Unidos; el Colegio de Profesores y la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios, ambos de Chile, y en general de organizaciones sociales aglutinadas alrededor del Foro Social Mundial).

Entre 2006 y 2017 hubo protestas multitudinarias, aunque relativamente efímeras, que giraron en torno a los problemas de inseguridad, de violencia y de rechazo a la clase política. Tales son los casos del Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad, #YoSoy132 y la lucha que desató la desaparición de los 43 estudiantes de la Normal Rural de Ayotzinapa, y no muchos más.

Desde el 1 de diciembre de 2018, inicio formal de la 4T, se han multiplicado protestas de muy diversa índole, sin tener el alcance de las antes mencionadas, pero siempre con una agenda que tiene que ver con la inseguridad y los saldos de la “guerra contra el narcotráfico” o temas puntuales.

Las protestas de familiares de desaparecidos y de pobladores desplazados por la violencia han sido dispersas y no han encontrado eco en Palacio Nacional, con la notable excepción del caso Ayotzinapa.

Los padres de los muchachos desaparecidos se han reunido varias veces con el presidente y, en la víspera del sexto aniversario del crimen de Iguala, el abogado de las familias, Vidulfo Rosales, admitía que había un 70 por ciento de avance en la investigación emprendida luego de que se puso fin a la llamada “verdad histórica”.

Algunas otras herencias de injusticia, como el Caso de la Guardería ABC y el de los mineros de Pasta de Conchos, han sido también atendidos por la Presidencia de la República, lo que no ha ocurrido con la constelación de colectivos de familiares de desaparecidos y mucho menos con el creciente movimiento feminista, avivado por la imparable violencia de género.

La marcha convocada por Javier Sicilia en 2019, de la mano de la familia LeBarón, no fue ni la sombra del movimiento que el poeta encabezó en el mandato de Felipe Calderón.

En ese periodo hubo un fuerte movimiento contra la militarización en Ciudad Juárez, una de las ciudades más castigadas por la “guerra contra el narcotráfico”.

“A nosotros la 4T nos hizo garras, nos desmovilizó completamente, por un lado porque generó expectativas de que muchas demandas históricas serían atendidas, y por otro porque un sector de nuestros compañeros se enganchó en lo electoral”, me dijo a mediados de agosto una activista de esa ciudad.

Descontado el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), que rompió cualquier posibilidad de acercamiento con el obradorismo desde 2006, la izquierda social es un archipiélago de causas, resistencias y formas de lucha muy diversas, presente en luchas agrarias, laborales, de defensa del medio ambiente o los derechos humanos que tienen sus propios ciclos.

VIAJÉ a Villahermosa en 1992 para entrevistar a López Obrador. Unos meses atrás había concluido el Éxodo por la Democracia, la movilización que lo llevó a la Ciudad de México, en una caminata de mil kilómetros, en busca de limpiar los comicios municipales de su estado.

“Lo que hicimos fue retomar una forma de lucha pacífica, una forma de movilización ciudadana pacífica que tiene eficacia política”, decía entonces.

A principios de 1996, el ahora presidente encabezó bloqueos a pozos petroleros en su natal Tabasco. Hubo garrote y cárcel para 106 de sus seguidores. En el cierre de ese episodio, el 15 de febrero de ese año y luego de hablar con sus partidarios tras las rejas, López Obrador hacía este balance: “Guardadas las distancias, nadie se acordaba de Chiapas hasta que aparecieron los zapatistas; igual nadie recordaba los daños que Pemex ha causado en Tabasco hasta que iniciamos este movimiento pacífico”.

Vuelvo, para concluir, al espejo brasileño y las palabras de João Pedro Stédile con respecto a Lula: “Cuando nos damos cuenta de la naturaleza de su gobierno, aparte de su carisma popular, pudimos ubicar y ajustar nuestra táctica. ¿Qué pasa hoy? Que los movimientos sociales que simplemente se adhirieron y pasaron a defender al gobierno ciegamente tampoco tienen respaldo en el pueblo, porque luego la gente dice: ‘Ah, esos son charros, esos son gobiernistas’. Y tampoco crecieron los que se pasaron a la oposición, aunque con buenas ideas. Porque el pueblo les dice: ‘¿Cómo vamos a oponernos al gobierno de Lula si el de Fernando Henrique [Cardoso] nos sacó todo, sólo nos creó problemas, y por lo menos con Lula algunos problemas fueron resueltos?’. La situación es compleja, pero nosotros intentamos seguir ahí en el hilo, para acumular fuerzas”.




Los “monstruos” del cambio de régimen

Por ÁLVARO DELGADO

“PENSÉ que iba a ser más difícil”, me confió Andrés Manuel López Obrador en su oficina del Palacio del Ayuntamiento, en 2001, en una charla informal sobre el arranque de su administración. Había cumplido su primer año como jefe de Gobierno y compartía, relajado, que esa relativa comodidad sólo tenía una explicación: “La gente es de primera”.

Exactamente dos décadas después, ya como presidente de México, tras su tercer intento, lo que transmitía era impotencia para hacer caminar al gobierno, un elefante reumático, y para materializar el cambio de régimen que, según él, se consolidaría en 2020 de manera irreversible.

“Aún estamos en un proceso de transición. Todavía lo viejo no acaba de morir y lo nuevo no termina de nacer”, justificó el 1 de diciembre de 2019, justo a un año de su toma de posesión, ante un Zócalo colmado de seguidores.

No citó López Obrador al intelectual italiano Antonio Gramsci, cuya frase, completa, se lee en los Cuadernos de la cárcel: “El viejo mundo se muere; el nuevo tarda en aparecer. Y en este claroscuro surgen los monstruos”.

En efecto, en el México de la alternancia por la izquierda, en el interregno entre lo viejo y lo nuevo, han aparecido “los monstruos” o, según otra traducción de Gramsci, “los fenómenos morbosos más variados”, algunos previsibles, como la crisis económica y de seguridad, y otros impredecibles, como la devastadora pandemia de COVID-19.

Si al cumplir su primer año de gobierno López Obrador ya afrontaba complejidades para materializar su oferta de Cuarta Transformación, un ambicioso proyecto histórico sólo comparable a la Independencia, la Reforma y la Revolución, hacia su segundo año de gestión el escenario ha sido aún más complicado.

López Obrador conmemoró los dos años de su triunfo, el 1 de julio de 2020, con cifras de violencia inéditas en medio de la pandemia: ese mes se cometieron 2 mil 519 homicidios dolosos en el país, un promedio de 81 diarios; fue el mes más violento desde que tomó posesión.

Los números económicos también fueron de pesadilla: el PIB se derrumbó a –18.9% en el segundo trimestre que, pese a la leve recuperación que inició en junio, perfilaba una caída anual de casi 10%.

Y los fallecidos como consecuencia de la enfermedad de COVID-19 se aproximaban, al iniciar septiembre, a los 70 mil, pese al amplio margen en la infraestructura hospitalaria para dar atención a pacientes.

A tan ominoso panorama y una oposición partidaria y mediática cada vez más hostil, que amenazaba —amenaza cada vez más— el futuro del proyecto lopezobradorista, debió corresponder una ofensiva contra la corrupción que encontró en Emilio Lozoya, el ex director general de Pemex, al personaje que detonó una bomba política y mediática que ha cimbrado a la élite que fue derrotada en 2018.

La contraofensiva de los acusados, vía el periodista Carlos Loret de Mola, tocó el nervio familiar del presidente de la República: Pío López Obrador fue exhibido recibiendo dinero en bolsas de papel de estraza de manos de David León —el mismo que lo grabó—, cuya carrera para el magno cargo de encargado de la distribución de medicinas en el país se descarriló.

Así, con adversidades inéditas para el gobierno de López Obrador, aunque también con las estructuras de poder a su favor —nada menos que mayoría constitucional—, inició, en septiembre, el proceso electoral más grande en la historia de México, que culminará con la elección del 5 de junio de 2021, fecha clave para la viabilidad del proyecto de la Cuarta Transformación.

¿Cómo llega López Obrador al inicio del proceso electoral de medio sexenio, que será una evaluación a su gobierno? Muy fuerte. No tan vigoroso como en febrero y marzo de 2019, cuando su aprobación estaba arriba de 80%, pero casi 60% es muy bueno para él —y para Morena— en medio de todas las adversidades de la pandemia.

En nueve meses, desde el inicio del proceso electoral hasta la jornada electoral del 5 de junio, cambian muchas cosas, pero se va perfilando el desenlace, aun con imponderables que proliferan en la disputa por el poder.

La relevancia del proceso electoral en curso no es sólo por el tamaño de la elección —un total de 3 mil 505 cargos, entre ellos los 500 diputados y 15 gobernadores—, sino por el control de la Cámara de Diputados, clave para aprobar los presupuestos que requieren las obras prioritarias de López Obrador, y por el poder territorial que dan los gobiernos estatales, 15 en juego.

En buena medida, el 2024 se juega en la elección del 5 de junio de 2021 y no es sólo la Presidencia de la República y el control del Congreso, sino el proyecto de país para la siguiente generación, un proyecto de al menos tres sexenios.

Uno de los políticos más experimentados de México, Porfirio Muñoz Ledo, advertía hacia la mitad del primer año de gobierno de López Obrador que desmontar el viejo régimen no resulta sencillo. “Este es el primer intento serio de reformar el régimen político; Vicente Fox y Felipe Calderón no lo hicieron”, me dijo en julio de 2019. Pero aclaró en seguida: “Desmontar un régimen es muy complicado”.

A principios de 2020, en febrero, volví a hablar con Muñoz Ledo. Sostenía que, con la victoria de López Obrador, se iniciaba un nuevo ciclo para México por dos razones: “Porque la inflexión ideológica es muy fuerte y, sobre todo, porque es la primera elección en la historia de México en la que no hay ninguna duda sobre que hubo comicios limpios, legales y claramente mayoritarios”.

—¿Se puede hablar ya de un cambio de régimen?

—En ese sentido estaríamos hablando de un cambio de régimen. Es cuando menos un cambio de ciclo, un cambio de periodo y muy probablemente un cambio de régimen, que es lo que estaríamos esperando los que creemos en eso.

Y es que el régimen político mexicano neoliberal se terminó de derrumbar en la elección de 2018 y, con él, se hizo pedazos también el sistema de partidos, ese viejo acuerdo que hizo posible el cogobierno PRI-PAN que duró tres décadas, desde 1988; un ciclo al que, en su ocaso —con el Pacto por México de Enrique Peña Nieto, en 2012—, se sumó un sector de la izquierda atrincherada en el Partido de la Revolución Democrática (PRD).

Después de este colapso, que sí marca el fin de un ciclo histórico en México —con el poder de Carlos Salinas desde el sexenio de Miguel de la Madrid—, lo que está en disputa es la construcción de un nuevo régimen político y un nuevo sistema de partidos que, con reformas legales e institucionales, conduzca eficazmente la disputa por el poder y la representación popular.

No ha sido esa la prioridad de López Obrador, entre otras razones porque el desprestigio y la debilidad de las fuerzas opositoras, que se corrompieron hasta la médula, impiden que se materialice un contrapeso opositor.

Fue López Obrador protagonista del más reciente arreglo institucional de gran calado con la reforma política de 1996, cuando presidió el PRD y avaló los acuerdos de su antecesor, justamente Muñoz Ledo, que integró por consenso el Instituto Federal Electoral (IFE) —hoy Instituto Nacional Electoral (INE)—, instauró una onerosa fórmula de financiamiento y un modelo de comunicación, todo lo cual se fue descomponiendo.

Aun así, en la elección de julio de 2018 se perfiló una nueva hegemonía en México, con Morena al frente de una coalición que, como no sucedía en un cuarto de siglo —desde 1994—, obtuvo la mayoría para aprobar leyes: en las dos cámaras del Congreso federal y en 19 de las legislaturas estatales, además del apabullante triunfo de López Obrador con el 53% de los votos.

Para las reformas constitucionales, la coalición encabezada por López Obrador tuvo que negociar a fin de, por ejemplo, crear la Guardia Nacional y designar a Alejandro Gertz Manero como fiscal general —en ambos casos por unanimidad—, así como modificar el artículo 4 de la Constitución, que eleva a rango constitucional programas sociales en favor de diversos grupos vulnerables de la población e instaura un sistema nacional de salud para el bienestar, destinado a personas que no cuentan con acceso a la seguridad social.

Esta reforma, semejante a la que heredó en la capital de la República como jefe de Gobierno, era uno de los principales objetivos de López Obrador y fue aprobada el 10 de marzo de 2020, justo un día antes de que la Organización Mundial de la Salud (OMS) decretara el inicio de la pandemia por COVID-19.

De no haberse aprobado en esa fecha, con el voto en contra de los diputados del Partido Acción Nacional (PAN), estaría hasta ahora truncada, después de que, el 24 de ese mes, se declaró la fase 2 de la pandemia, en lo que es uno de los cambios más difíciles de revertir.

Es la materialización del Estado de bienestar que ha propuesto López Obrador desde que, hace tres décadas, rompió con el PRI neoliberal y que es herencia de su sexenio.

“Estoy seguro de que cuando cumplamos dos años de gobierno los conservadores ya no podrán revertir los cambios o, para no ser tan tajante, tendrían que esforzarse muchísimo y pasar mucha vergüenza para retroceder a los tiempos aciagos de la corrupción, de los contratos leoninos, de la condonación de impuestos, de los fraudes electorales, del abandono a los jóvenes, del racismo, del desprecio a los pobres y del ‘mátalos en caliente’. Pero lo que más deseo con toda mi alma es que para entonces vivamos en una sociedad mejor”.

Oposición entrampada

Son estas justamente las prioridades de López Obrador ante sus adversarios, esperanzados en vencerlo con los cadáveres de la pandemia y la violencia, así como con los efectos devastadores en la economía en el bolsillo de los mexicanos.

Si el hambre no da votos al partido que gobierna, la ruta propagandística de la oposición es esa.

Pero, salvo las biliosas críticas a las malas cuentas en materia económica, de seguridad y de salud del gobierno federal, así como las conductas autoritarias de López Obrador —a menudo confundidas con el ejercicio de sus facultades presidenciales—, los partidos de oposición no han sido capaces de articular una narrativa que entusiasme a los electores o que convenza a la sociedad de que el proyecto de la Cuarta Transformación ya fracasó, como lo han dicho el PAN, el PRD y Felipe Calderón hasta el cansancio, a juzgar por las encuestas previas al inicio del proceso electoral 2021.

A los siete partidos políticos con registro se sumarán otros cinco con registro condicionado, afines y contrarios a la coalición gobernante que encabeza Morena y que sólo pueden crecer a costa de los existentes en una elección intermedia que, como es tradicional, registra alto abstencionismo y en la que el resultado depende de la capacidad de convocatoria y movilización de cada fuerza.

La última vez que un partido en el gobierno obtuvo, por sí mismo, la mayoría en la Cámara de Diputados en la elección intermedia fue en 1991, en el sexenio de Salinas de Gortari (PRI), que operó sin límite, porque en 1997, con Ernesto Zedillo (PRI), la perdió por primera vez en su historia, a consecuencia del colapso financiero de 1994, lo que perfiló la alternancia en la Presidencia de la República con Vicente Fox, en 2000.

No obstante, con Fox el PAN tampoco logró, en la elección de 2003, conquistar la mayoría parlamentaria en la Cámara de Diputados, ni Felipe Calderón, en 2009, precisamente en un contexto como el actual, con una crisis de violencia por la “guerra” que declaró, el desplome de la economía de –6.5% del PIB y la pandemia del virus de la influenza AH1N1.

El PRI de Enrique Peña Nieto, en 2015, no logró obtener la mayoría en la Cámara de Diputados por sí mismo, pero sí con sus aliados del Partido Verde Ecologista de México (PVEM) y Nueva Alianza, pese a que ya estaba en curso el declive de ese gobierno con el escándalo de la “Casa Blanca” entregada por su contratista favorito y la desaparición de los 43 normalistas de Ayotzinapa.

Tres décadas después de que un solo partido obtuvo la mayoría en la Cámara de Diputados, Morena se propone conseguir esa hazaña.

No se ve cómo… Si antes de la pandemia las encuestas observaban un declive mayor al de López Obrador, su principal activo, los efectos de la misma se tradujeron en un menor aprecio, con un elemento adicional en la reputación de ese partido: su afición al conflicto interno.

Aún no pasaba la euforia del triunfo de 2018, cuando se activaron las hostilidades entre las facciones dominantes de Morena, con la secretaria general en funciones de presidenta, Yeidckol Polevnsky, como protagonista clave.

A lo largo de los meses, los grupos en el Comité Nacional, en el Congreso Nacional y en la Comisión de Honor y Justicia Partidaria fueron capaces de muy poco, hasta de concretar su promesa de devolver la mitad de su millonario presupuesto.

El inicio del proceso electoral, la primera semana de septiembre de 2020, tomó al partido en el gobierno en medio de una peculiar campaña para la elección de presidente y secretario general mediante una encuesta organizada por el INE para dar cumplimiento a la sentencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF).

La obstinación por el pleito y la ineptitud para hacer política puso en manos ajenas una decisión propia de compañeros que se supone comparten un mismo proyecto, un comportamiento peor que el del PRD. Los perredistas lograron, al menos, ponerse de acuerdo para elegir sin sobresaltos a Jesús Zambrano como su presidente.

Y ya con nuevos dirigentes, en funciones desde octubre, Morena entró, a las carreras, a las elecciones locales de Coahuila e Hidalgo, preparatorias al proceso electoral federal, con la conflictiva tarea de definir miles de candidaturas.

Aun así, el día del Segundo Informe de Gobierno de López Obrador, de acuerdo con la encuesta del diario Reforma publicada el martes 1 de septiembre, Morena registró una preferencia de 43%, mientras que el PRI se ubicó en el segundo sitio con 21% y el PAN en el tercero con 20%.

Es decir, Morena arrancó el proceso electoral con una ventaja de dos a uno sobre sus principales competidores, aunque con un declive de 14 puntos, según esa misma encuesta, que comenzó en marzo de 2019.

El mismo martes 1 de septiembre, el diario El Universal publicó una encuesta de la firma Buendía y Laredo, la cual recogió una aprobación de López Obrador de 59% y, aunque no midió preferencias por partidos políticos para la Cámara de Diputados, la afinidad partidaria arrojó datos interesantes.

La encuesta mostró que Morena era el partido que, a esa fecha, contaba con el mayor número de personas que se identificaban con él (22%), seguido de lejos por el PRI y el PAN.

Sin embargo, el alto número de independientes (49%) presagiaba que la intención de voto mostrará un alto grado de volatilidad en los meses venideros, sobre todo una vez que se conozcan los candidatos para elecciones locales (gobernador y alcalde) y para el Poder Legislativo federal.

Asimismo, las proyecciones de prácticamente todas las encuestas perfilan que, a nueve meses de la elección, Morena vencería en al menos en 10 de las 15 gubernaturas, con cuatro cerradas —Nuevo León, Chihuahua, Sinaloa y Sonora— y una sola para el PAN, Querétaro.

De modo que, a pesar de sus conflictos internos y a la disminución de la aprobación presidencial, Morena arrancó el proceso electoral con una ventaja prácticamente de dos a uno sobre sus rivales.

A favor de Morena gravita, además de la fortaleza presidencial, la incapacidad de los partidos de oposición de armar un frente para confrontarlo junto con sus aliados del Partido del Trabajo (PT) y del PVEM.

Primero, porque el PAN, como principal fuerza opositora, pretende liderar a la oposición con el PRD, que arrastra un desprestigio creciente y una debilidad estructural extrema, y porque Movimiento Ciudadano (MC) decidió ir a la elección solo para medir su fuerza con el liderazgo de Enrique Alfaro, su carta para 2024.

Segundo, porque en la elección intermedia de 2021 habrá nuevos partidos, de oposición y aliados de López Obrador, que en el caso de los primeros sólo dispersará a la oposición, menguando sus respectivas fuerzas.

México Libre, el partido de Felipe Calderón, pretende no sólo irrumpir en el escenario de 2021 para lograr el registro definitivo con el 3% mínimo que exige la ley y obtener una bancada en la Cámara de Diputados, así sea sólo con plurinominales, sino asumirse como el auténtico opositor a López Obrador. (Al cierre de este libro, estaba pendiente el fallo del TEPJF sobre su registro.)

Es claro que el proyecto de Calderón es impulsar otra vez la candidatura presidencial de su esposa, Margarita Zavala, en 2024, y asumirse como articulador de un frente contra López Obrador.

Calderón no la tiene sencilla: el PAN no está dispuesto a devolverle el poder después de que se lo arrebató en ese partido, lo que implicó su salida; además, México Libre sólo puede crecer a costa del PAN por enfocarse al mismo mercado electoral e ideológico.

Calderón arrastra con el estigma de una trayectoria de fraude: hizo trampa para ganar la candidatura presidencial del PAN en 2005, cometió fraude en la elección de 2006, engañó con firmas falsas y oscuro financiamiento para la candidatura de Margarita Zavala en 2018 y cometió estafa con dinero sucio para crear México Libre.

El INE identificó las nuevas trampas a las que Calderón y su esposa recurrieron para conformar el partido político con el que traman volver al poder y les impuso una multa de casi tres millones de pesos, la más alta —casi la mitad del total— de las que se aplicaron a las organizaciones sancionadas.

En vez de aclarar las trampas, Calderón optó por la misma estrategia ante Genaro García Luna, su testaferro preso en Estados Unidos, acusado de narcotraficante: denunció una “presión indebida e ilegal” desde el gobierno a los consejeros del INE para negarle el registro.

Nada dijo Calderón de recibir aportaciones por parte de personas no identificadas por un millón 241 mil 687 pesos, entre otras trampas, tal como lo identificó la Unidad Técnica de Fiscalización del INE. Además del estigma del fraude, también arrastra el de la impunidad.

Por su parte, el PRI, con el estigma de la corrupción tan añeja como Carlos Salinas y tan fresca como Peña Nieto, tiene como prioridad no desaparecer, lo mismo respaldando al gobierno que planeando alianzas con el PAN y el PRD.

La elección de Jesús Zambrano como presidente del PRD muestra que existe un propósito unitario de oposición, pero al mismo tiempo exhibe sus alcances y límites: uno de los principales negociadores del Pacto por México con Peña Nieto sólo puede ofrecer eso mismo que repudió la sociedad en 2018.

Al inicio del proceso electoral, desde el PAN la estrategia era ir solos como principal partido de oposición donde tiene fuerza y aliarse con el PRD y el PRI donde estos tienen presencia, pero sobre todo evitar que el priismo pueda aliarse con Morena, así sea de facto.

El PAN apostaba a obtener 100 diputados, otros 100 del PRI y buscar la mayoría con otras fuerzas, aun con el partido de Calderón si obtiene el registro y cuya votación que obtenga, lo reconoce su dirigencia, sólo puede provenir del panismo.

Así, no obstante la disminución del aprecio popular a López Obrador y su proyecto, la oposición está dispersa y desprestigiada por su connivencia con Peña Nieto, incluido Calderón. Hay un “pluralismo atomizado”, dirían los estudiosos.

Y sobre esta oposición ha lanzado López Obrador un cerco político con la amenaza de enjuiciar a los ex presidentes Salinas, Zedillo, Fox, Calderón y Peña Nieto por actos de corrupción durante sus respetivos mandatos, siempre y cuando una consulta popular así lo decida.

Más que acto de justicia, la consulta popular es una coartada de López Obrador para lavarse las manos en caso de que proceda y, sobre todo, un acto electoral para hacer de la corrupción el jefe de las campañas en 2021, un terreno en el que ya tampoco sale limpio por el video en el que su hermano Pío recibe dinero de David León, operador del ex gobernador Manuel Velasco, el jefe del PVEM.

La oposición buscará sacar el mayor provecho de estos y otros videos que eventualmente incriminarán a López Obrador y a Morena, así como a gobernadores, alcaldes y legisladores —los costos del pragmatismo—, pero los casos de Emilio Lozoya y de Genaro García Luna en Estados Unidos seguirán fortaleciendo el proyecto presidencial de combatir la corrupción de la élite.

La élite vencida ansía el pasado

Como en toda elección, más en una por el rumbo del país, no sólo compiten los partidos y los candidatos, sino los intereses económicos, mediáticos, religiosos y criminales, así como los grupos de interés y los cacicazgos culturales.

Prácticamente todos los medios de comunicación se han ido adaptando al severo recorte en los gastos de comunicación social del gobierno de López Obrador, quien prometió que sería a la mitad de los 60 mil millones de pesos que Peña gastó en su sexenio, 10 mil millones anuales.

En realidad, el gasto en la materia ha sido drásticamente menor: un total de 3 mil 245 millones de pesos en 2019, menos de los 5 mil millones de pesos proyectados.

Si bien es una cantidad menor a la de Peña y aun a la de Calderón —que gastó 40 mil millones de pesos en su sexenio—, el recorte presupuestario en publicidad oficial ha generado la furia de un sector de los medios y los periodistas, que se enriquecieron en los sexenios previos.

Y se la están cobrando a López Obrador, a veces difundiendo asuntos de interés público, con base en información, pero sobre todo en el ámbito de la opinión, a menudo desprovista de discernimiento y rigor.

López Obrador no era, claramente, el candidato que el periodismo tradicional quería en la Presidencia de la República, no sólo en 2018, sino desde 2006.

Tampoco lo era de la élite intelectual de México, en particular la que representan las revistas Nexos y Letras Libres, que han influido y tomado parte en la disputa partidaria por la nación, notablemente en la era de la transición y de las alternancias.

En 2006, el alineamiento contra López Obrador y a favor de Calderón fue manifiesto, lo mismo por Peña en 2012 y claramente con Ricardo Anaya en 2018, pero hasta la convocatoria abierta a la oposición para unirse y regresar al pasado, en julio, los personajes de cierta intelectualidad no se habían atrevido a tanto.

Lo hicieron: publicaron en el diario Reforma, el 15 de julio, un desplegado titulado “Contra la deriva autoritaria y por la defensa de la democracia”, en el que aseguraron que, a 20 meses del inicio del gobierno de López Obrador, se vive un clima de “asfixia del pluralismo de la representación en aras de someter al Poder Legislativo a los dictados del Ejecutivo”.

Según este grupo de escritores y políticos, que por décadas han colonizado los espacios de opinión de los medios, López Obrador ha ido concentrando el poder del gobierno en detrimento de los demás poderes del Estado y de las entidades de la Federación.

“Al hacerlo ha destruido o deteriorado la administración pública y las instituciones constitucionales. Invocando una supuesta cuarta transformación, menoscaba las capacidades del gobierno, toma decisiones unipersonales, polariza a la sociedad en bandos artificiales, desacredita la autoridad de los órganos especializados como el INE y ataca toda forma de expresión que no se identifique con su visión política”.

Y entonces llamaron a “corregir el rumbo y recuperar el pluralismo político y el equilibrio de poderes que caracterizan a la democracia constitucional”.

¿Cómo hacerlo? “La única manera de lograrlo es mediante una amplia alianza ciudadana que, junto con los partidos de oposición, construya un bloque que, a través del voto popular, reestablezca el verdadero rostro de la pluralidad ciudadana en las elecciones parlamentarias de 2021. Es necesario que esta alianza obtenga la mayoría para asegurar que la Cámara de Diputados recobre su papel como contrapeso constitucional al Poder Ejecutivo y obligar al gobierno a respetar la pluralidad democrática”.

Es decir, “un bloque” electoral de PRI, PAN, PRD, MC, PVEM, todos los partidos de oposición a López Obrador, en las elecciones de 2021.

Pero el planteamiento del “bloque” electoral opositor no resistió ni el debate: después de que López Obrador respondió que es legítima la oposición a su gobierno, los contradijo y hasta se pitorreó —“bendito coraje”—; ninguno de los 20 firmantes defendió la vigencia del proyecto, al menos no públicamente.

“Quizá lo único que pueda reprocharse a tan famosos personajes es su falta de honestidad política e intelectual, manifestada en el mismo contenido de su proclama”, enjuició López Obrador.

“Bastaría con preguntarles: ¿cómo contribuyeron a ‘los avances democráticos… para salir de un sistema autoritario y establecer la democracia’, si casi todos ellos defendieron o guardaron silencio cómplice ante los fraudes electorales de la historia reciente del país?”

Punzante, el presidente de la República consideró de “pena ajena” el argumento de que buscan construir un “bloque” electoral en las elecciones de 2021 para obtener la mayoría y “asegurar que la Cámara de Diputados recobre su papel como contrapeso constitucional” al Poder Ejecutivo.

“¿Qué, acaso no se han enterado que está por llegar, extraditado de España, Emilio Lozoya, ex director de Pemex, quien al parecer presentará pruebas y explicará cómo se lograba el ‘contrapeso’ que pretenden ‘recobrar’ los abajofirmantes? En fin, en 2021 el pueblo decidirá libremente sobre su destino. Y de verdad no creo que la mayoría apoye el regreso al país de la corrupción, de los potentados, de los intelectuales orgánicos, de los privilegios, de la hipocresía, de la marginación, del clasismo y del racismo”.

Y rubricó: “No cabe duda que vivimos tiempos interesantes. Sea por interés o por puro coraje, los conservadores que fingían ser liberales por fin se están quitando la máscara”.

No falta quien se escandalice e incluso se espante ante el tono ríspido y hasta lépero que predomina en la discusión pública, en los medios de comunicación y en particular en las redes sociales. La democracia es ruidosa y apenas estamos acostumbrándonos.

Lo fundamental es que prevalezca la vigencia de las leyes y que quienes las violen reciban sanción, sobre todo los servidores públicos de todos los niveles.

El fraude electoral ya es delito grave y qué bueno: los que adulteren la voluntad popular, en particular desde el poder público, deben ir a la cárcel. En la elección de 2021 ya se verá si los mapaches gozan aún de impunidad.

No será pronto, sino hasta las campañas, pero al presidente de la República van a tener que ponerlo en orden los responsables de organizar y conducir el proceso electoral: el INE y el TEPJF.

López Obrador ganó una batalla: el INE ordenó cancelar la difusión de las conferencias de prensa mañaneras en el periodo de campaña en las elecciones locales de Coahuila e Hidalgo, pero el TEPJF revirtió la decisión del órgano electoral y eso garantiza que en la elección federal de 2021 mantendrá ese eficaz mecanismo de comunicación presidencial.

Por lo pronto, las elecciones en estos dos estados, los únicos que no han conocido la alternancia —junto con el Estado de México, Oaxaca y Campeche—, pondrán a prueba si se ha logrado poner alto a los operativos de fraude y con ello la consolidación del respeto a la voluntad popular en los procesos electorales.

Sí: el régimen político neoliberal se derrumbó, pero no está completamente muerto y el nuevo, el que prometió López Obrador, está en pleno parto, sin terminar de nacer.

Y mientras, como decía Gramsci, en el interregno aparecen los “monstruos”, “los fenómenos morbosos más variados”. Falta mucho por ver todavía.




Migración y relaciones México-Estados Unidos

Por J. JESÚS ESQUIVEL

LA POLÍTICA MIGRATORIA tradicional de México, disímbola desde su creación con la de Estados Unidos, era motivo de orgullo para los mexicanos en los foros internacionales cuando se hablaba de la defensa de los derechos humanos, de la dignidad y los valores de los migrantes.

Geográfica y racialmente la frontera entre los dos países cuenta con muchas asimetrías que emanan cuando Estados Unidos, en cumplimiento de su Constitución, aplica las leyes migratorias con un toque racista y sin respetar las garantías individuales de los afectados.

El juego al gato y el ratón entre los agentes de la Patrulla Fronteriza y los migrantes que, sin documentos legales, pretenden ingresar a Estados Unidos fue por décadas la norma y el simbolismo entre el vecino rico y el pobre. No pasaba de eso y era motivo de bromas entre los migrantes que no cejaban una y otra y otra vez en su propósito de salir de México, huyendo de la pobreza y de la falta de oportunidades laborales, aspirando a mejores oportunidades en la tierra del Tío Sam atiborrada de dólares.

En el sector agrícola, manufacturero y de servicios siguen existiendo en Estados Unidos los empleos que esperan la mano de obra barata de los migrantes mexicanos y los procedentes de otros países latinoamericanos. Estas plazas de trabajo son mal pagadas y denigrantes para la sociedad anglosajona y afroamericana, pero un gran atractivo inmejorable para migrantes que hasta arriesgan la vida para conseguirlos.

El sueño de migrar

A mediados del siglo pasado, el gobierno estadounidense, en un intento por moderar y controlar el flujo de migrantes indocumentados mexicanos y en acuerdo con el gobierno de México, creó el Programa Bracero y/o de Trabajadores Temporales. La idea original fue cubrir las plazas de empleo en los campos agrícolas y en el área de servicios que despreciaban sus ciudadanos. El tejemaneje de los programas era muy ventajoso para los empleadores. A los braceros y/o trabajadores temporales requeridos para la siembra y cosecha en campos agrícolas los patrones los tenían bajo condiciones deplorables: hacinados en casuchas y departamentos sin los servicios sanitarios necesarios y con salarios de explotación, aunque inmejorables en comparación con los de México.

Ese plan binacional migratorio funcionó en un principio. Las grandes urbes como Nueva York, Chicago, Los Ángeles, San Francisco, Houston y Dallas, entre otras, no dejaban de crecer y por ende necesitaban trabajadores documentados o indocumentados en la industria de la construcción, la restaurantera, el transporte, los servicios de limpieza y el empacado de alimentos.

La dicotomía laboral para los migrantes les dejó como último recurso la búsqueda de acogimiento a los programas de empleo temporal por lo burocrático y problemático de la aceptación a este. En decenas de miles se contaron anualmente los mexicanos que por tierra y sin documentos, o por aire con visado de turista, se fueron a Estados Unidos para trabajar y soñar con un mejor futuro.

La década de 1970 fue de una migración voraz que dejó semivacíos a cientos de pueblos en distintos estados de la República Mexicana.

Los hombres y cabezas de familia se iban como inmigrantes indocumentados a trabajar por temporadas a Estados Unidos. Ahorraban miles de dólares y regresaban año con año durante las fiestas decembrinas, escapando de la inhóspita temporada invernal de aquel país. No se quedaban en México; cuando se les acababa el dinero que habían ahorrado, la necesidad y el conocimiento que ya tenían de Estados Unidos los hacían volver. Cruzar la frontera en la década de los 70, e incluso a principios de los 80, era sencillo, con pocos riesgos y hasta divertido.

A lo largo de los 3,169 kilómetros de la frontera norte del país, los mexicanos, agazapados en la orografía de diferentes puntos limítrofes, esperaban la llegada de la noche para burlar a los agentes de la Patrulla Fronteriza y lograr la hazaña de regresar a trabajar y ganar dólares.

No había fatalismo en el sueño de migrar. Si eran detenidos por “la migra”, no pasaban de ser encerrados varias horas en centros de detención temporal colindantes con México para eventualmente ser deportados sin el menor contratiempo.

Tampoco había fichaje de los migrantes, mucho menos revisión de antecedentes penales. Si eran mexicanos, cuya prueba de nacionalidad por parte de los agentes estadounidenses consistía en pedirles cantar el himno nacional mexicano u otra banalidad regionalista, tenían garantizado el regreso seguro y expedito al país.

Cualquier migrante detenido mentía sobre su nombre verdadero. La migra no exigía la entrega de documentos oficiales para corroborar su identidad. No se le tomaban huellas dactilares ni, desde luego, los datos biométricos a los que ahora son sometidos los migrantes si se les captura como indocumentados en la frontera.

Se firmaba un documento en el que el implicado aceptaba voluntariamente ser deportado a México, rechazando la opción de presentarse ante una corte migratoria para exponer por qué deseaba estar en Estados Unidos.

Bajo este esquema de deportación o repatriación inmediata, había mexicanos a los que en una misma noche los llegaban a devolver al país hasta tres veces. No había espacio para el escepticismo porque no existía la criminalización migratoria. Tarde o temprano el objetivo se alcanzaba.

La invasión del español

El color del rostro de Estados Unidos comenzó a cambiar.

En estados como California, Texas, Arizona, Nuevo México, Illinois y Nueva York empezó a brillar un crisol racial diferente. El idioma español se escuchaba en las zonas de construcción, en las fábricas, en las cocinas de restaurantes y en la cuadrillas de afanadores y empleados de limpieza de oficinas y hospitales. Alarmado, el sector conservador estadounidense comenzó a presionar al Congreso federal y a la Casa Blanca para que los salvara de los invasores extranjeros.

Empotrado siempre en la sociedad estadounidense, el recalcitrante racismo se impuso en el lenguaje migratorio. De “espaldas mojadas” (wet backs), los migrantes mexicanos que cruzaban sin documentos el río Bravo pasaron a ser “ilegales” (illegals).

En 1984 se inició en el Capitolio de Washington el debate para dar una solución a la presencia de tanto ilegal, aquellos con el estigma de que, en el idioma jurídico y correcto, eran indocumentados. Al legislar, el Congreso federal pretendía llevar a cabo redadas nacionales para deportar masivamente a los mexicanos que ocupaban las plazas despreciadas.

Sin embargo, las necesidades laborales y el boom económico que se dio en la época de la presidencia de Ronald Reagan los hacían imprescindibles.

Estados Unidos tiene intereses, nunca amigos.

Hubo, claro, congresistas federales que pretendían legislar con las vísceras y sacar a todos los illegals de Estados Unidos. No obstante, imperó la necesidad de los intereses económicos. A fin de cuentas, hablamos de la nación emblemática y representativa del capitalismo.

El 6 de noviembre de 1986, una semanas después de que el 99 Congreso federal de Estados Unidos aprobara los trabajos legislativos correspondientes, Reagan promulgó la Ley de Reforma y Control de Inmigración Simpson-Mazzoli. La medida permitió que decenas de miles de mexicanos y migrantes de otra nacionalidad obtuvieran la tarjeta de residencia permanente (tarjeta verde, como comúnmente se le conoce), que potencialmente y en un plazo de cinco años les permitía, bajo el proceso de naturalización, conseguir la ciudadanía estadounidense.

La ley fue una bocanada de libertad para los migrantes, pero abrió un nuevo debate entre los conservadores de Estados Unidos que tildaron de amnistía indiscriminada a la decisión federal.

Esto ocurrió en la era anterior al internet, por lo que la ley no fue inmune a las irregularidades. Miles de personas que no cumplían con los requisitos para ser residentes permanentes, y que incluso nunca habían pisado Estados Unidos, viajaron a la frontera norte de México para comprar documentación apócrifa que les acreditaba un historial laboral y de residencia al otro lado del Bravo. A la gran mayoría les funcionó el fraude en la verificación de autenticidad de documentos. Era más importante la necesidad de mano de obra que el cumplimiento de la ley.

El Servicio de Inmigración y Naturalización de ese entonces no pretendía inmolarse con la Constitución política estadounidense.

El recelo natural a las acciones migratorias de Estados Unidos hacía natural que los gobiernos mexicanos cumplieran humana y cabalmente con los estatutos definidos en las leyes internacionales.

Fue México albergue y hogar de ciudadanos de diferentes países de la región, y hasta de otros continentes, que huían de la opresión de regímenes militares respaldados por Washington.

Las guerras civiles en Centroamérica de las décadas de los 70, 80 y parte de los 90 del siglo pasado orillaron al exilio a una parte importante de ciudadanos de esa región a los que hipócritamente, por los intereses de la Guerra Fría y la intervención de la Unión Soviética, el gobierno estadounidense les ofreció el auxilio de manera temporal con la condición de demostrar que eran perseguidos por acoger ideales capitalistas y occidentales propagados por Washington.

México fue pasadizo de ese flujo centroamericano que optó por llegar por tierra a la frontera sur de Estados Unidos.

Había comunión ideológica en el repudio a los regímenes militares y asesinos impuestos por intereses ajenos a Centroamérica.

Se acabó la Guerra Fría, se desvaneció la Unión Soviética y fue entonces cuando Estados Unidos comenzó a cerrarle la puerta a los centroamericanos. Deportó a miles de estos o los llevó a la frontera norte de México para que voluntariamente y con un menor costo hicieran el peregrinaje de regreso a su tierra. Muchos salvadoreños, guatemaltecos, nicaragüenses y hondureños se quedaron en México porque no sufrían persecución y se sentían en casa. La economía mexicana no era una bonanza pero sí mucho mejor que la de sus países de origen.

En la franja de la frontera norte mexicana hay una población significativa centroamericana o de ese origen que, o son residentes legales, o ciudadanos mexicanos por naturalización y/o nacimiento.

Con la mira en la frontera y la reforma migratoria

La norma en la relación bilateral sobre el casillero migratorio era la propensión a los altibajos sin cruzar la línea de lo políticamente correcto. El gobierno mexicano reclamaba y se manifestaba por cada caso de asesinato o violación de derechos humanos de mexicanos a manos de la Patrulla Fronteriza. Se pedían las disculpas adecuadas con su correspondiente toque de indignación y, si había un fallo judicial de por medio, las víctimas o sus familiares recibían la debida compensación.

Las deportaciones inmediatas eran el común denominador, así como el narcotráfico y el contrabando de mercancías y de órganos humanos.

Dos gobiernos bizcos en plena catarsis.

El debate y discusión superficial del tema migratorio entre Estados Unidos y México sufrió un primer giro en el año 2001.

Al entonces presidente mexicano, Vicente Fox, se le ocurrió proponerle a su homólogo estadounidense, George W. Bush, un acuerdo de “fronteras abiertas”, que de inmediato fue rechazado en el Capitolio.

Bush que llegó a la Casa Blanca con una imagen de debilidad y el pronóstico de que sería presidente de un solo periodo, no simpatizó con la idea de Fox y propuso una reforma migratoria integral (en muchos aspectos similar a la 1986). El destino y el radicalismo de unos cuantos intervinieron para eliminar la hueca propuesta de Fox y dejar de lado la de Bush. Los ataques terroristas del 11 de septiembre cambiaron por siempre la cara, leyes y acciones del gobierno de Estados Unidos.

El rechazo a lo extranjero en una sociedad nativista, racista y clasista como la estadounidense recobró fuerza. Se creó el Departamento de Seguridad Interior, que absorbió en sus múltiples responsabilidades la instrumentación de leyes migratorias. Nació para ello el Buró de Inmigración y Aduanas y el de Aduanas y Protección Fronteriza (ICE y CBP, por sus siglas en inglés, respectivamente).

Personal de otras agencias federales, como el FBI, la CIA y la DEA, entre otras, fue reposicionado y asignado a vigilar la frontera con México. La misión: garantizar que ningún terrorista entrara por esa zona porosa y la más vulnerable de las fronteras terrestres de Estados Unidos.

De ocurrir, la frontera con México se sellaría militarmente.

La discusión de una reforma migratoria integral hacía eco en los pasillos y salas de los diferentes comités legislativos en el Congreso federal estadounidense. No había sustancia en las propuestas. Demócratas y republicanos tenían puestos los ojos en la lucha contra el terrorismo.

El presidente Bush se reeligió y los abusos presupuestales y la venganza por los ataques terroristas, con invasiones y guerras injustificadas, marcaron el fin de una esperanza de reforma a las leyes de inmigración.

Barack Obama materializó en votos los abusos de poder de Bush al ganar las elecciones de noviembre de 2008 y convertirse en el primer presidente de raza negra de Estados Unidos.

El voto latino ayudó a Obama a llegar a la Casa Blanca. En recompensa, este afirmó que cumpliría su promesa de campaña de apoyar y empujar una reforma migratoria integral durante los primeros seis meses de su mandato como presidente.

Obama tuvo todo para hacerlo realidad, menos la voluntad política. Durante la mitad de su primer mandato presidencial gobernó junto con una mayoría representativa de su partido en el Congreso federal. Ni así lo consiguió. Como premio de consuelo a la comunidad hispana que lo apoyó, firmó un memorando ejecutivo el 15 de junio de 2012, año electoral en el que ganó su reelección. Con esa orden ejecutiva instrumentó la Acción Diferida para los Llegados en la Infancia (DACA, por sus siglas en inglés). Con el poder de su firma, Obama proveyó de residencia temporal y permiso de trabajo renovable a unas 800 mil personas nacidas el 16 de junio de 1981 o después de esta fecha y que hubieran llegado como inmigrantes indocumentados a Estados Unidos antes de cumplir 16 años.

También fueron beneficiados aquellos que vivieran en Estados Unidos desde el 15 de junio de 2007 hasta la fecha de la firma del memorado ejecutivo. DACA no era un método que fungiera como opción eventual para conseguir la ciudadanía estadounidense por naturalización. Eso se lo dejó Obama al Congreso. DACA fue una táctica de presión política al Capitolio para sacar adelante una reforma migratoria sin que la Casa Blanca arriesgara capital político.

Con la pérdida de la mayoría representativa en el Congreso, los demócratas no pudieron ayudar a Obama en materia migratoria y una reforma en este sentido con tintes integrales y humanos quedó archivada.

El gobierno de México estaba impedido para intervenir ante los conatos de reforma migratoria del Congreso estadounidense. El papel de los gobernantes mexicanos, en cumplimiento con las tradiciones políticas migratorias y de no intervención, fue de simples observadores.

El factor Trump

El 16 de junio de 2015 en Nueva York, tal vez la ciudad más cosmopolita y con la diversidad racial más representativa de lo que es ahora Estados Unidos, Donald J. Trump anunció su candidatura a la nominación presidencial por el Partido Republicano.

El multimillonario e hijo de un magnate de la industria de la construcción sorprendió a propios y extraños con un discurso atípico de los aspirantes a ocupar la Oficina Oval de la Casa Blanca.

Se lanzó de frente y estableció como parte de su plataforma electoral el ofender y estigmatizar a México, a los mexicanos y los migrantes en general, acusándolos de ser el origen de todos los males económicos y sociales de su país. A los mexicanos, en particular, nos etiquetó como delincuentes, narcotraficantes, criminales y violadores. Por ello prometió deportar a todos los inmigrantes indocumentados, eliminar la lotería de visas para trabajadores altamente calificados, anular las leyes de asilo, desmantelar DACA y, como colofón de la xenofobia, construir una muralla de acero o de concreto en la frontera sur de su país cuyo costo lo pagaríamos los mexicanos. La frase en inglés, Build the wall, se constituyó como el emblema de la campaña de Donald Trump.

Lo que parecía un chiste de la democracia y de la apertura electoral de Estados Unidos se transformó en una pesadilla.

Ante la falta de alternativas en el Partido Republicano y por el asco y saturación de la sociedad estadounidense respecto a los políticos tradicionales, Trump se convirtió en candidato presidencial y eventualmente derrotó a la demócrata Hillary Clinton en las elecciones presidenciales de noviembre de 2016.

El chauvinismo de Trump despabiló al conservadurismo que no estaba dormido sino vigilante en Estados Unidos. La simbiosis de Trump y el racismo se tradujo en el augurio de que habría cambios y muy radicales dentro de la relación bilateral en materia migratoria.

Denostar a México, a los mexicanos y a Enrique Peña Nieto, entonces presidente del país, fue para Trump, a partir del 21 de enero de 2017, parte de su estrategia de reelección desde el mismo momento en que asumió la titularidad del Poder Ejecutivo de Estados Unidos.

A los cuatro días de su ascensión a la Presidencia, firmó lo que sería su primera orden ejecutiva en materia migratoria.

Trump decretó la presencia de los inmigrantes indocumentados como amenaza a la seguridad nacional de su país, y señaló como salvaguarda de esta a la integridad y vigilancia de la frontera con México.

“El aumento reciente de la inmigración indocumentada en la frontera sur con México ha colocado una presión significativa en los recursos federales y rebasado a las agencias encargadas de la seguridad fronteriza y de la instrumentación migratoria, afectando también a las comunidades locales en donde muchos de los extranjeros se quedan [a vivir].

”Las organizaciones criminales transnacionales operan redes sofisticadas de tráfico de drogas y de humanos en ambos lados de la frontera sur, contribuyendo a un incremento significativo en los crímenes violentos y la muerte en Estados Unidos a causa de drogas peligrosas. Entre aquellos que entran ilegalmente están los que buscan hacer daño a los estadounidenses por medio de actos de terror y conductas criminales. La continuidad de la inmigración ilegal representa un claro y presente peligro a los intereses de Estados Unidos”. Con estos dos párrafos inicia el contenido de la orden ejecutiva que firmó Trump en enero de 2017.

El trasfondo de la medida inmediatamente tuvo efecto en la relación con México. La sociedad y la oposición política al gobierno de Peña Nieto se indignaron ante los constantes ataques y el racismo por parte de Trump. Se le exigía al entonces presidente enfrentar y confrontar con decoro al osado y ofensivo primer mandatario de Estados Unidos. Peña Nieto se abstuvo de responder a las bravuconerías de Trump.

Andrés Manuel López Obrador, entonces líder de la oposición y candidato presidencial, creador y fundador del partido Morena, no tenía empacho en escatimar palabras y estrategias para poner en su lugar a Donald Trump. En el verano de 2017, López Obrador publicó el libro Oye, Trump. En su obra —con la que el político tabasqueño recorrió México y algunas ciudades estadounidenses para promocionarla—, acusa a Trump de racista, xenofóbico y narcisista por sus políticas migratorias y denigrantes para con los mexicanos. López Obrador comparó a Trump con Adolfo Hitler, el líder de la Alemania nazi.

Era claro y obvio que la retórica de Trump en cuanto a la construcción del muro no sería más que eso, una falacia.

Dentro de su territorio, el gobierno de Estados Unidos puede construir hasta una torre de Babel si lo desea, pero el presupuesto para dicho proyecto de infraestructura emana de su erario; además debe ser aprobado y autorizado por el Capitolio.

La oposición demócrata impidió a Trump, desde el arranque de su presidencia, obtener los fondos para la muralla en la frontera con México. Sus amagos de conseguir el presupuesto de donde fuera y de instrumentar medidas unilaterales en materia migratoria fueron bloqueados por los demócratas en el Capitolio y por cortes federales.

El maquiavélico presidente Trump —como lo llegó de denunciar López Obrador en varias ocasiones— no cejó en sus deseos de doblegar a México y humillar a Peña Nieto, a nombre de otras de sus promesas electorales cuya prerrogativa constitucional no pudieron evitar los demócratas en el Capitolio. Por ejemplo, la de renegociar el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) con Canadá y México, por lo que en secreto inició negociaciones migratorias con Peña a través del entonces secretario de Relaciones Exteriores, Luis Videgaray Caso, y del embajador ante la Casa Blanca, Gerónimo Gutiérrez Fernández.

Buscando alternativas legales e impermeabilizadas contra la oposición demócrata y las mociones en cortes federales, con las cuales las organizaciones defensoras de derechos civiles protegían a los inmigrantes, Trump negociaba con México un Acuerdo de Tercer País Seguro (ATPS). Estando en curso el proceso de elección presidencial de México con López Obrador como favorito para ganar, Trump presionaba a Videgaray Caso a fin de que Peña Nieto sucumbiera al ATPS.

Recurriendo a la Convención Internacional sobre el Estatuto de los Refugiados, que data de 1951, Trump pretendía que, al negarles asilo por cualquier razón, humana o política, a todos los inmigrantes centroamericanos, como ya lo había decretado su gobierno, los peticionarios fueran remitidos a México.

Técnicamente, las personas centroamericanas que emigraran por tierra a través de México en busca de asilo en Estados Unidos tendrían que solicitarlo primero al gobierno mexicano y quedarse ahí hasta que las autoridades migratorias certificasen como verdaderas las causas de su pedido. Una vez cumplido este requisito, a los solicitantes certificados se les permitiría llegar a las garitas de la frontera sur de Estados Unidos a continuar con su proceso.

Estados Unidos tiene ATPS con los gobiernos de Canadá y Guatemala.

Por amplía mayoría, López Obrador arrasó en las elecciones del 1 de julio de 2018 y se convirtió en presidente electo de México.

Ese hecho no menguo las conversaciones secretas entre Trump y Videgaray Caso sobre el ATPS. Para ese momento, el canciller y el embajador mexicano estaban convencidos de que con el acuerdo calmarían a Trump en su afán de cumplir sus promesas antimigratorias.

En septiembre de 2018 obtuve una copia del documento que negociaba Videgaray Caso con el gobierno de Trump sobre el ATPS. Los datos y detalles del documento fueron publicados como parte de mi reportaje en la revista Proceso. Al enterarse, Marcelo Ebrard Casaubón, ya elegido como canciller para la presidencia de López Obrador, intervino ante los funcionarios salientes y directamente con Videgaray Caso para congelar las negociaciones, diciendo que “México nunca sería Tercer País de los Estados Unidos”, y menos bajo la presidencia de Trump.

Criminalizar a los inmigrantes

Un año antes, el 5 de septiembre de 2017, el presidente de Estados Unidos había firmado otra orden ejecutiva en materia migratoria. Con ella, Trump intentó desmantelar DACA, al considerarla una amnistía para indocumentados concedida por Obama. El mandatario relegó al Congreso federal el futuro de DACA con la encomienda de diseñar una legislación para reformar las leyes migratorias, lo que de inmediato fue descartado por legisladores demócratas y republicanos. Nunca, y mucho menos sin antes garantizar su reelección o su derrota para el caso de los demócratas, en el Congreso de Estados Unidos se aprobaría una reforma migratoria que pudiese interpretarse como claudicación a los principios conservadores del Partido Republicano para premiar con la residencia legal a unos 13 millones de inmigrantes indocumentados que se beneficiarían con una ley en ese sentido.

El 1 de diciembre de 2018, López Obrador asumió la Presidencia de México, justo cuando en la frontera norte comenzaba a fraguarse una crisis humanitaria y migratoria.

Como parte de su estrategia y política de “Cero Tolerancia”, el gobierno de Trump llevaba a cabo redadas constantes y masivas en varias ciudades de los 50 estados de su país.

Con acuerdos tácitos entre su gobierno y los departamentos de policía de pequeñas poblaciones y grandes urbes, a los inmigrantes indocumentados se les detenía y capturaba como si fueran criminales para eventualmente ser deportados a sus naciones de origen. La estrategia para criminalizar a la inmigración indocumentada dio como resultado la separación familiar. Los migrantes eran detenidos en sus puestos de trabajo, en las calles, en escuelas a las que llevaban a sus hijos a estudiar y en sus propios hogares.

Respondiendo a denuncias anónimas, agentes del Servicio de Control de Inmigración y Aduanas (ICE) llegaron a detener a ciudadanos estadounidenses simplemente por su aspecto y rasgos físicos, ya que no encajaban en el estereotipo de los anglosajones y afroamericanos.

Miles de menores de edad, ciudadanos estadounidenses por nacimiento e hijos de inmigrantes indocumentados, fueron separados de sus progenitores y familiares inmediatos. En paralelo, otros tantas niñas y niños fueron capturados como inmigrantes indocumentados en compañía de sus padres, familiares o “coyotes” durante su travesía por la frontera sur o donde fuera que se les detuviera. A los menores los relegaron a centros de detención migratorios por tiempo indefinido, hacinados y sin la protección sanitaria ni humana que exigen los protocolos internacionales básicos para el trato de menores de edad, migrantes y refugiados.

Aunado a esto, los agentes migratorios, al deportar a los padres o acompañantes de los menores a sus países de origen, nunca hicieron una bitácora con los datos de los migrantes. La omisión por error, ignorancia o intención provocó otra crisis que impedía la reunificación de los menores detenidos con sus padres o familiares.

Muchas de esas niñas y niños no hablaban inglés, no sabían dónde vivían o simplemente por su inocencia o la ausencia de sus progenitores, el trato, el miedo y las enfermedades se bloqueaban psicológicamente, como afirmaron médicos y psicoanalistas que los revisaron.

Los padres o familiares ya deportados no sabían dónde encontrar a sus niños ni bajo qué condiciones. La alarma internacional se prendió cuando comenzaron a publicarse imágenes de niños encerrados en jaulas, como si fueran animales, o bajo condiciones infrahumanas en los centros de detención migratoria de Estados Unidos.

Mientras maceraba la presidencia de López Obrador en sus primeros meses, en la frontera norte mexicana crecía desproporcionadamente el número de centroamericanos que, desinformados por lo que ocurría con el caso de los menores de edad y los cambios en las leyes migratorias estadounidenses, pensaban que, si lograban llegar a las garitas estadounidenses, los agentes migratorios les permitirían entrar para presentar sus pedidos de asilo.

El gobierno de Trump arrancó de tajo las tradicionales reglas de asilo de Estados Unidos y obvió mandatos internacionales en ese sentido.

Con Trump en la Presidencia, ya no se permitía que un centroamericano solicitante de asilo con causas probables y verdaderas de cualquier naturaleza permaneciera en Estados Unidos el tiempo que durara la respuesta a su causa. Trump ya tenía pensado que ese papel de anfitrión de peticionarios de asilo lo cumpliera el gobierno de López Obrador, el cual ya había dejado en claro a Washington que no aceptaría el ATPS. El proceso de respuesta de una corte migratoria a un pedido de asilo en Estados Unidos puede tomar meses o varios años, más de cinco.

El plan de la Casa Blanca trumpiana se había fraguado en ese sentido para obligar a México no sólo a recibir a los peticionarios centroamericanos de asilo por el tiempo que fuera necesario, sino a responsabilizarse de los gastos que eso implicaba.

Ultimátum para doblegar a México

Minimizando y negando, como es su costumbre, la violación de los derechos humanos de los niños y sin importarle lo que dijeran las leyes internacionales sobre el asilo, en febrero y marzo de 2019 Trump exageró la realidad y magnitud del flujo de migrantes centroamericanos que amenazaban ingresar a Estados Unidos. Detrás de los que ya habían llegado a la frontera norte de México venían caravanas de migrantes enfiladas hacia el norte. Trump amenazó con usar a las fuerzas bélicas de su país para evitar la violación territorial en la frontera sur.

Los demócratas en el Congreso le recordaron que estaba constitucionalmente impedido para hacerlo, aunque declarara que las caravanas migrantes amenazaban a la seguridad nacional estadounidense cuando en realidad se encontraban dentro de México.

Stephen Miller, asesor presidencial y autor del contenido de las órdenes ejecutivas y acciones antimigratorias de Trump, tuvo otra idea: retomar a las negociaciones del TLCAN como carnada para doblegar a México. En abril y mayo de 2019, Trump amenazó con imponer aranceles a todos los productos y bienes mexicanos que su país exportaba si el gobierno mexicano no hacía lo que fuera para detener las caravanas y controlar la crisis migratoria y humanitaria en la frontera entre los dos países.

La primera reacción del gobierno mexicano fue de reciprocidad: imponer también aranceles a las importaciones estadounidenses.

Miller lo había previsto. El plan B consistió en que Trump le diera un ultimátum al recién creado gobierno de López Obrador.

El 5 de junio de 2019, y en medio de una negociación de alto nivel entre los dos gobiernos, Trump anunció en su cuenta personal en la plataforma de Twitter que impondría un arancel del 5% a todas las importaciones mexicanas hasta que detuvieran el flujo migratorio de centroamericanos. “Las tarifas aumentarán gradualmente hasta que se resuelva el problema de la inmigración indocumentada; momento en el que serán eliminadas las tarifas de aranceles”, escribió el mandatario.

La Casa Blanca, por su parte, daba a conocer al mismo tiempo y por medio de un comunicado que los aranceles aumentarían a 10% el 1 de julio de 2019, para posteriormente subir 5% cada mes hasta que alcanzaran la cifra del 25% el día 1 de octubre.

López Obrador no resistió y encomendó a Ebrard Casaubón resolver el problema con Washington para evitar la recesión de la economía mexicana por causas comerciales derivadas de la migración indocumentada de América Central.

Ebrard, como jefe de la delegación mexicana, pasó horas de intensas negociaciones con su contraparte, Mike Pompeo, el secretario de Estado en el gabinete de Trump.

La Casa Blanca no daba marcha atrás en su pedido. El gobierno mexicano debía bloquear la entrada de las caravanas centroamericanos desde la zona colindante de México con Guatemala.

Descartado el recurso de la reciprocidad de aranceles, era cuestión de tiempo para la claudicación de México a la exigencias de Trump.

El viernes 7 de junio de 2019, Pompeo y Ebrard emitieron un comunicado conjunto en el que se anunciaba un acuerdo migratorio y la suspensión de la amenaza de imponer los aranceles.

La técnica del garrote le dio los resultados esperados a la Casa Blanca. Con el acuerdo, el gobierno mexicano se comprometió a desplegar a lo largo de la frontera con Guatemala a 6 mil elementos de la recién creada Guardia Nacional, para detener el ingreso al país de las caravanas migrantes centroamericanas. México, además, sería el receptor y responsable de miles de estas personas, que ya habían presentado sus peticiones de asilo en Estados Unidos, todo el tiempo necesario mientras estuvieran a la espera de una respuesta por parte de las cortes migratorias estadounidenses. Lo acordado entre los dos gobiernos se revisaría periódicamente (cada 45 y 90 días) para que Washington certificara la efectividad de la Guardia Nacional como cortina de contención de migrantes centroamericanos.

“Continuaremos trabajando con México para hablar de los asuntos migratorios, de peticiones de asilo y, si es necesario, tomaremos medidas adicionales a las que también se comprometió el gobierno mexicano durante las conversaciones”, dijo Pompeo en conferencia de prensa el lunes 10 de junio de 2019. Con ello, el secretario de Estado machacó que la amenaza de la imposición unilateral de aranceles a las exportaciones mexicanas dependería del éxito del compromiso de México con el bloqueo de las caravanas y la admisión de los solicitantes de asilo.

“Quédate en México”, se bautizó al polémico apartado en el acuerdo migratorio sobre los peticionarios centroamericanos de asilo, algo que para expertos en materia migratoria y para organizaciones defensoras de los derechos civiles fue una manera elegante de encubrir la sumisión del gobierno de López Obrador a los caprichos de Donald Trump.

Ex funcionarios del gobierno de Peña Nieto se mofan del compromiso migratorio firmado por Ebrard y Pompeo. Estos críticos de la llamada Cuarta Transformación expusieron que era mejor haber firmado un ATPS que contar con uno de facto y condicionado a amenazas de aranceles a las exportaciones del país.

El presidente Trump y Pompeo presumieron que, aparte del acuerdo migratorio que se hizo público, el gobierno de López Obrador se comprometió a cumplir con otras condiciones sujetas a castigos en caso de incumplimiento.

“Firmamos con México un documento”, comenzó describiendo Trump en un mensaje en su cuenta personal de Twitter la mañana del lunes 10 de junio de 2019. “Otra parte importante del acuerdo de inmigración y seguridad; uno que Estados Unidos ha estado pidiendo por muchos años. Será revelado en un futuro no muy distante y requiere de un voto del Poder Legislativo mexicano. No anticipamos un problema con el voto, pero, si por alguna razón no se da la aprobación, las tarifas serán reinstauradas”, arremetió Trump en el complemento del mensaje a través de su red de comunicación favorita.

Hasta la fecha sigue siendo un misterio esa otra parte del acuerdo. No ha sido develada ni por la Casa Blanca ni por el Palacio Nacional.

Los hechos a partir del acuerdo demuestran la caída en picada del número de centroamericanos que pretenden llegar a Estados Unidos desde el norte de México. También la claudicación de muchos de ellos que ya habían presentado sus peticiones de asilo al otro lado del Bravo y que optaron por volver a sus países, abandonando el estatus de refugiados. Ha disminuido el flujo del cruce de inmigrantes indocumentados.

La crisis económica, de desempleo y sanitaria generada por el coronavirus en Estados Unidos no es aliciente para que los migrantes arriesguen el todo por el nada, por lo menos no en este momento.

La violencia e imposición de anarquía en la frontera con Estados Unidos por parte de los narcotraficantes —desde que Felipe Calderón lanzara la guerra militarizada contra las drogas— agregan otro elemento de desaliento a la búsqueda del sueño americano.

Calladamente desde el mes de septiembre de 2019, el gobierno de López Obrador desplazó a miles de elementos de la Guardia Nacional a la frontera norte del país. La justificación gubernamental fue que era precisamente para dar protección a los migrantes refugiados, y esto, irónicamente, sin ser un Tercer País Seguro. Es decir, López Obrador presuntamente mandó a la Guardia Nacional para evitar que los migrantes fueran víctimas de extorsión y otros delitos a manos del crimen organizado y los narcos.

Desde que tuvo conocimiento de la presencia de la Guardia Nacional en la frontera norte de México, Trump no ha tenido empacho en aplaudir y felicitar a López Obrador por mandar “a miles de soldados” a contener el flujo de migrantes indocumentados para que con sus plantas no se atrevan a profanar el sagrado territorio estadounidense.

La antítesis del idealismo juarista con el que jura López Obrador comulgar se instrumentó como mandato en México por medio del acuerdo migratorio firmado con Washington: se restringe con la Guardia Nacional el libre movimiento de personas en el territorio nacional que establece la Constitución política de México. El chantaje de Trump al presidente de México funcionó.

El mandatario estadounidense no requiere más que de su cuenta de Twitter para mover sus huestes de votantes y hacer lo que se le venga en gana con la relación bilateral para alcanzar sus objetivos electorales.

La construcción del muro en la frontera sigue adelante sin que México pague por esa construcción. De eso no habla el presidente Trump y ese tema quedó vetado en la reunión con López Obrador que, contra todo pronóstico, se realizó en la Casa Blanca el 8 de julio de 2020.

El agua y el aceite no se mezclan, pero un presidente juarista y un retrógrada sí. La Casa Blanca accedió a no abordar el tema del muro a cambio de que el presidente mexicano dejara en el pasado y como si nunca hubieran existido las ofensas de Trump a los mexicanos.

Se invitó a la prensa de ambos países a atestiguar el despilfarro de elogios entre los dos mandatarios. No hubo preguntas para evitar momentos incómodos entre los dos nuevos amigos.

De Hitler, Donald J. Trump se transformó en amigo personal de López Obrador. Ante la incredulidad de todos los presentes, ese 8 de julio en el Jardín de las Rosas de la Casa Blanca, el presidente mexicano no escatimó en adjetivos para tener contento a Trump. Le dijo que era su “amigo”, alguien que trataba con “dignidad y respeto” a los mexicanos. López Obrador comparó a Trump con George Washington.

No lejos de la Casa Blanca, en el Capitolio, miembros del Partido Demócrata, como Nancy Pelosi, la líder de la mayoría y presidenta de la Cámara de Representantes, siguen sin creer lo que ocurrió… ¿Era el mismo presidente de México que ganó las elecciones del 1 de julio de 2018 el que aplaudía y festejaba a Trump?, se cuestionaron Pelosi y otros de sus correligionarios.

En Estados Unidos y en México muchos estaban conscientes de que Trump usaría esa reunión amistosa con López Obrador con fines electorales para abonar votos hispanos a su campaña frente a la candidatura del demócrata Joe Biden.

La prudencia política de cualquier persona entiende que en Trump nadie puede confiar. Muchos demócratas y analistas políticos de los dos países siguen cuestionándose por qué el presidente mexicano se aferró al encuentro, con el pretexto de firmar una declaración conjunta sobre el Tratado de comercio Estados Unidos-México-Canadá (TMEC), que no era más que otro triunfo electoral de Trump al cumplir su promesa de, si no eliminar, sí cambiarle el nombre al TLCAN.

La advertencia del uso electoral de Trump a la visita de López Obrador no se hizo esperar. A los tres días de la sesión de los dos amigos, el mandatario estadounidense, en un acto proselitista, habló del muro como una barrera que ayudaba a prevenir en Estados Unidos el contagio de COVID-19 proveniente del sur. Cuando lo cuestionan por el incumplimiento de su promesa de obligar a México a pagar por el muro, la respuesta que Trump se saca de la manga es que tarde o temprano lo hará; porque planea imponer una cuota a los cruces peatonales y automovilísticos de toda persona que entre a Estados Unidos por los puentes transfronterizos a lo largo de la zona limítrofe entre las dos naciones.

Nadie entiende la urgencia de López Obrador de realizar ese encuentro con Trump. Miembros de su gabinete le aconsejaron esperar hasta que conociera el resultado de las elecciones presidenciales del martes 3 de noviembre de 2020.

Si los comicios favorecían a Biden, López Obrador podría aprovechar un viaje a Washington y reunirse con el presidente electo y el saliente. Con una victoria de Trump, el escenario no tendría matices diferentes a los actuales; ya había cedido en el ámbito migratorio con la Guardia Nacional haciendo el papel de Patrulla Fronteriza y con un acuerdo comercial acotado a los designios de la Casa Blanca.

Nunca la relación bilateral y el tema migratorio habían estado atados a los exabruptos de alguien que pasará a la historia como un presidente de Estados Unidos xenofóbico, radical, caprichoso y narcisista.

Si cambia el panorama político de Estados Unidos y Biden es presidente, a López Obrador le tocará picar piedra para arreglar la relación con los demócratas del Capitolio.

No hay que olvidar que es el Poder Legislativo estadounidense el único que puede cambiar el bienestar económico y social de unos 13 millones de migrantes, de los cuales se calcula que siete millones son mexicanos. La estabilidad de la economía mexicana se sostiene también de las remesas que nuestros paisanos envían fielmente de Estados Unidos. Y a ellos, con la amistad con Trump, repentina y que brotó de la nada, el líder de la Cuarta Transformación les dio una bofetada.




Feminicidio: las Voces de la Ausencia

Por FRIDA GUERRERA

“Lo irracional en el hombre no son sus instintos sino sus pasiones irracionales. Los animales no tienen envidia, voluntad de explotar y dominar, al menos los mamíferos”.

— ERICH FROMM



EL FEMINICIDIO: “Es el conjunto de delitos de lesa humanidad que contienen los crímenes, los secuestros y las desapariciones de niñas y mujeres en un cuadro de colapso institucional. Se trata de una fractura del Estado de derecho que favorece la impunidad. Por eso el feminicidio es un crimen de Estado. El feminicidio sucede cuando las condiciones históricas generan prácticas sociales agresivas y hostiles que atentan contra la integridad, el desarrollo, la salud, las libertades y la vida de las mujeres. En el feminicidio concurren en tiempo y espacio: maltrato, abuso, vejaciones y daños continuos contra las mujeres realizados por conocidos y desconocidos, por violentos, violadores y asesinos individuales y grupales, ocasionales o profesionales, que conducen a la muerte cruel de algunas de las víctimas”.

Así lo definió Marcela Lagarde y de los Ríos en 1994.

Tenemos claro que, durante años, miles de mujeres han sido asesinadas en el país, datos que en la mayoría de las ocasiones son entregados por “reconocidos Organismos Civiles”, aquellos que marcaban y siguen marcando la pauta para determinar si se ven o no.

En México, todos los días son asesinadas de nueve a diez mujeres, con una saña cada vez mayor: mujeres dejadas en desagües, canales de aguas negras, en lotes baldíos, en matorrales, encobijadas, enmaletadas, en bolsas de plástico, quemadas, descuartizadas, violadas… Y también las asesinan en el único lugar aparentemente seguro que tienen: sus hogares, exterminadas por parejas, ex parejas, amigos, padres, hermanos o desconocidos.

¿Qué es aquello que el Estado mexicano no logra percibir y que considero importante que sigamos compartiendo a fin de que quienes tienen el poder de hacerlo abracen, entiendan, sientan el dolor de las familias que quedan asesinadas en vida y que lo único que buscan es justicia y que no se repitan los hechos?

Es sumamente trascendental, desde mi labor como comunicadora, narrar historias de vidas, sueños, ilusiones rotas; transmitir el dolor de las familias, sus sentires y necesidades. ¿Para qué? Para que quien nos lea se tome unos segundos e imagine que las siguientes líneas fueron escritas por usted para una mujer que ame y que el 10 de mayo no está a su lado. Ahora lea y cierre los ojos cada vez que concluya los casos y las cartas a continuación; son sólo una muestra de las que han escrito madres, hijas e hijos de Voces de la Ausencia, para recordarlas, para recordarle a este país que siguen esperando una justicia que no llega aún para muchas de ellas.

“Karla, sólo me dejaste tu anillo y una manzana”

Todos tenemos una fecha y una hora que nunca pides ni esperas que llegue; una fecha en la que alguien decidió partir en mil pedazos nuestras vidas y nos convirtió en las Voces de la Ausencia.

— FRIDA GUERRERA

Madrugada del 9 de febrero de 2019. Una llamada:

—Frida, estoy frente a una víctima, la mató el maldito, la estranguló. […] La madre está desecha, están frente a mí. Ayúdame.

Valle de Chalco, Estado de México. Me trasladé a ese municipio, donde Diana, la madre de Karla, estaba en la agencia del Ministerio Público, esperando a que le entregaran el cuerpo. La encontré con el anillo de Karla en la mano y una manzana que esta tenía para su beba, pero que ya no le fue posible darle. Quien fuera su pareja y padre de su hija presuntamente decidió asesinarla.

Hoy Diana es la voz de Karlita, su nena, quien amó, confió y fue arrebatada por el hombre en quien confiaba. Él se escondió unos días en Miahuatlán, Oaxaca, pero después enfrentó un juicio para que la autoridad delegara o confirmara su responsabilidad jurídica.

Diana sólo sabe que su hija le hará falta esta Navidad, en las fiestas de fin de año en que Karla representaba la alegría durante las frías noches.

Hoy usted está cenando con ella, con esa mujer que ama, o tal vez no, porque qué aburrido y hasta cursi es pasar estos días con ella. Además, usted debe sobrellevar a esa familia insoportable que en todo el año ni le hace caso pero que hoy quiere estar a su lado, abrazarle o que la abrace. Hoy piense en Karla, que nos fue arrebatada y ya no está para bailar, para arrullar a su beba. Hoy piense en Diana, que daría todo por ver, estrechar entre sus brazos, escuchar a Karla. Hoy es Navidad y las Voces de la Ausencia no están en este plano, sólo sobreviven porque sus mujeres merecen justicia. Hoy estas voces también piensan en usted y piden que abrace a su madre, a su hija, a su hermana, que soporte a la nefasta familia que usted tiene para poder disfrutar a su abuela, porque quizá la próxima Navidad ella ya no esté a su lado.

No, no espere a que una mujer que ama le sea arrebatada. No piense que, si deja de ver las cosas, no le pasarán. Necesitamos cambiar como sociedad, para detener tanto dolor y muerte.

“KARLA, hija mía, aún no puedo borrar de mi memoria ese día en que llegué y que inevitablemente fue el último día de nuestra historia, una historia de amor que empezó desde que iluminaste mi vida con tu llegada, tus ocurrencias, tus logros, tu manera de amarme, de llenarme con tu sola compañía.

”Creciste y con ello conociste el amor que consideraste el amor de tu vida, ese que ahora me arrebató mis sueños, mi vida entera, y con ello no soy nada. Esta vida es vacía por no tenerte; cambió todo y ahora, a casi un año de tu partida, sigo sin una razón para sonreír.

”Karla, todos los días escucho los audios que me hacen creer que volverás, que entrarás por esa puerta corriendo con esa sonrisa que nunca se fue, aunque los momentos fueran difíciles. Aquí hay muchos corazones rotos desde tu partida, una familia rota. A tu hija, aunque con el mejor cuidado y el arropo de toda tu familia, le haces tanta falta como a mí.

”Me pregunto mil cosas, amor; por ejemplo: ¿por qué no llegué a tiempo para defenderte y rescatarte de tan monstruosa situación?, ¿por qué, vida hermosa?, ¿por qué no llegué?, ¿por qué no me di cuenta de lo que iba a pasar?, ¿por qué no tuve un sentido más para defenderte? Tantas preguntas sin una respuesta.

”Un cumpleaños vacío. Ya no estás, hermosa; sólo lloro tu ausencia mirando al cielo, esperando que veas y escuches en ese lugar donde todos dicen que hay paz. Perdí las ganas de vivir y con ello los días son grises. ¡Hay días que, arrodillada, pido al cielo verte, abrazarte y decirte cuánto te amo! Eso no pasará, pero, aunque lo sé, necesito prenderme de algo para respirar y seguir para cuidar de tu hija.

”Aunque me cuesta trabajo, estoy aprendiendo a lidiar con tu ausencia, aprendiendo a sobrevivir sin ti, a sobrellevar este vacío. Corazón, han sido días difíciles porque cada día anhelo lo mismo: volver a verte.

”¿Cómo sería una Navidad sin ti? Aún no llega y sólo refleja dolor, ausencia e incertidumbre. Todos los días son iguales. Te llevaste todo de mí.

”Hija mía, jamás te olvido. Cada respiro y suspiro es por ti, es para ti. Navidad no significa nada sin ti, mi cachetona hermosa. La misma vida no es nada sin tu vida en la mía.

”El día que te vi ahí, sin respirar, mi mundo se detuvo. No logro aceptar tu partida, eras la alegría de mi casa humilde; nunca tuve nada más que amor y dedicación para ti y tu hermana. Ahora mi cocina quedó sin vida porque hacía de comer con gusto porque comías exquisito, sólo me importaba que eras feliz; ahora nadie se sienta en mi mesa a comer como tú. Mi cama permanece intacta porque no llegas a recostarte conmigo y a mover todas las almohadas. Tu ropa sigue esperando a que entres; tus zapatos, en el mismo lugar, esperando por ti.

”¿Cómo es mi vida ahora? No tengo vida porque no estás tú. Todos los días me duermo pensando que ojalá te sueñe, y nada.

”He querido volverme loca pensando que en mi demencia estés tú, pero la vida terrenal no me deja. Tu familia, tías, tíos me arropan; tu hermana me visita, pero nada me llena porque sé que no te volveré a ver.

”Si alguien me preguntara si se puede vivir muerta en vida, respondo que sí; así me siento y pienso: si eso es de mi vida a casi un año de tu partida, qué será de esta madre a la que le arrancaron las entrañas. ¡Te amo y me haces mucha falta!

”Feliz Navidad, mi amor. Tu mamá, Diana”.

Diciembre de 2019

Nota relevante: El 6 de marzo de 2020, un juez de Chalco impuso una sentencia de 73 años y cuatro meses de prisión a Moisés Orlando López Miguel, al quedar penalmente acreditada su participación en el feminicidio de Karla Alejandra.

Naela Daniela González Aquino

Nació el 24 de marzo de 1999 en la Ciudad de México. Fue siempre una niña muy inquieta, feliz, alegre, voluntariosa, enojona, amorosa, inteligente.

A la edad de seis años ingresó a una escuela de gimnasia artística, donde competiría hasta los 15 años. Amaba a los animales, el deporte y a su familia. Cuando tenía 17 años conoció al que sería el padre de su bebé.

Vivieron un tiempo juntos, pero, al darse cuenta de que estaba embarazada, su pareja decidió terminar la relación con ella. A pesar de ser madre soltera, supo salir adelante con el apoyo de su familia, que nunca la dejó sola; emprendió un negocio y vendía ropa para poder sostener a su hijo, su más grande amor, Julián Daniel.

Lamentablemente, le arrebataron la vida el 30 de agosto de 2019, en la alcaldía Iztapalapa de la Ciudad de México. Era mediodía y tenía a su bebé en el negocio; llegaron a matarla, por razones que aún desconocemos. Dejó a su bebé de tan sólo ocho meses de edad.

Hasta el momento sigue sin recibir justicia.

“Karen, hija, ¿dónde estás?”

El 10 de mayo, sin duda, es un hermoso pretexto más para estar cerca de nuestras madres, hijas, hijos.

Para muchos, este día representa un día más de consumismo. Sin embargo, desde hace ya varias décadas, para miles de familias es un día de dolor, de infierno, un día que dejaron de festejar, porque les arrancaron a sus madres, hijas, hermana. Hoy estas familias han convertido el 10 de mayo en un día más de lucha, de mostrarle al mundo que siguen buscando a sus desaparecidas, que siguen aguardando a que ellas regresen. Miles de familias que saben que ellas jamás volverán y que sólo se consuelan esperando verlas en sus sueños.

Karen Estefanía Domínguez Fragoso tiene 25 años actualmente. Es originaria de Huixquilucan, Estado de México. El día 27 de octubre de 2018 salió de casa a la hora acostumbrada para ir a su trabajo en la colonia Tinaja, alcaldía Cuajimalpa de la Ciudad de México. Llegó a su destino, terminó su turno y salió, pero no regresó a casa.

La desaparición de una persona obliga a vivir en la incertidumbre constante. No hay respuestas. La angustia, el dolor, el desgaste emocional y físico no tienen un cierre. No saber cómo se encuentra alguien a quien amamos es enfrentarse a los peores pensamientos todos los días, es luchar por mantenerse fuerte, de pie y en la búsqueda, pase el tiempo que pase, hasta obtener respuestas.

Más de 559 días llevan Rocío Fragoso y Macario Domínguez viviendo en el infierno, en la zozobra de no saber dónde está su hija.

La última vez que Karen fue vista llevaba una chamarra tipo cazadora, pantalón de mezclilla, botas de gamuza color café. Es delgada, de estatura media, morena clara y de cabello negro.

“UN 10 DE MAYO sin la mitad de mi felicidad.

”Karen iniciaba su día muy temprano, despertándome con Las mañanitas. Sabía que me despertaría con un abrazo y un beso. Después de estar acostadas un rato, nos levantábamos y preparábamos el desayuno las dos juntas. Por lo regular, Karen siempre me dedicaba todo ese día, y aunque le tocara trabajar, hacía lo posible por estar conmigo todo el día. Si organizaban algo en la casa de uno de mis familiares, ella se ponía de acuerdo con sus primos para amenizar el convivio, ya sea con un bailable o un juego; ella buscaba la forma de hacer ambiente junto con todos sus primos y hacer que ese día nos olvidáramos en la rutina.

”Al terminar el evento, ella siempre me tenía un obsequio y una carta o frase, la cual me hacía muy feliz y me llenaba de alegría. Pero este 10 de mayo es el segundo que paso sin ella; una vez más me hará falta su alegría y su presencia.

”Hoy me aferro a su foto en un altar que debe mantener una luz encendida; esa luz de esperanza es lo único que me queda; cada noche, cada mañana mi pensamiento es el mismo. Te amo, me haces falta. ¿Dónde estás?

”Rocío Fragoso”.

“Mi mamá, Olga Alicia, merece justicia”

Olga Alicia Mendoza Juárez tenía 53 años. Vivía al sur de Monterrey, Nuevo León, y era madre de tres hijos, quienes la recuerdan como una persona que los impulsaba a salir adelante. Era una mujer alegre; amaba cantar, bailar y reír a carcajadas. Se dedicaba a la venta de casas, lucía siempre bien arreglada, era feliz con la vida que había logrado construir.

El 8 de diciembre de 2013, Olga Alicia se preparaba para una cita de trabajo. Salió a una tienda muy cercana a su domicilio. Al volver, alguien dentro de casa la esperaba para quitarle la vida.

Luis Emilio, su hijo, refiere que en aquel momento el caso fue muy mencionado en la prensa local, pero seis años después todos la han olvidado; sigue sin tener respuestas.

Muchas veces creemos que los “hombres”, que son quienes nos asesinan, son iguales, “todos son malos”, dirán muchas voces. No, no todos lo son; hay quienes también sufren y buscan justicia para sus madres, hijas, hermanas asesinadas. Luis Emilio sigue buscando justicia por su madre, asesinada hace más de seis años. No es el mejor hombre, como él lo dice, pero sí es uno de los mejores hijos que conozco porque, aun ante la indiferencia gubernamental y social, él sigue siendo la voz de su mamá Olga.

“Mi mamá merece justicia, nosotros merecemos saber la verdad”, dice. “Las mujeres deben de ser cuidadas, protegidas. No imagino quién pudo haberle hecho esto a mi madre; si ella no era una mala persona, era sólo una mujer fuerte, independiente, que salió adelante”.

Al escribirle una carta a Olga, su madre asesinada, Luis Emilio desea que sus palabras lleguen “hasta donde ella esté”.

“HOY, como cada Día de las Madres, te puse unas flores. Desde tu partida, agrego una vela, ya sabes que no soy exagerado en los presentes, es sólo un detalle. Son unas rosas color naranja y otra como rosita; son de tu rosal, de ese jardín que trato de tener bonito como a ti te gustaba, como cuando me ponías a limpiarlo, ese pedacito de tierra con árboles, flores, sábilas; el naranjo dulce ya es más grande, pues podé el níspero, el trueno y el naranjo agrio para que le diera sol y así pudiera crecer; el níspero lo podé casi todo para que salieran ramas más derechas y se fuera hacia arriba. Se ven muy bonitos; salió otro árbol, pero no sé de qué tipo es.

”La casa también la estoy poniendo bonita, dentro de mi ir y venir, pues ya sabes que soy andariego… un día estoy aquí, el otro allá y al siguiente mas allá, pero ahora mi lugar preferido es este, tu casa, pues aquí, en el jardín, es donde más siento como si estuvieras conmigo; este lugar es donde quiero y estoy haciendo mi vida. Todo ha sido difícil desde que no estás, pero he aprendido muchas cosas y trato de ser un buen hombre, como tú lo querías; la verdad, me es difícil, pues tú, más que nadie, me conoce.

”En estos próximos días haré elotes asados, es tu herencia, me dejaste ese gusto por los elotes, es otra forma de recordarte. He cambiado un poco en ciertas cosas; ya se me ven algunas canas. Ahora por lo regular uso lociones, cosa que no hacía, pero ahora que no estás me di cuenta de la importancia de oler bonito, pues era un sello tuyo por donde pasabas; conservo una botella de tu perfume, la cual tengo a un lado de tu foto; de vez en cuando huelo la botella. También trato de andar presentable, como a ti te gustaba, pues es otra de las cosas que me enseñaste y ahora me doy cuenta de que también es de importancia; claro que no llego a tu elegancia, aunque me cuesta andar así, ya sabes que soy machetón y dondequiera me meto.

”Ahora porto tatuajes, sé que eso no te ha de gustar; en el brazo derecho son cosas de mi papá, y en el brazo izquierdo, el que va directo al corazón, son puros relacionados a ti: me puse tu nombre y apellido, tres flores por tus tres hijos, una abeja… Dirás ‘¿Por qué una abeja?’. Pues las abejas son trabajadoras, así como tú lo fuiste. También tengo un corazón tatuado, pero está un poco maltratado; es como está mi corazón desde que te fuiste.

”Ahora que no estás mucha gente se alejó, pero otras amistades tuyas ahora son mis amistades; hay mucha gente que te extraña, te quiere y te recuerda con mucho cariño.

”Hay muchas frases que heredé de ti que sin querer salen de mi boca, como: ‘Ahí va toda la ralea’, ‘No te equivoques’, ‘Pelona y con chongos’, ‘Tu nieve de qué la quieres’, Aquí no es restaurante’, ‘Si no le gusta, no se lo coma, pero es lo único que hay’. ‘Chínguese mijito’, ‘Que se chingue por pendejo’, entre otras.

”Extraño salir contigo a cenar, tomarnos algo y platicarnos nuestras vidas. Extraño tu comida; no hay tamales tan buenos; las tortillas de harina la gente sólo come de la tienda; tu pastel de carne con espagueti, tus empanadas de cajeta, los dedos de novia, tu huevito, ese olor en la cocina cuando horneabas pues, a pesar de que no vivía contigo, cuando llegaba a verte siempre olía bien la cocina; cuando te fuiste dejaste la olla llena de tamales y como un kilo de tortillas de harina y, pues ¿qué crees?, tus hijos nos las comimos. Me dolió comerme el último tamal y la última tortilla: sabía que ya no habría nunca más de eso.

”Te extraño, ma, y siempre te llevo en mi corazón. FELIZ DÍA DE LAS MADRES, en cualquier lugar que estés.

”Atte. tu hijo LUIS EMILIO, TU NEGRO”.

¿Por qué compartir todo esto?

Podría seguir contando una y mil historias más. Podría citar infinidad de palabras que a diario las madres, padres, hijas, hermanas tienen para cada una de ellas. ¿Por qué compartir en un libro de política tanto dolor?, ¿cuál sería el fin?

Primeramente, desear que estas líneas lleguen a las manos correctas. Que aquellos que hoy tienen de frente la responsabilidad de gobernar estados, municipios y el país las conozcan, las tomen como suyas y se formen una visión diferente de lo que las violencias de género no atendidas en otros años han generado para que sean escuchadas y diseñen políticas públicas reales que paren el infierno de la desaparición y el feminicidio.

El 14 de febrero de 2020 acudí a “La mañanera” (conferencia del presidente Andrés Manuel López Obrador). En otros momentos he sido tolerante, respetuosa; sin embargo, ese día no toleré que el tema del feminicidio fuera acallado una vez más. Levanté la voz; no grité, mi voz es fuerte. Y cuestioné al presidente, porque creo en él y en que hacerle saber la realidad en torno al tema del feminicidio lo hará abordarlo de manera diferente para ayudar a crear justicia.

Las feministas —como ellas mismas se autodenominan— realizaron una serie de manifestaciones; desde mi postura como comunicadora, simplemente no acompaño estas marchas, pero ellas están en su derecho de manifestarse y siempre lo apoyaré. Por primera vez en la historia de este país se habló de feminicidios y violencias de género durante más de un mes en mesas de análisis y medios de comunicación. También se logró que el 29 de julio de 2020 se hablará en “La mañanera” de las fallas que existen en torno al asunto.

Este tema heredado —sí, por la insensibilidad e incompetencia de los corruptos gobiernos que hicieron oídos sordos a tanto dolor— es una enorme asignatura pendiente de Andrés Manuel, a la que debe dar respuesta.

El de los pequeños que quedaron en la orfandad fue uno de los temas que se le cuestionaron ese 29 de julio a Olga Sánchez Cordero. Es muy difícil documentar el número de huérfanos que han quedado, ya que las notas con las que registramos los feminicidios no proporcionan esos sensibles datos. Durante 2016 contabilizamos 220 huérfanos menores de 14 años. En 2017 documentamos 220 niñas y niños. En 2018 tenemos registrados 244. En 2019, más de 700 pequeños… Niñez que ha quedado destrozada por la pérdida de sus madres.

Las niñas: más víctimas y con mayor saña

Durante 2019 fueron asesinadas 150 niñas menores de 17 años, la mayoría en casa, por padres, padrastros, vecinos, primos. Algunas por predadores, otras tantas más por asesinos invisibles que hasta hoy siguen en la oscuridad. Los nombres a diario se repiten. El tema es que cada una de estas pequeñas debió ser protegida; todas tenía una vida, historia, sueños, el amor de sus padres en muchos de los casos, quienes hoy se ven condenados por una sociedad inquisitiva que, sin más, los señala, haciendo que el peso de la culpa y la pérdida sea insostenible. La sola documentación de aquellos feminicidios infantiles recopilados por la prensa de todo el país debería helarnos el alma.

¿Realmente estamos haciendo algo por evitar este tipo de feminicidios? ¿Cuántas niñas conocemos que podrían ser las próximas víctimas y no hacemos nada para impedirlo?

Uno de los principales objetivos de estas líneas es crear conciencia de que la saña, el sadismo, la crueldad con que están asesinando a nuestras niñas crecen sin medida. Niñas que se convierten en blancos de predadores, que sólo las ven como si fueran dulces, que sacian sus instintos. Padrastros que, por el círculo de confianza que existe desde el momento en que las madres los introducen en sus vidas, les facilitan las violaciones y asesinatos de las pequeñas, muchas veces y lamentablemente en contubernio con las madres, con esas mujeres que deberían dar la vida por sus pequeñas. Padres biológicos que las consideran su propiedad y que las toman tal cual, como suyas. Madres que sólo por el hecho de llorar las asesinan a golpes, sin ningún sentimiento hacia ellas…

Desgraciadamente, como en el feminicidio en general, aquí adolecemos de falta de investigación, nos enfrenamos a la insensibilidad de las autoridades ante estos hechos aberrantes. Ello sigue incrementando el número de pequeñas vidas arrancadas, agigantando la lista de la “indignación”.

Desde 2016 que iniciamos la documentación diaria de feminicidios en México, y hasta el 16 de agosto de 2020, 523 niñas de 0 a 17 años han sido violadas, asesinadas a golpes porque no dejaban de llorar, exterminadas junto a sus madres, asfixiadas, estranguladas o abandonadas recién nacidas en terrenos, donde en algunas ocasiones la fauna del lugar las semidevora. La más pequeña de ellas tenía cuatro meses; su padre la violó y asesinó el 8 de febrero de 2019; ya fue detenido y se encuentra en proceso. ¡Ella tenía cuatro meses de edad! La impotencia embarga mi ser y me repito esa pregunta para la cual aún no encuentro respuesta: ¿Por qué?

Ante cantidades y brutalidad que van en aumento, la falta de prevención y de reacción conducen a que muchos casos sean descalificados y no se registren como feminicidios, demeritando así la violencia con que a las víctimas se les arrebata la vida.

Las instituciones dedicadas a proteger la vida e integridad de la niñez: Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes (SIPINNA), Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF o sólo DIF), deberían realizar censos poblacionales, por lo menos cada año, para detectar a esa población vulnerable, cerciorarse del estado integral de nuestras niñas y niños, evaluar periódicamente a sus padres. Y respetar la Declaración Universal de los Derechos de la Infancia.

Abrazando estas historias, estoy segura de que daremos pauta para revisar qué pasa en estos círculos de marginación, de pobreza humana, y cómo, desde la sociedad, debemos reiniciar un cambio para voltear a ver más a las pequeñas que a diario nos encontramos en las esquinas de las ciudades pidiendo limosna o vendiendo chicles, o voltear a ver a aquellas que son parte de nuestra familia y en cuyos casos, pese a que somos conscientes de que sufren maltrato, no intervenimos porque, según la moral, no nos toca hacerlo. Es menester entender que la niñez es de todos y que al estar más atentos a nuestro entorno podremos evitar mayores daños.

Nos corresponde trabajar como sociedad, saber qué hacer ante la violencia, la escuela (apología de la violencia) que los más pequeños están aprendiendo y reproduciendo y que perpetuarán luego de que asesinen a una mujer o niña. Una vez más hago el llamado a la sociedad para que dejemos de permanecer omisos ante la podredumbre humana.

Sólo de esta forma, estoy segura, lograremos exigir a las autoridades mayor atención y prevenir que sigamos encontrando más niñas y niños —porque ya está pasando— violados y desechados como basura.

¿Qué hacer ante la eterna falta de respuestas?

El 12 de agosto de 2020, la Cámara de Diputados y la Fiscalía General de la República (FGR) presentaron a los congresos locales la propuesta conjunta de homologar el feminicidio en las entidades federativas, además de definir las razones de género y las sanciones que se aplicarán a quienes incurran en ese delito.

También sería primordial que en el tipo penal homologado se considere la tentativa de feminicidio, puesto que es sumamente difícil que los Ministerios Públicos y jueces entiendan que los elementos objetivos están y que algo externo impidió la muerte de la mujer. Y es que siempre catalogan estos casos como lesiones o violencia familiar y los agresores salen bajo fianza, con lo que se construyen crónicas de muertes anunciadas. La mayoría de las fiscalías no dan seguimiento a las denuncias interpuestas por decenas de mujeres, lo que a menudo trae como consecuencia sus asesinatos.

La carencia de investigaciones reales, de aplicación de protocolos de investigación, de conocimiento de los servicios periciales para realizar investigaciones con perspectiva de género, de recursos humanos en las diferentes instituciones ha generado vacíos legales muy importantes, que pueden y deben evitarse.

Mucha gente nos cuestiona, sobre todo en redes sociales, por qué seguimos empeñadas en visualizar el horror, si no es culpa del presidente que un sujeto asesine a su hija o a su esposa, lo cual es cierto. Sin embargo, si el presidente diera pauta a la creación de una Fiscalía Especializada contra las Violencias de Género, no me cabe duda de que se empezaría a acabar con la corrupción y la dejadez que imperan en las fiscalías estatales. Si el Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres) impulsara proyectos reales de prevención en el interior del país, se iniciaría el proceso de concientización y con esto se evitarían tantos crímenes.

Al trabajo que he realizado se han unido de a poco colaboradores que apoyan desde sus trincheras: forenses, investigadores, abogadas… lo que nos ha permitido también coadyuvar a la detención de feminicidas y violadores. Hemos dado identidad a niñas y niños que han sido asesinados y dejados en calles con la intención de que no se sepa quiénes eran; afortunadamente, en más de tres casos dimos con sus familias y con los asesinos.

Al incluir en la educación media y superior una materia humanista que aborde la perspectiva de género, mostrar esta realidad a las y los estudiantes de secundaria, preparatoria y universidad, es posible generar conciencia de que los feminicidios son una dolorosa verdad, que no son historias que sólo ocurren a veces y que lamentablemente la realidad los alcanza cada vez con más frecuencia. Por eso es necesario crear formalidad en ellos y ellas para que se asuman como los actores principales que pueden contribuir a cambiar las cosas en este México y evitar que siga creciendo la violencia feminicida.

Resulta crucial que el Estado mexicano ejerza los tratados internacionales que ha firmado, respetando el artículo primero de la Constitución, en el que se establece: “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece”.

He aquí algunos de los tratados firmados: Convención Sobre Nacionalidad de la Mujer, OEA, Montevideo, Uruguay, 26 de diciembre de 1933; Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Civiles a la Mujer, OEA, Bogotá, Colombia, 30 de abril de 1948; Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer, ONU, Nueva York, Estados Unidos, 20 de diciembre de 1952; Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada, ONU, Nueva York, Estados Unidos, 20 de febrero de 1957; Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, ONU, Nueva York, Estados Unidos, 18 de diciembre de 1979; Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, ONU, Nueva York, Estados Unidos, 6 de octubre de 1999.

Cuando me preguntan qué propongo para erradicar la violencia en contra de niñas y mujeres, la respuesta es sencilla: simplemente que se respeten dichos tratados.

Estamos obligados también, como sociedad, a impulsar cambios en nuestras formas de relacionarnos con los demás, mostrado mucho mayor interés por quienes nos rodean, entendiendo que no se trata de guerra de hombres contra mujeres, encontrando el equilibrio juntos, educando a nuestras nuevas generaciones en pro de la verdadera igualdad, haciendo a un lado la dejadez y el valemadrismo, evitando justificar los crímenes con expresiones como “Ella se lo buscó”, “Por qué no lo dejó antes”, “¿Qué, no se dio cuenta?” y miles más que lo único que provocan es quitarle responsabilidad a los asesinos.

Como medios de comunicación, debemos aprender a informar con perspectiva de género. Evitar publicar frases amarillistas para llamar la atención, como “Monstruoso”, o filtraciones de imágenes que muestran el asesinato de alguna mujer, niña o niño. Evitar señalamientos como “Se presume que pertenecía a un grupo delincuencial”, porque al hacerlo de inmediato se crea el estigma de que ellas provocaron sus asesinatos.

Dígame usted cómo puedo generar su empatía, cómo lograremos que las redes hagan eco de lo alarmante que para “algunas mujeres y hombres” son los feminicidios en el país, un México lleno de historias y de decretos juaristas. Y me refiero a las redes porque ahora son desde donde se visualizan los terribles sucesos que acontecen en México. Cómo lograremos ser escuchadas, dígame cómo.

¿Por qué las olvidamos? ¿Por qué no logramos sentir el dolor de sus hijos, sus padres, sus hermanas, sus amigas? ¿O será acaso el miedo de saber que pueden ser asesinadas las mujeres que están a su lado? Es entonces cuando usted comprenderá que nos están matando y que pocas son las voces que se ocupan de revelar lo que este México lleno de sangre, y al parecer indolente, vive al ignorar las alarmantes cifras de feminicidios.

Dígame cómo dejo de ser necia, cómo dejo de ser mujer. Dígame usted cómo logro que alguien importante en las redes ayude, y entonces los grandes medios lo retomen y consigamos que los feminicidios realmente sean tomados en cuenta.

¿Qué necesitamos para entender que a todos nos están asesinando un poco cada vez que una mujer muere en manos de su pareja, su padre, su hijo o la delincuencia organizada?




El aleteo del murciélago

Por ALEJANDRO PÁEZ VARELA

“El leve aleteo de las alas de una mariposa se puede sentir al otro lado del mundo”.

— PROVERBIO CHINO



CARLOS POZOS, llamado Lord Molécula, escuchaba de pie las respuestas de Andrés Manuel López Obrador. Era la mañana del 25 de agosto de 2020.

“¿Qué decía un liberal potosino, Ponciano Arriaga? Entre más me golpean, más digno me siento. Entonces, vamos. Es lo mismo de los medios, de articulistas, los intelectuales orgánicos: ¿cómo no van a estar enojados si recibían contratos de los grupos intelectuales oficiales?”, decía el Presidente.

—¿Como Nexos? —sugirió Pozos.

—Recibían muchos apoyos del gobierno —siguió López Obrador—. Esas revistas las compraba el gobierno casi todas, casi toda la edición. O sea, las suscripciones. Cuando [Carlos] Salinas, para todos los grupos había recursos; pero esto hasta el gobierno pasado. Vendían libros, documentales, millones de pesos. Por eso callaban, nunca vieron la corrupción. Algunos de ellos tuvieron de maestro a don Daniel Cosío Villegas, que se dedicó a decir que la Revolución mexicana había fracasado; utilizó un término: se tronchó la vida de la Revolución mexicana por la corrupción. Y a estos alumnos se les olvidó don Daniel. Por eso están enojados y firman manifiestos: “Ah, el gobierno es autoritario”. No, es que tenemos que cuidar el dinero del pueblo. Ya no puede haber esos abusos. ¿Cómo es que un escritor, un periodista en México llegaba a recibir libre hasta un millón de pesos mensuales y a veces más? Y residencias y departamentos en el extranjero.

—Y yates —agregó Pozos.

—Y yates —concedió el Presidente—. Se daban la gran vida. Vivían colmados de lujos, de privilegios; viven, porque no se les va a acabar. Pero les quedó el ansia y por eso están enojados. No es que se les limite la libertad, no, no, no. Imagínense cuánto nos estamos ahorrando. Cada año, nada más por no entregar esas subvenciones, mínimo nos ahorramos 20 mil millones de pesos. Es bastante.

Pozos llevaba dos preguntas, independientes a sus agregados a la conferencia en Palacio Nacional. Fue por la tercera, a pesar de que los periodistas suelen criticarlo; dicen que sirve a los propósitos del Presidente y su política de comunicación social; dicen, y lo han reclamado en público, que está allí para ocupar el espacio de otros que pueden durar semanas con la mano levantada.

—Presidente —apuró Pozos—, ¿y por qué no acabar con la publicidad gubernamental a todos los medios? Eso nos haría independientes y libres; que no se dependiera de esa publicidad. Los medios alternativos en su administración hemos recibido un banner, una sola publicidad; y Televisa, radio y periódicos: ellos se han llevado el monto fuerte. Si no existiera eso…

López Obrador buscaba, esa mañana, explicar los videos dados a conocer por otro periodista, Carlos Loret de Mola, en el que aparecen su hermano Pío López Obrador y uno de los colaboradores más prometedores, David León, intercambiando dinero en efectivo. Esos videos fueron un balde de agua fría. Salieron justo cuando se había divulgado otro, en medio de una investigación de la Fiscalía, que involucraba presuntos pagos a legisladores de Acción Nacional (PAN) de parte de Emilio Lozoya Austin para que aprobaran la Reforma Energética de Enrique Peña Nieto.

La pregunta que Pozos puso en la mesa fue una oportunidad para que el Presidente demostrara que podía, en los hechos, reformar la relación de la prensa con el poder; algo más que el discurso; algo más que confrontar cada mañana. Pero, en 20 meses de gobierno, López Obrador había repartido el presupuesto para la prensa según sus propios intereses. Lo mismo que hicieron sus antecesores: dinero para los amigos, algo para taparle el ojo a los opositores y cero para los medios que lo inquietaban o que a su juicio no le servían. La llamada “Ley Chayote” se había aprobado convenientemente el 10 de abril de 2018, antes de que López Obrador ganara las elecciones. El Congreso legalizó —dicho por las organizaciones civiles— la corrupción mediática. Y, 20 meses después, el líder opositor que había prometido un cambio de paradigma seguía utilizándola para premiar o castigar; como garrote o como pago por servicios.

“Vamos a analizarlo”, respondió AMLO a Pozos. “No lo descartemos. Pero yo soy partidario que si se destina una cantidad para garantizar el derecho a informar pues tiene una justificación; además, el pueblo tiene que estar informado y esa es la función de los medios, y además en muchos medios se trabaja, es empleo”.

“Lo que se tiene que buscar también, pero eso tiene que ser iniciativa propia, voluntaria: ahora sí que la prensa se controla con la prensa; se tienen que autorregular, autolimitar. Que no tengan al interior de un medio también tanta desigualdad; que los directivos en aviones, en yates, dándose vida de reyes y los trabajadores ganando muy poco, maltratados; también eso, al interior”, dijo el Presidente. Y pasó a otra cosa.

LA REALIDAD es que la prensa no se regula con la prensa: es la ley de la selva y el poderoso componente del dinero. Así en el pasado. Así hasta hoy.

Cruzados de costilla a costilla por varios sables, los medios intentan mantenerse a flote en un mundo que se les ha volteado, que los cuestiona y amenaza con quitarles el papel preponderante que tuvieron durante décadas. Les acosa que existan las redes sociales (“benditas”, suele decir el Presidente), que vuelven a cada individuo un potencial comunicador. Les acosan los presupuestos comerciales, día a día menos abultados para los medios tradicionales y más orientados a las centrales de medios y a los gigantes mediáticos, como Google, Facebook, YouTube, Twitter, etcétera. Les acosa, a los tradicionales, que deben competir con el cambio tecnológico: las televisoras, con enormes costos, se enfrentan a alguien que tenga un celular y sepa subir sus videos a cualquier plataforma gratuita; los impresos, a la velocidad de internet; los digitales, a que los impresos quieren su mercado y tienen más estructura para competirles. Es un todos contra todos.

Y la prensa mexicana afronta, además, el descrédito. Fueron muchos, muchos años de corrupción; de bonanza con factura para los contribuyentes. Años de recibir dinero público y, a cambio, de rentarse a los intereses de grupos políticos. Años y años de cerrar los ojos al saqueo que a su vez alimentó con linaza y zanahorias a los cuatro jinetes del Apocalipsis nacional: la desigualdad, la pobreza, la violencia y la corrupción. Años de sentarse a la mesa con el poder y de abandonar, salvo muy contadas excepciones, su labor.

Ahora los medios están de cara a su nueva realidad: un Presidente opositor de casi todos ellos; que sufrió en carne propia la desigualdad, el maltrato editorial; que lleva en la alforja —aunque lo niega— infinidad de ofensas; que padeció el linchamiento de una prensa vendida a quien la comparara; un jefe de Estado que ha decidido recortarles dramáticamente la factura de la publicidad y que, además, como lo hicieron sus antecesores, gasta el recurso público para contratarlos con criterios personales, personalísimos: dependiendo de cómo lo trataron, de cómo le conviene hoy. Un Presidente que, si pudiera y si no se lo castigara la Historia (porque le importa la Historia), a muchos de ellos los mermaría, los disminuiría con sus propias manos: como quien aprieta una bolsa de crema; igual que alguien chupa un boli hasta que se le forman venas de que no tiene más.

Pero a esa realidad debemos sumarle otra. Una con la que nadie contaba. Una que se gestó quizás en una cueva en la provincia de Hubei, cerca de Wuhan. El aleteo de un murciélago que se convirtió en una tormenta global: la pandemia.

El viernes 28 de agosto, el secretario de Hacienda, Arturo Herrera, se lo puso así a los legisladores: se acabaron los fondos de estabilización; se acabaron los guardaditos, el colchón; el precio de las coberturas petroleras va a ser menor en 22% en 2021; la deuda pública aumentará —porque está comprometida mayoritariamente en dólares— entre siete y diez puntos del PIB. Si antes había opción de pedir dinero, ahora no. En pocas palabras: viene la peor tormenta que México haya enfrentado en su historia.

Y si el gobierno federal no contempló en casi dos años un salvavidas para los medios —salvo para los favoritos—, la posibilidad en 2021 se ha desinflado aún más. “Imagínense cuánto nos estamos ahorrando. Cada año, nada más por no entregar esas subvenciones [a la prensa], mínimo nos ahorramos 20 mil millones de pesos. Es bastante”, dijo el Presidente en aquella conferencia.

Y para el tramo que viene se ahorrará más, seguramente. El aleteo del murciélago viene como anillo al dedo del Presidente.

EL ALETEO que salió de una cueva en la provincia de Hubei, cerca de Wuhan, acabará con cientos de millones de empleos en todo el mundo. Y también con muchos medios, en México y en el extranjero. Es casi inevitable. Muchos simplemente no sobrevivirán a lo que viene; y algunos serán literalmente rescatados del abismo por el actual gobierno. ¿Cuáles? Si tomamos en cuenta la dinámica de gasto de la actual administración en su política de comunicación social, resistirán la tormenta aquellos que cumplan el único requisito disponible: que estén cerca del poder federal. No lo digo yo: lo dicen los datos.

En el pasado, los medios cercanos al poder fueron beneficiados con la publicidad oficial. En el presente también. Así fue con todos los presidentes y así es hoy, con López Obrador. Felipe Calderón Hinojosa y Enrique Peña Nieto fueron los reyes del derroche. Hoy se gasta muchísimo menos. Pero todos —y desgraciadamente también con el primer presidente de izquierda— han sucumbido a la tentación de proteger a los aliados, sin reglas y sin transparencia, y tratar de regular —a su favor— a la prensa con el dinero.

De acuerdo con los datos de Fundar, organización que documenta el gasto en comunicación oficial del gobierno federal, el pago a medios de comunicación con Calderón Hinojosa llegó a incrementarse en un solo año hasta 501%. Eso sucedió en 2007, en comparación con lo gastado en 2006, último año de Vicente Fox Quesada. El dinero de la publicidad nunca disminuyó en el sexenio de Calderón, ni siquiera en los años de la crisis económica (2008-2009). Todo lo contrario: en ese lapso, las dependencias federales gastaron 12 mil 421 millones 606 mil 600 pesos en satisfacer a la prensa, para rescatarla. En total, en seis años, Calderón gastaría 39 mil 530 millones. Algunos calculan que esa cifra llega hasta 48 mil millones.

El sexenio calderonista inauguró un estilo que duraría 12 años: el sobreejercicio. Es decir, no respetar el monto asignado en el Presupuesto de Egresos de la Federación para medios y gastar más de lo permitido por el Congreso. En 2009, por ejemplo, Fundar detectó que lo gastado en la promoción ya era superior al presupuesto total anual de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS). Así. Los medios felices y con la boca cerrada; una guerra en curso, miles y miles de muertos, y la boca cerrada. Salvo, claro, honrosas excepciones.

Los grandes ganadores con Calderón: Televisa S.A. de C.V. y Estudios Azteca S.A. de C.V. (en adelante TV Azteca), en ese orden; lideran la lista de los medios que más recursos recibieron del erario. En seis años recibieron 7 mil 76 millones 356 mil 90 pesos y 3 mil 809 millones 793 mil 290 pesos, respectivamente. El dinero que recibieron se incrementó 121% para Televisa y 204% para TV Azteca; esto, de 2007 a 2012.

El tercer lugar en la lista de beneficiados por Calderón lo ocuparon varias empresas en distintos años. El calderonismo apostó por las agencias de publicidad y pagó a Olabuenaga Chemistri S.A. de C.V. (195 millones 760 mil pesos), Machado García Serra LLC (555 millones 555 mil pesos) y Clemente Cámara & Asociados Publicidad S.A. de C.V. (mil 239 millones 369 mil pesos). Hacia 2007, Calderón ejerció un gasto en medios por 4 mil 66 millones de pesos. Para su último año de gobierno, el gasto ya fue de más del doble: 8 mil 993 millones. Todo sin control. Todo a discreción. Los medios se alinearon con enorme facilidad a sus convocatorias. La guerra se contó en libros; la prensa apenas hizo su trabajo.

En los siguientes seis años, lo mismo pero peor. Enrique Peña Nieto, el hombre que regresó el poder presidencial al Partido Revolucionario Institucional (PRI), gastó 60 mil 237 millones de pesos en publicidad oficial. Un nuevo récord. La cifra creció año con año comparada con sí misma y con la de Calderón. Fundar y Artículo 19, esta última una organización internacional, mostraron que 48% se repartió a sólo diez medios de comunicación. ¿Los beneficiados? Televisa y TV Azteca de nueva cuenta: ganaron 10 mil 303 millones 562 mil 145 pesos y 6 mil 295 millones 168 mil 18 pesos, respectivamente.

Varias empresas se disputaron el tercer lugar. A diferencia de Calderón, que optó por agencias nacionales e internacionales, Peña Nieto y su equipo pagaron directamente a los medios: Excélsior, El Universal, Grupo Fórmula, Organización Editorial Mexicana (OEM), Grupo Imagen, La Jornada, Milenio Diario y El Financiero se sirvieron con la cuchara grande. Y también hubo pagos directos a periodistas… ahí los beneficiados fueron Óscar Mario Beteta, Beatriz Pagés, Callo de Hacha, Raymundo Riva Palacio, Joaquín López-Dóriga, Ricardo Alemán, Adela Micha y Pablo Hiriart.

Aunado a eso, Peña Nieto reforzó los sobreejercicios que inauguró Calderón. En 2013, la variación entre el presupuesto aprobado y el ejercido fue superior en casi 50%; en 2014, fue 35% mayor; en 2015, 80%. Para 2016 fue 133.58% superior y en 2017 se gastó 200% más: una locura de dinero: 7 mil 160 millones 622 mil 278 pesos extras. Aprendió pronto a gastar lo que no era de él, como su antecesor. Y lo hizo a manos llenas.

Curiosamente, el presidente que más dinero ha gastado en comprar medios en toda la historia es también el que cerró con la peor calificación desde que existen las mediciones.

Los sexenios tanto de Calderón como de Peña quedaron marcados por la discrecionalidad. Miguel Ángel Osorio Chong emitió estrategias de comunicación oficial sin que contaran con presupuesto autorizado; incrementó el gasto a ese rubro sin rendir cuentas ni justificar la decisión; no informó de todo el gasto de publicidad en la base de datos pública de Comunicación Social de la Secretaría de la Función Pública (SFP) y se dio el dinero a medios de comunicación sin estudios previos, es decir, se les pagó sin tener la certeza de que las campañas difundidas en esas vías tendrían el efecto esperado. Calderón y Peña hicieron todo para huir de la transparencia y para —gracias a ello— satisfacer la voracidad de los medios y periodistas aliados.

La Auditoría Superior de la Federación (ASF) reportó que el incumplimiento en el buen manejo de las campañas de publicidad oficial causó, en un solo año, un posible daño por 2 mil 826 millones 40 mil 517 pesos al erario, sobre todo por incrementos sin justificación. Ocurrió con Osorio en Gobernación. La mala gobernanza, como lo señaló la ASF, provocó que se pagara a medios hasta 7 mil 298 millones 345 mil pesos extras al año.

Muchas cosas se corrigieron con la llegada de López Obrador al poder. Pero las principales, transparentar criterios y establecer reglas democráticas para la asignación del recurso, se ignoraron. El dinero da poder y la discrecionalidad sabe, cuando se trata de recursos públicos, a miel. Sea quien sea el gobernante, sabe a miel. Lo sabemos hoy.

DESDE LA CAMPAÑA, Andrés Manuel López Obrador aseguró que en su administración no se repetiría el despilfarro de dinero público en propaganda. Llegado al gobierno, lo cumplió: para su primer año, 2019, el gasto en publicidad oficial fue de 3 mi 151 millones 454 mil 163 pesos, cifra que supuso una disminución del 65% respecto al año anterior. Para 2020 todavía no hay cierres, pero parece que será un gasto aún menor.

Hasta ahí, se trataría de una promesa cumplida. AMLO aseguró que el gasto se reduciría a la mitad. Sin embargo, la promesa quedó incompleta. Se detuvo el despilfarro, pero las asignaciones discrecionales continuaron. El informe de 2019 de Fundar y Artículo 19 exhibió la falla: “Las malas prácticas no han cambiado”. Lo que las organizaciones dicen es que persiste la ausencia de reglas claras para la asignación y distribución de la publicidad oficial. Y persisten, dicen, “los vicios y malas prácticas, como la concentración y discrecionalidad en la asignación presupuestaria y la desigualdad en la distribución”.

Lo más extraño, lo más incomprensible, es que López Obrador haya caído redondo a los embelesos de Televisa y TV Azteca. Se colocan a la cabeza en el reparto desde su primer año, con 360 millones 253 mil 325 pesos y 346 millones 891 mil 549 pesos, respectivamente. Y en tercer lugar quedó La Jornada, cercana al corazón del Presidente de izquierda. Le dio 251 millones 646 mil 668 pesos. El mismo Jesús Ramírez Cuevas, su hombre de medios, es hijo de ese diario. No importó. Coronó al viejo diario de dinero.

Lo demás, lo de siempre: Medios Masivos Mexicanos, 178 millones 826 mil 666 pesos; Grupo Fórmula, 115 millones 70 mil 771 pesos; Imagen Televisión, 93 millones 605 mil 146 pesos; El Universal, 85 millones 186 mil 416 pesos; Edición y Publicidad de Medios de los Estados, 72 millones 749 mil 630 pesos; Milenio Diario, 67 millones 271 mil 804 pesos, y Grupo Radio Centro, 66 millones 291 mil 801 pesos.

La lista de los medios beneficiados por Andrés Manuel muestra, además, que desde el primer año ingresó a la nómina a medios que hasta hace poco no figuraban. Todos, claro, con alguna historia cercana a su corazón: Edición y Publicidad de Medios de los Estados, S. de R.L. de C.V.; Centro de Cultura Nuestra América, A.C.; Organización Editorial Acuario, S.A. de C.V., y MM On Line S.A. de C.V. Como ya se indicó, Edición y Publicidad de Medios de los Estados recibió 72 millones 749 mil 630 pesos. De acuerdo con un contrato de esta empresa con el Banco Nacional de Obras (Banobras), la agencia brinda publicidad en medios como El Diario de Yucatán, El Siglo de Torreón, Plaza de Armas (Querétaro), El Siglo de Durango, Noroeste (Culiacán y Mazatlán) y Noticias Voz e Imagen (Oaxaca).

El Centro de Cultura Nuestra América, A.C., que es el diario Por Esto!, recibió en el último año 60 millones 821 mil 365 pesos. Ese medio de comunicación, portal y diario impreso, tiene presencia en la península de Yucatán. El periódico, fundado por Mario Menéndez, fue considerado por López Obrador en 2014 como “el diario del país que más espacio dedica a Morena”. Ciertamente, Menéndez es un hombre con corazón de izquierda, con la agenda comprometida en buenas causas y castigado siempre por los presidentes, pero la forma en la que López Obrador le respondió, sin reglas y con discrecionalidad, borra parte de la hazaña.

La Organización Editorial Acuario, que es el periódico Tabasco Hoy de Grupo Cantón, recibió 50 millones 923 mil 510 pesos. El dueño de este medio, Miguel Cantón Zetina, presume una amistad con el Presidente en fotografías y entrevistas. En 2018, antes de las elecciones, López Obrador visitó las instalaciones del periódico. Se presumió en la portada. Muchos dicen que lo que sucede en el entorno de Cantón Zetina no es el mejor ejemplo del periodismo honesto, pero apostó por AMLO y recibió su recompensa.

MM On Line, que representa a El Diario de Juárez (Chihuahua), Diario Presente (Tabasco), El Mañana (Tamaulipas), El Popular (Puebla), Grupo Sipse (Yucatán y Quintana Roo), El Imparcial (Sonora), La Voz (Michoacán), Provincia (Michoacán) y Vanguardia (Saltillo), recibió su parte: 41 millones 191 mil 901 pesos. Poca gracia en ello. Así recibieron de Fox, de Calderón, de Peña.

NO CREO QUE EXISTA un político contemporáneo en el que se haya invertido tanto dinero como en Andrés Manuel López Obrador. Miles de millones de pesos en él, pero para desinflarlo, para derrotarlo. Y gran parte de ese dinero ha caído en manos de la prensa mexicana, y en periodistas en particular. Aun así, en 2018 los electores hicieron historia: derrotaron los miedos inflados con esos recursos, a punta de campañas negras, y más de 30 millones de votantes depositaron en él su confianza. El país está cansado de tanta tranza, de tanto saqueo, de tanta corrupción, de tanta impunidad y de tantas ofensas. Y las familias están hartas de no ser tomadas en cuenta: de gritar al vacío su desesperación, sin eco. Sintieron que López Obrador podría responder a su hartazgo.

Sólo el tiempo dirá si el primer presidente de izquierda en la historia (al menos) contemporánea podrá responder a sus expectativas. En el tema de la seguridad, se ve difícil que cumpla a la demanda de pacificar a la nación en guerra. En la economía, uf: es el mundo el que se viene abajo. Queda la corrupción y la impunidad: ¿podrá López Obrador lograr un cambio o se quedará sólo en golpes espectaculares como hasta ahora? ¿Podrá reformar y construir instituciones que lo trasciendan?

En la relación poder-prensa —que es corrupta—, lamento decirlo, seguimos igual. O peor, si se toma en cuenta la expectativa de cambio que se había generado. El Presidente suele usar la frase de “no somos iguales”, pero, lamento de verdad insistir en ello, sí son iguales. Hasta hoy. Y en esta madrugada que escribo este texto se habían cumplido 20 meses del nuevo gobierno. Más de 600 días de lo mismo.

La crisis que vivimos ha generado una gran incertidumbre. Es una crisis de salud pública que se volvió una crisis económica y que, a su vez, cayó en un terreno en llamas: crisis social (pobreza, desigualdad), crisis de seguridad, crisis de corrupción e impunidad e, incluso, crisis de valores. Y cuando el futuro es más incierto, la gente, usted y yo, nos agarramos al presente con desesperación: quién sabe qué pase mañana, así que necesitamos respuestas hoy.

Me parece que López Obrador debe pensar en respuestas inmediatas. Atreverse a las respuestas inmediatas; deshacer planes y recomenzar, si es necesario. Queda tiempo: cuatro años; y no queda nada porque la vida se va. Apostar a medianos o (peor) largos plazos es lanzar una moneda al aire cuando los toros vienen en estampida o cuando la tormenta —que vino del aleteo de un murciélago en Wuhan— arranca árboles de raíz y desgaja cerros.

AMLO había prometido hacer su aportación a una prensa libre de corrupción y malas mañas. No soy alguien que respete a Lord Molécula (él mismo se llama así), porque ni siquiera lo conozco, pero, hasta hoy, su propuesta de eliminar por completo la publicidad a la prensa, si es que no se le puede repartir con reglas claras y transparencia, me parece lo más sensato. Sí, lo más sensato. Y es la propuesta de alguien que, creo, ni siquiera representa a un medio. Así andan las cosas en estos días. Desgraciadamente, así estamos.

—Con investigación de la periodista Daniela Barragán




Pacificar México

Por RICARDO RAPHAEL

ANDRÉS MANUEL López Obrador no arrebató el poder a nadie, lo halló tirado en uno de los rincones más oscuros de la historia mexicana. En julio de 2018, fecha en que se celebraron los comicios que le entregarían el mandato presidencial, conspiraba contra el país una fila de males muy ingratos relacionados con la violencia, la corrupción, la impunidad y la desigualdad.

Durante ese año, el malestar desbordó los ánimos de una mayoría que acudió a las urnas exigiendo un cambio de raíz. De acuerdo con las encuestas de la época, ocho de cada diez personas manifestaban animadversión frente al statu quo. La misma proporción afirmaba que el país iba por un rumbo equivocado.1

Poco más del 53% del voto emitido en julio de 2018 confió en López Obrador como la mejor alternativa para que se produjera la transformación. Las otras opciones que aparecieron en la boleta no obtuvieron credibilidad suficiente para traducir las pretensiones de cambio.

En la fecha de los comicios, la inseguridad era la preocupación principal del electorado, seguida muy de cerca por los problemas económicos. Respecto a la economía, el reclamo estaba ligado a los ingresos familiares y también a las precarias oportunidades de empleo. En un distante tercer lugar se ubicaba la corrupción y luego la política.2

El mandato más importante para López Obrador fue la pacificación de un país desgarrado severamente por 12 años de una crisis que arrebató la vida y el patrimonio a decenas de miles de mexicanos.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), durante la administración de Felipe Calderón Hinojosa murieron asesinadas 127 mil 163 personas. En el gobierno de Enrique Peña Nieto se añadieron 156 mil 437 homicidios. En total, las muertes violentas, entre 2007 y 2018, rondan las 283 mil.3 A la cifra anterior se suma el número de personas desaparecidas durante ese mismo periodo: 73 mil víctimas, según datos oficiales actualizados.4

En 2018, uno de cada tres hogares reportó haber sido víctima de la delincuencia. El robo a mano armada en el transporte y los espacios públicos, así como la extorsión y el fraude, aparecen en la lista de los delitos más frecuentes.5 A esta fotografía de la época se suman, en promedio, 80 mil secuestros por año.6

Durante los últimos tiempos, la tasa delictiva en México creció a un ritmo de 3.3%.7 Como consecuencia, se desplomó la confianza en el gobierno respecto a su capacidad para lidiar con el fenómeno delictivo. Las instituciones responsables de conducir la política criminal dejaron de ser creíbles para la gran mayoría de las personas. En 2018 sólo el 19% de la población tenía confianza en la policía, 23% en el Poder Judicial, 16% en el gobierno, 22% en el Congreso y 11% en los partidos políticos.8 Cabe destacar que no todas las instituciones del Estado eran vistas con la misma desconfianza: cuando el actual presidente arrancó su mandato, la Marina y el Ejército tenían tasas de aprobación que rondaban el 50%.9

La falta de confianza en las instituciones civiles se expresa en la infrecuencia con que las personas denuncian los delitos ante la autoridad. Policías y Ministerios Públicos únicamente tienen noticia del 7% de los crímenes cometidos; es decir que 93% de los delitos que ocurren en México suceden a espaldas del poder público.10

Esta desconfianza social encuentra explicación en la débil eficiencia de las instituciones responsables de investigar, procurar y administrar la justicia. Del total de denuncias presentadas, más de la mitad no tienen ninguna consecuencia y únicamente dos de cada 100 asuntos criminales logran una sentencia condenatoria.11

El fenómeno de la criminalidad no se comporta de manera homogénea ni estable dentro del territorio mexicano. En 2018, entre las regiones más peligrosas destacaban los estados de Baja California, Coahuila, Nuevo León, Aguascalientes, Jalisco, Estado de México, Guerrero, Ciudad de México, Tabasco, Puebla, Zacatecas e Hidalgo.12

La incidencia delictiva impacta también con arbitrariedad dependiendo del género y la edad de las víctimas. Así lo muestra la percepción de riesgo que domina entre las mujeres: 81% de las personas del sexo femenino valoran su circunstancia como muy riesgosa.13 El despliegue del fenómeno del feminicidio ha colocado el tema de la violencia contra las mujeres en el centro del debate público.

De su lado, personas de entre 19 y 25 años son las principales víctimas del fenómeno criminal.14 Entre las 300 mil muertes y 73 mil desapariciones hay de manera desproporcionada jóvenes humildes. Las cárceles también están pobladas por varones que se encuentran en ese rango de edad. Este dato no quiere decir que se trate de victimarios confirmados, sino de individuos que pertenecen al sector más vulnerable a la hora de topar con las arbitrariedades policiales.

Como causa principal de violencia están las organizaciones criminales dedicadas al cultivo y comercio de drogas ilícitas, el robo de combustible, la extorsión, la trata de personas y migrantes, así como al secuestro. Se trata de empresas que controlan aspectos importantes de la vida cotidiana de las personas que habitan regiones relativamente amplias.

La violencia sucede con mayor intensidad ahí donde estas empresas se disputan la frontera de su actividad delictiva. Se trata de unidades económicas acostumbradas al uso extremo de la violencia para imponerse sobre sus adversarios. Compiten con las instituciones formales que, al mismo tiempo, pretenden, y muchas veces logran, penetrar y corromper. Su lógica es financiera y también de guerra: ocupan el territorio para extraer rentas de la economía local, así como para asegurar impunidad respecto a sus actividades ilegales.

En el transcurso de los últimos 20 años, esas empresas han sofisticado los mecanismos de control hacia el resto de la sociedad y también respecto a la disciplina interna. En 2018 destacaban entre tales organizaciones el Cártel Jalisco Nueva Generación (CJNG) y el Cártel de Sinaloa, pero estas grandes empresas coexisten con otras de talla menor, como el Cártel del Noreste, La Familia, el Cártel de Santa Rosa de Lima (CSRL), los Guerreros Unidos o los Rojos, entre muchas otras.

En la mayor parte del territorio mexicano, las poblaciones han tenido que normalizar la presencia de estas expresiones criminales y contemporizar con los costos materiales y humanos que implica su asimétrica dominación.

Sucede que algunas de las autoridades responsables de combatir a estas empresas se han vuelto cómplices de sus actividades ilegales. Con una frecuencia indeseable se prestaron al peligroso juego de apoyar a un determinado grupo criminal en la disputa contra sus adversarios. En estas circunstancias, el Estado —en vez de perseguir el delito— termina siendo la metralla utilizada por unos para erradicar a otros.

Estas unidades económicas cuentan con capacidad relevante para reclutar masivamente recursos humanos jóvenes. Su poderío permite pagar retribuciones muy por encima del mercado laboral y ofrecen oportunidades de progreso material, estimadas atractivas, dada la limitada movilidad social existente en el resto del edificio social.

En contraste, el poder público no ha sido capaz de hacer contrapeso a estas organizaciones debido a una prolongada política económica cuyos resultados han sido francamente malos para la mayoría de la población. En promedio, el país no ha crecido a una tasa anual superior al 2% durante los últimos 12 años.15 En simultáneo, la creación de empleo remunerado, estable y protegido por los mínimos derechos laborales decrece año con año.16

La ausencia de oportunidades y empleo no conducen, en automático, a participar dentro de las filas del crimen organizado. Sería frívolo y simplista afirmar tal cosa. Sin embargo, este contexto de incentivos perversos debe ser observado a la hora de explicar el reclutamiento exitoso de las diferentes empresas delictivas.

Añade al desastre aquí descrito la austeridad prolongada sobre los presupuestos gubernamentales relacionados con la política criminal. Dados los niveles de impunidad, sorprende la subinversión que el país ha mantenido durante un muy largo periodo respecto a instituciones fundamentales como la Policía, el Ministerio Público, la Justicia o las Cárceles.

Mientras las empresas criminales crecieron en personal entrenado para defender su respectivo territorio, el Estado mexicano fue incapaz de ampliar el número de funcionarios civiles asignados para resguardar el orden público.

En 2018, el país contaba únicamente con el 50% del personal policial necesario.17 En esta hebra destaca que, en la misma época, hubiesen únicamente 3.53 agencias del Ministerio Público por cada 10 mil habitantes y que la proporción de sus funcionarios, respecto a los expedientes delictivos, haya descendido sistemáticamente durante la década previa. Por cada mil delitos cometidos, México cuenta apenas con cinco agentes responsables de resolverlos.18

La situación es igual de preocupante en lo que toca al número de jueces disponibles. Mientras México tiene 2.17 jueces por cada 100 mil habitantes, en el resto del mundo el promedio es de 17.8.19 En este contexto no sorprende el inmenso rezago que presentan los tribunales mexicanos.

El último eslabón de la política criminal exhibe problemas parecidos. La misma práctica ineficiente de austeridad llevó a que los reclusorios del país carezcan de suficiente personal: cuentan con la mitad de los custodios requeridos, según los promedios internacionales, y también la proporción respecto al número de reclusos disminuye todos los años.20

Una política absurda de restricción presupuestal ha sido responsable del retraimiento del Estado, justo cuando la sociedad estaba sufriendo mayor violencia a manos de empresas criminales cada vez más ricas y poderosas.

A este respecto, entre las instituciones que participan en la ejecución de la política criminal mexicana, sólo las Fuerzas Armadas han recibido inversión presupuestaria creciente. Entre 2013 y 2018, la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) obtuvo un incremento de 485% y la Secretaría de Marina (Semar) multiplicó su presupuesto en un 239%.21

Esta decisión deliberada de los gobiernos anteriores explica por qué el país consiguió una nómina aproximada, entre soldados y marinos, de 269 mil efectivos.22 Esta cifra dobla el número de policías pertenecientes a la Federación, los estados y los municipios.23

Si bien, antes de marzo de 2019, la Constitución prohibía el uso de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad pública, desde finales del siglo pasado, y destacadamente a partir del año 2007, se encontraron mecanismos jurídicos para eludir el mandato de la ley. Sin decretar estado de excepción, se utilizó al Ejército y la Marina para enfrentar a las organizaciones criminales más peligrosas.

Puede decirse que, durante las administraciones de Felipe Calderón Hinojosa y Enrique Peña Nieto, las Fuerzas Armadas fueron el principal recurso de la política criminal en manos del Estado mexicano.

Grosso modo este es el contexto de arranque a propósito del fenómeno criminal que encaró Andrés Manuel López Obrador al comienzo de su gestión presidencial.

Destacan el malestar creciente hacia la inseguridad, la impunidad y la corrupción, así como una disposición amplia para emprender un cambio que atendiera las raíces del problema.

También domina el escenario la presencia de una serie de empresas criminales arraigadas en regiones extensas del país, las cuales compiten contra instituciones ineficientes e insuficientes a la hora de enfrentar el desafío criminal. Hacia 2018, sólo las Fuerzas Armadas habían recibido una inversión pública robusta para enfrentar el fenómeno.

A la política de austeridad detrás de estas decisiones equivocadas se suma una política económica que mantuvo tasas muy bajas de crecimiento y que fue incapaz de generar empleos formales y estables para las poblaciones más jóvenes.

Con base en las preocupaciones reflejadas en las encuestas previas a la elección presidencial,24 puede afirmarse que la gente votó por Andrés Manuel López Obrador para que pacificara al país, para que combatiera las razones de la impunidad detrás de la violencia y también para que atendiera el contexto económico de precariedad y desigualdad relativos al fenómeno criminal.

Una transformación radical de la política criminal

La política criminal es el instrumento que los Estados utilizan para contrarrestar hechos que sus leyes definen como delictivos: “Es el conjunto de respuestas que un Estado estima necesario adoptar para hacer frente a conductas consideradas como reprochables o causantes de perjuicio social con el fin de garantizar la protección de los intereses del Estado y de los derechos de los residentes en el territorio bajo su jurisdicción”.25

Cada gobierno, en función del contexto, la legislación y los valores culturales de la población gobernada, define cuál es el repertorio de respuestas prioritarias para reducir la incidencia delictiva. La política criminal incluye una lista amplia de componentes estimados como estratégicos. El arco de temas abarca algunas acciones de la política social, atraviesa por las acciones relativas a la prevención del delito o a la reinserción de las personas que previamente estuvieron en prisión.26

Destacan las responsabilidades en materia de seguridad pública, las instituciones dedicadas a la investigación criminal, las normas jurídicas que tipifican los delitos y precisan las penas, la actuación de los tribunales, así como las políticas carcelarias y poscarcelarias.

Suelen ser también considerados como parte de la política criminal los incentivos económicos empleados para alentar comportamientos determinados o las acciones gubernamentales que promueven el cambio cultural. Son igualmente relevantes las políticas tecnológicas que buscan modernizar, por ejemplo, los servicios periciales, la instalación de dispositivos de vigilancia o los recursos utilizados para inhibir el abuso de la autoridad y la violación de derechos humanos.

Es un error suponer que uno solo de los componentes de la política criminal puede resolver el conjunto. Tan importante es la política social o la seguridad como la tipificación adecuada de los delitos, la investigación o la ejecución de sentencias. Acaso uno de los equívocos más graves durante las administraciones previas fue la concentración de todos los esfuerzos en la seguridad pública en demérito del resto de los temas.

La violencia experimentada en México, entre 2007 y 2018, prueba el fracaso de la política criminal del Estado mexicano durante esos años terribles. De ahí que hayan resultado tan atractivas las promesas del candidato Andrés Manuel López Obrador. Desde 2012, este político se decantó en contra de las estrategias emprendidas por sus antecesores. Argumentó que “la inseguridad no debía combatirse sólo con medios coercitivos, sino también con programas que ayuden a reestablecer el tejido social y alejen a la gente de la delincuencia organizada”. Refirió concretamente que el Estado debía garantizar empleo, bienestar y atención a los jóvenes.27

Respecto a las Fuerzas Armadas, fue enfático: “No debe seguir exponiéndose al Ejército, no socavarlo; [hay que] regresarlo [a los cuarteles] en la medida en que se vaya profesionalizando la policía”. López Obrador prometió que esa transición no tomaría más de seis meses.28

En 2018, como candidato presidencial, acuñó la frase “Abrazos, no balazos”, para marcar distancia respecto a las políticas fallidas. Optó por un discurso de corte pacifista y desmilitarizado que pretendía atender las razones de la violencia vinculadas con la pobreza y la desigualdad.

La iniciativa de retirar a las Fuerzas Armadas de las tareas de seguridad pública fue consonante con el análisis que diversos especialistas ofrecieron a propósito del incremento de la violencia en las regiones del país donde antes hubo despliegue militar. En México se ha producido evidencia suficiente para constatar consecuencias indeseadas cuando las Fuerzas Armadas participan en la persecución del crimen organizado.29

Tales antecedentes llevaron a suponer que el triunfo de López Obrador en las urnas, en julio de 2018, significaría un cambio de raíz en la política criminal. Sin embargo, algunas promesas del aspirante presidencial fueron desechadas por el futuro mandatario. “Es distinto ser candidato que ser gobernante”, advirtió también López Obrador meses antes de lograr el triunfo.30

Una vez electo anunció que la estrategia de su gobierno tendría como ancla principal la creación de una Guardia Nacional, la cual debía surgir de la colaboración entre las autoridades civiles y militares.31 En concreto, propuso incorporar personal militar dentro del nuevo cuerpo policiaco. Justificó esta decisión a partir de la cifra de efectivos de policía con que contaban realmente las instituciones federales. De acuerdo con los números expuestos, la Policía Federal, por extinguirse, tenía únicamente 25 mil integrantes; un total limitado para atender la incidencia delictiva en un país con 127 millones de habitantes.

Por tanto, se volvía imperativo sumar elementos de la Marina y la Defensa Nacional para que la nueva Guardia Nacional pudiera alcanzar, en un breve lapso, la talla necesaria. El problema vino cuando el presidente convino con los altos mandos de las Fuerzas Armadas que serían ellos los encargados de reclutar, formar, disciplinar y dirigir a la nueva Guardia.

El 28 de febrero de 2018, el Congreso aprobó las reformas constitucionales que dieron origen a la naciente institución. Entre ellas se añadió un artículo transitorio que permitió a la actual administración prolongar por cinco años más la responsabilidad de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad pública. La Legislatura argumentó que ese era el periodo necesario para que la Guardia Nacional pudiese ocuparse por entero de sus responsabilidades.

La reforma constitucional entró en vigor el 27 de mayo de 2019. Para esa fecha fue evidente que el nuevo cuerpo sería dominantemente militar. De los 25 mil policías federales que debían incorporarse, sólo aceptaron ingresar 18 mil.32 Probablemente no estuvieron dispuestos a someterse al mando militar, encabezado por el general en retiro Luis Rodríguez Bucio. En los hechos, ocho de cada diez nuevos guardias nacionales provinieron de las filas castrenses.33 Así fue como el régimen transitorio para desmilitarizar la seguridad pública terminó militarizándola, a nivel federal, casi por completo.

Con esta decisión, el gobierno de Andrés Manuel López Obrador refrendó como elemento principal de la política criminal del Estado mexicano el componente de la seguridad y, al interior de esta, el papel protagónico de las Fuerzas Armadas.

El segundo componente, presentado también desde el arranque de su administración, fue la política social dirigida a ofrecer alternativas para las poblaciones jóvenes. El programa emblema de esta acción preventiva lleva por nombre “Jóvenes construyendo el futuro” y atiende a más de un millón 300 mil personas de edades que oscilan entre los 18 y los 29 años, quienes no cuentan con empleo ni están estudiando.

Con este programa se cumplió la promesa de campaña destinada a desincentivar la incorporación de personas jóvenes a las filas del crimen organizado. Sin embargo, la oferta de una transformación de raíz en la política criminal quedó pendiente. No sólo porque profundizó la militarización de la seguridad pública, sino también porque descuidó otros componentes, como la inversión en las policías locales, la multiplicación de agencias del Ministerio Público y juzgados penales, así como la atención a la política carcelaria. La actual administración olvidó, como lo hicieron sus antecesoras, que la política criminal es más amplia que sus partes.

En lo que respecta a la lucha contra la violencia, lo urgente suele ganarle a lo esencial y por ello siempre se terminan pagando costos elevados. Transcurrido el tiempo, la política criminal lopezobradorista no ha brindado buenos resultados. En esta materia, el rumbo del país continúa preocupantemente errado.

El año más extraño de nuestras vidas

El primer episodio del fracaso en la política criminal de Andrés Manuel López Obrador ocurrió durante la jornada del jueves 17 de octubre de 2019. Ese día fue capturado, en Culiacán, Sinaloa, Ovidio Guzmán López, hijo del legendario Joaquín El Chapo Guzmán, y uno de los actuales mandos dentro del Cártel de Sinaloa.

Antes de que fuera trasladado fuera de esa ciudad, un nutrido grupo miliciano tomó control de la capital sinaloense. Los accesos fueron bloqueados por vehículos en llamas y la población experimentó terror mientras escuchaba la metralla constante disparada con armas de alto poder.

Ante la reacción provocada por la captura del presunto delincuente, el presidente López Obrador ordenó su liberación. Este episodio constató públicamente la fragilidad en la que se encuentra el Estado mexicano. Hubo voces que reprocharon al presidente por haber cedido ante el chantaje y la extorsión de los criminales.34 El mandatario se defendió argumentando como preferible la liberación sobre un eventual derramamiento de sangre inocente.35

La política criminal de los gobiernos también se ejecuta a partir de precedentes de éxito o fracaso institucional. Este episodio fue muy desafortunado, pues confirmó que hay ciudades y regiones enteras donde el Estado constitucional está subordinado al poder de las empresas criminales. También ratificó que esas organizaciones cuentan con recursos difíciles de superar por la fuerza pública. Más importante fue la constatación de que la política de “Abrazos, no balazos” podría significar aún más balazos.

En el primer año de gobierno, la administración de López Obrador añadió a la cuenta del terror poco más de 30 mil homicidios dolosos. Durante el primer trimestre de 2020 se registraron 8 mil 585 homicidios, cifra superior en 13.5% a la alcanzada durante el mismo periodo en 2019.36 Si esta tendencia continúa, probablemente durante el segundo año de la administración se habrán sumado otras 33 mil víctimas.

Sorprende que el confinamiento por la pandemia de coronavirus no haya hecho remitir al fenómeno criminal. La pugna entre empresas ilegales continúa siendo fuente originaria de violencia. Destaca la disputa feroz entre el CJNG y el CSRL por el control del Bajío. Se añade también la confrontación entre la primera organización y el Cártel de Sinaloa, así como la batalla interna dentro de esa otra empresa criminal, entre los hijos de Joaquín Guzmán Loera e Ismael Zambada García.

El viernes 26 de junio de 2020 tuvo lugar otro lamentable episodio, esta vez en la Ciudad de México. El secretario de Seguridad Pública de la capital del país, Omar García Harfuch, recibió siete tiros en un atentado en el que perdieron la vida dos agentes de su escolta y una ciudadana que pasaba por el lugar. El funcionario logró salvar la vida.

De acuerdo con García Harfuch, el CJNG fue el responsable de la agresión, la cual exhibió, de nuevo, cuán lejos pueden llegar esas empresas. Eventos como este, o el de la liberación de Ovidio Guzmán, así como la acumulación de homicidios, alimentan una percepción ciudadana cargada de alarma.

A este respecto, destacan las protestas para denunciar la violencia contra las mujeres. María Salguero, responsable del Mapa del Feminicidio en México, apunta que sólo entre el 16 marzo y el 30 abril de 2020 se cometieron 405 feminicidios en el país. El confinamiento por la pandemia no tuvo incidencia en ese fenómeno criminal. Salguero asegura que el 10% de dichos asesinatos están relacionados con violencia intrafamiliar, mientras que el grueso de las muertes tiene como causa las disputas antes referidas entre las empresas criminales. Al parecer, su dinámica de control y violencia incluye cegar la vida de mujeres cuyos cuerpos son utilizados como mensaje de guerra.37

A pesar de esta evidencia, el presidente López Obrador no ha querido conceder legitimidad plena a la demanda de los movimientos feministas. El hecho de que numéricamente sean más varones que mujeres las víctimas de la violencia conduce frecuentemente a descalificar la saña y el envilecimiento que rodea al feminicidio.

Cuando la pandemia del coronavirus comenzó a descender, la ola de violencia remontó con virulencia. El sábado 20 de junio, un grupo de pistoleros secuestró a diez varones en los alrededores de Caborca, Sonora; sus cuerpos sin vida fueron a parar a la cuneta de una carretera.38 Al día siguiente, las autoridades de Jalisco encontraron 75 bolsas con restos humanos dentro de varias fosas clandestinas.39 Setenta y dos horas después, 16 personas perecieron en Tepuche, Sinaloa, debido a un presunto ajuste de cuentas dentro del Cártel de Sinaloa.40 El viernes 26 de junio fueron halladas 14 personas asesinadas en las proximidades de Fresnillo, Zacatecas.41 El martes 30 de junio se sumaron otras 15 víctimas de la comunidad de San Mateo del Mar, en las costas de Oaxaca,42 y el jueves 2 de julio se agregaron 28 homicidios en Irapuato, Guanajuato.43

El retrato del horror no permite interpretaciones: la política criminal del gobierno lopezobradorista está dando malos resultados. Si bien es cierto que 18 meses son tiempo insuficiente, también lo es que no hay argumentos que permitan defender las decisiones de política criminal tomadas por la actual administración.

Sin embargo, ante las masacres relatadas, el gobierno federal optó por profundizar las acciones caracterizadas por la presencia visible y masiva del las Fuerzas Armadas a lo largo y ancho del país.

El lunes 11 de mayo de 2020, la Presidencia de la República emitió un acuerdo mediante el cual se ordenaba el despliegue de efectivos de la Defensa Nacional y la Marina sobre el conjunto del territorio. En dicho acto jurídico se autorizó que las Fuerzas Armadas realicen detenciones, incauten bienes, interroguen, preserven la escena del crimen e investiguen hechos delictivos.44

De esta manera, el presidente López Obrador confirmó a las Fuerzas Armadas como la principal institución responsable de la seguridad pública, relegando a un segundo plano cualquier otro cuerpo, federal o local, con atribuciones policiales o ministeriales.45

Después de los actos violentos mencionados, el gobierno federal potenció en cantidad y extensión el despliegue militar. Se acabaron, pues, los abrazos para pasar a otra cosa. La maniobra es histórica: ni Felipe Calderón ni Enrique Peña Nieto emprendieron una movilización así de grande.46

La Guardia Nacional, integrada abrumadoramente por militares, recorre las fronteras norte y sur del país, así como las principales ciudades, con 76 mil efectivos fuertemente armados. Acompañan a este operativo militares de las distintas zonas que conforme avanza este año han abandonado las casernas para patrullar carreteras, puertos y caminos rurales. Con el pretexto tardío de que debía atenderse la pandemia del coronavirus, a partir del mes de junio de 2020 miles de efectivos han sido movilizados portando un brazalete con la insignia del Plan DN-III, previsto para los desastres naturales. Esta medida ayudó a justificar la presencia de decenas de miles de soldados y marinos en prácticamente todos los rincones de México.

La contraprestación que el poder civil está dispuesto a ofrecer al poder militar no pareciera tampoco tener límites. Una vez que la política criminal se volvió una misma con la política de guerra, López Obrador optó por ofrecer un respaldo sin restricciones a las Fuerzas Armadas.

A partir de la presión estadounidense para reducir los flujos centroamericanos se entregó a la Guardia Nacional el control de la política migratoria: 15 mil integrantes de este cuerpo recién creado fueron destacados en las dos fronteras mexicanas para inhibir el paso de las caravanas provenientes del sur del continente.

En fecha más reciente, la Marina recibió el encargo de administrar todos los puertos y las aduanas del país. También se le encomendó la educación náutica y el desarrollo de la marina mercante.47

Por su parte, la Defensa Nacional sumó el encargo de construir algunos de los proyectos de mayor escala de la actual administración. Sobresalen el aeropuerto de Santa Lucía, una parte relevante de vía férrea del Tren Maya, 2 mil 700 sucursales del nuevo Banco del Bienestar y también la distribución de combustible en el país.

Entre los acuerdos políticos entre el presidente y la Defensa Nacional llama la atención el anuncio realizado por el general Gustavo Vallejo, quien dio a conocer a la opinión pública que los ingresos generados por el futuro aeropuerto de Santa Lucía serán para las Fuerzas Armadas.48

Es riesgoso cuando el poder militar cuenta con ingresos propios que no transitan por la subordinación a las autoridades civiles.49 Acaso este es el principal problema de la política criminal elegida por Andrés Manuel López Obrador: el presidente no tiene previsto ningún mecanismo eficiente de control y fiscalización civil sobre la enorme cantidad de tareas asignadas a las Fuerzas Armadas.

Ante este inmenso poder, difícilmente otra institución del Estado mexicano se atreverá a ejercer contrapeso. Prueba de ello es la inhibición sistemática de los jueces cuando se requiere procesar a militares que cometieron actos delictivos en el ejercicio de sus funciones.50 Tampoco la Función Pública ni la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) tienen los arrestos para proceder en caso de que se presenten violaciones a la ley. Se suma como preocupación la falta de transparencia a la que están habituadas las Fuerzas Armadas cuando se trata de rendir cuentas a las autoridades civiles o a los organismos internacionales.

Un tramo importante de la política criminal está en manos del poder militar sin que sobre ella existan los controles deseables en cualquier democracia. No serán contrapeso frente a las Fuerzas Armadas los gobernadores, los cuerpos legislativos, los órganos autónomos, los tribunales ni los mecanismos nacionales o internacionales que velan por los derechos humanos.

La confianza del presidente López Obrador en los mandos de la Defensa y la Marina pareciera ciega. El presidente no consideró en sus decisiones que militares y marinos son también seres humanos y por tanto corren riesgos similares en lo que toca a la comisión de yerros, abuso, violaciones a la ley y corrupción.

La política criminal en manos de una sola institución no es una buena idea. Deja de lado el resto de los componentes urgentes para pacificar un país que ha sufrido violencia extrema durante los últimos 14 años.

La paz que se espera de la Cuarta Transformación

Los resultados de la política criminal se miden por la incidencia delictiva. Si los crímenes disminuyen, impera la paz social. La violencia es inherente a la especie humana y la política criminal es la herramienta con la que cuentan los Estados modernos para proteger a sus sociedades. Su objetivo, más que castigar, es evitar la repetición de las violencias más perniciosas. Se imponen penas para pacificar el futuro y no para enviar al infierno a los delincuentes del pasado. Esta es la máxima que Seneca propuso durante el primer siglo de nuestra era: “Ninguna persona razonable castiga por el pecado cometido, sino para que no se peque”.

Han corrido demasiados años sin que México cuente con una política criminal atinada. La centralidad de las políticas de seguridad —uno solo de sus varios componentes— ha tenido consecuencias nefastas para el resto de los eslabones. El contexto social continúa siendo propicio para las conductas delictivas; la investigación criminal en manos de soldados, marinos, guardias nacionales, policías y Ministerios Públicos es en exceso defectuosa; la acción judicial, sobre todo aquella que está en manos de los tribunales locales, exhibe graves rezagos; la política carcelaria está secuestrada por el autogobierno que impera en las prisiones, a manos de bandas ligadas con las grandes empresas ilegales. Y los programas de reinserción social, a favor de las personas liberadas, son prácticamente inexistentes.

Con el fin de ocultar el fracaso, cada gobierno tiende a exagerar, con actos de teatralidad política, las decisiones y medidas que emprende. Es dado con frecuencia que los partidos políticos promuevan la elevación extrema de las penas. No hay, sin embargo, evidencia de que la promesa de un castigo exagerado o la comisión de un delito cargado de adjetivos sirva para modificar las conductas ilícitas. Sobre todo cuando es bien conocido que sólo dos de cada 100 delitos encuentran sentencia condenatoria en el sistema mexicano de justicia.

Acompaña a esta práctica de demagogia punitiva el despliegue de militares uniformados y armados hasta los dientes. Ese recurso se ha utilizado demasiadas veces sin dar resultado. El Estado no necesita de vestuario ni fuegos de artificio para convencer de su capacidad. El ritual vaciado de contenidos suele terminar como ridícula farsa.

No es tarde para que el presidente Andrés Manuel López Obrador conceda la reforma radical ofrecida durante los comicios de julio de 2018. Si ya decidió que las Fuerzas Armadas se harán cargo de la política de seguridad, cabe todavía que destine voluntad política y presupuesto para reconstruir los demás componentes de la política criminal.

Se requieren policías locales suficientes, bien pagados y capacitados para que trabajen en colaboración con la Guardia Nacional. También es urgente que las fiscalías, locales y nacional, crezcan el número de sus agencias ministeriales y cuenten con personal de apoyo eficiente, a la vez que sean capaces de desarrollar sus tareas sin sufrir presiones políticas, económicas o militares.

El rezago respecto al número necesario de jueces también es tema que alarma. México debe multiplicar por ocho los juzgados del país si quiere que la impartición de justicia sea expedita y conforme a derecho.

La política de ejecución de penas y la administración de los reclusorios no debe continuar en las manos de las organizaciones criminales. Si se pretende revertir la incidencia delictiva, este último eslabón de la política criminal merece una reforma, casi por entero, en sus formas de gestión y prácticas cotidianas.

A la luz de los datos aportados en estas líneas, resulta evidente que los componentes principales de la política criminal mexicana no están integrados. Esta es la razón principal por la cual la violencia goza de impunidad. Sería ingenuo suponer que estas fallas son producto del azar. Durante demasiados años, los responsables de conducir la política criminal han sido corruptos cómplices de un desastre bien calculado. Fracturar esa complicidad para entregar capacidades al Estado mexicano es urgente si se quiere pacificar al país. No se esperaría menos de la Cuarta Transformación.




Política social: ¿de la esperanza a la desesperanza?

Por CAROLINA ROCHA MENOCAL

La esperanza

HUBO LÁGRIMAS. Vítores. Aplausos. Bailes espontáneos. Más llanto. Dicha desatada. Abrazos contenidos que reventaron finalmente esa noche extenuados y aliviados.

Para miles de los ahí presentes, ese domingo primero de julio de 2018 era la culminación de un peregrinar sinuoso que comenzó al menos seis mil días antes. El día en que por primera vez un político mexicano pensó en ellos, los tocó, se envolvió en su dolor como si fuera propio, pero, sobre todo, la primera vez que un político posrevolucionario osaba decir que ellos serían primero: “Por el bien de todos, primero los pobres”.

Sus palabras fueron un atrevimiento en su momento. Andrés Manuel López Obrador, nacido en Tepetitán, municipio de Macuspana, Tabasco, en 1953, confrontó el statu quo al cuestionar las bondades del modelo de desarrollo económico que guió a las principales naciones del hemisferio hacia una economía abierta, competitiva y desestatizada.

El “desplante” le valió dos derrotas electorales y el mote de “populista” y “mesías tropical”,1 que aún lo persigue.

Por eso, ese domingo 1 de julio de 2018, el Zócalo de la Ciudad de México se inundó de pobres empoderados. Muchos llegaron incluso de lejos, con sus familias, con provisiones y cobijas para pasar la noche anidados en la cantera del Palacio del Ayuntamiento. Reunidos en la plancha de la Plaza de la Constitución estaban cientos de sin futuro para celebrar el instante en el que se distinguía por fin una luz al final de su túnel. Acudieron también los ancianos cuya invisibilidad fue rota con el embrujo del otrora jefe de Gobierno capitalino que, contra la lógica del zedillismo “neoporfirista”, les dio una beca universal.

Los “esunhonorestarconobrador” y los “nonosfalles” se elevaron por horas como música de fondo.

Pero el momento cúspide de esa jornada de elecciones llegó casi al filo de la medianoche con un mensaje del candidato electo: “El Estado dejará de ser un comité al servicio de una minoría y representará a todos los mexicanos, a ricos y pobres, pobladores del campo y de la ciudad. […] atenderemos a todos, respetaremos a todos, pero daremos preferencia a los más humildes y olvidados. En especial, a los pueblos indígenas de México. Por el bien de todos, primero los pobres”.

El Zócalo retumbó con potencia inaudita y la esperanza se esparció como lava desde el Centro Histórico hasta alcanzar los poblados mayas de Palenque, en Chiapas, o los cinturones de pobreza en Tijuana y Ciudad Juárez, en la frontera norte. México se infectó de esperanza.

Más de 30 millones de voces fueron finalmente escuchadas. López Obrador y su Cuarta Transformación serían, sí o sí, la mejora sustancial de las condiciones de vida de los “olvidados”, como los bautizó románticamente en el siglo pasado Luis Buñuel, o como con todas sus letras y sin atenuantes los nombró López Obrador: los pobres.

Hoy, en medio de una infección insospechada llamada SARS-CoV-2, y recordando aquella noche en la que parecía que México entraría a una etapa profunda de cambio para el bien de millones de personas, vale preguntar: ¿La 4T ha dado la prioridad “a los más humildes”? ¿López Obrador ha visto primero por los pobres? ¿Puede subsistir el Movimiento de Regeneración Nacional y su llamado al “cambio verdadero” sin revertir las carencias, la injusticia y el rezago de la mayoría? ¿Qué sigue a la esperanza si López Obrador falla?

Un pobre cuento de cuentas pobres

El “gobierno del cambio” fue el primero en medir la pobreza en nuestro país. Vicente Fox, el ranchero de botas y con la boca repleta de promesas, tepocatas y bravuconadas, respondió a “los jodidos” —como tildó a las personas en pobreza en un discurso de campaña hacia la Presidencia de 2000— haciéndolos visibles gracias a un estudio encargado a siete académicos que conformaron el Comité Técnico para la Medición de la Pobreza en el año 2002.

El ejercicio concluyó que México tenía más de 23 millones de pobres alimentarios —sin ingreso suficiente para comprar una canasta básica de alimentos— y 52 millones y medio de personas en pobreza patrimonial —sin posibilidades de cubrir necesidades de vestido y vivienda— en el año 2000. Rodolfo de la Torre, uno de los expertos encargados de la medición, señala que, a grandes rasgos, el foxismo tuvo avances en materia de pobreza extrema (el hambre, pues), pero producto de factores ajenos a su política social —como la caída generalizada de precios de bienes de consumo en el mundo—. Fox “se limitó a expandir el alcance de los programas creados durante el sexenio de Ernesto Zedillo”, que consistió en llevar el Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa) a más personas, no sólo del campo, bajo el nombre de Oportunidades. Aunque se avanzó en términos de hambre, aumentó la pobreza multidimensional (salud, educación, vivienda, servicios), a pesar de que en su sexenio llegaron al país carretadas de dólares por excedentes petroleros y nos inundamos de remesas.

La estampa que quizás caracteriza a la perfección la futilidad foxista se remonta a su estrategia en la Montaña de Guerrero. En el “sexenio del cambio”, las miradas del poder, y en particular de Xóchitl Gálvez, encargada de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de 2000 a 2006, se enfocaron en “Los olvidados de la Montaña”, como los nombró en una serie de reportajes Saúl Sánchez Lemus, de Noticieros Televisa. El Índice de Desarrollo Humano del PNUD (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo) encontró que Metlatónoc era el lugar más rezagado y abandonado de México en 2002 y, como respuesta, reporteros, políticos, analistas y organizaciones internacionales se volcaron a visibilizar los horrores padecidos por los habitantes de este municipio cercano a Tlapa, en el estado de Guerrero, pero a años luz del siglo XXI.

Sin agua, sin caminos, sin electricidad, sin salud, sin aulas con pizarrón o docentes, con hambre, con desnutrición, con expulsión migratoria, con desasosiego, con carencias. Llovieron discursos y recursos como consecuencia inmediata.

No sólo eso: Vicente Fox logró que Metlatónoc dejara de ser el rincón más pobre de México. La segunda medición del Índice de Desarrollo Humano del PNUD lo ubicó seis años después en el tercer lugar de la miseria nacional, mientras que otro municipio, Cochoapa el Grande, también en la Montaña de Guerrero, asumía el triste primer sitio. ¿Cómo gestó la hazaña el foxismo?

Cochoapa el Grande era un municipio de novel creación. Mediante un decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, nació el 13 de junio de 2003, resultado de la división de Metlatónoc en dos regiones. Y así, de un plumazo, se venció la pobreza: separando a los más pobres de entre de los más pobres en subgrupos para obtener al nuevo campeón de pobres de entre de los más pobres. Voilà!

Cochoapa el Grande se mantiene, 17 años después, como líder de rezago social nacional. Esto, a pesar de los miles de millones de pesos que se han canalizado año con año desde 2003 vía el Ramo 33, partida presupuestaria encargada de impactar a poblados marginados de México, al municipio. En 2008, ya en años de Felipe Calderón, al recorrer sus caminos fangosos y empinados, sus casas sin luz, y conocer a sus niños descalzos, nutridos con “tortilla y salsa” o sopa —cuando hay dinero—, lo que más me impactó fue un edificio gris, de material, y con dos plantas de alto. Una construcción monstruosa y descomunal erigida en medio de la nada. La imagen era perturbadora sobre todo, en contraste con las casitas precarias de techos de lámina, palitos de madera, achaparradas y con pisos de tierra. Resultó que la mole gris oscuro era, ni más ni menos, el palacio municipal apenas construido con ayuda de pobladores y de fondos federales.

El mal gusto aparte, saltaba a la vista una obviedad: la imposibilidad de imaginar un México en el que los políticos no fueran primero.

Millones de pesos para “combatir” la pobreza en Cochoapa el Grande estaban cristalizados en un mastodonte de cemento que no contaba ni siquiera con agua corriente en el segundo nivel, a falta de drenaje.

Un palacio para los políticos, pero piso de tierra para sus verdaderos patrones. La lógica del poder que antecedió al triunfo de Andrés Manuel López Obrador resumida en una imagen.

En 2019, Cochoapa el Grande volvió a la palestra nacional, ya con la Cuarta Transformación imprimiendo su sello. La mañana del 18 de julio de 2019, en Palacio Nacional, durante la conferencia matutina del presidente de la República, Edith López Rivera, presidenta municipal no electa de Cochoapa el Grande,2 agradecía la entrega de manos de AMLO de un chequesote por aquello de sus dimensiones: un metro 20 de largo y casi 60 centímetros de alto.

Frente a medios, moléculas y youtuberos, la edil posó junto al presidente sosteniendo el cartoncheque en el que se leía la cifra de 21 millones 151 mil 219 pesos con 19 centavos. El dinero había sido recaudado en junio de ese año en una de las primeras subastas de joyas y objetos de valor incautados al crimen y organizada por el Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, dependencia nacida en la era del “cambio verdadero”. Ataviada con huipil de telar de cintura, típico de las mujeres de la Montaña Alta de Guerrero, Edith López agradeció al presidente por “honrar su palabra” en “esta tarea de construir un nuevo México en el que quepa una gran diversidad de pueblos indígenas” y en el que la prioridad descanse en “los más humildes y olvidados”.

Tres meses después, el diario Reforma reveló en su primera plana que el dinero no había sido entregado: “Sólo tengo este chequesote, pero es de cartón y ¿de qué sirve?”, denunciaba la alcaldesa.

Hasta ahí el episodio parecía la típica puesta en escena priista: un corte de listón de clínicas sin equipamiento al estilo Peña Nieto o una entrega de tarjetas rosas de apoyos a madres solteras sin fondos, siguiendo el manual de Alfredo del Mazo, gobernador del Estado de México.

El 5 de octubre de 2019, vía WhatsApp, la misma Edith López me confirmó que durante esos meses no hubo un solo contacto por parte del gobierno federal lopezobradorista para aclarar el paradero de los recursos: “Gracias a ustedes [los medios], ya me llamaron ayer y nos citaron el martes en México [CDMX] para firmar el convenio con SCT [Secretaría de Comunicaciones y Transportes] para que depositen el recurso”.

El recurso, como lo nombra ella, llegó. Fue aprovechado para la conservación de 98 kilómetros de caminos rurales y contó con una inversión de 21 millones adicionales del propio municipio. Una vez terminadas las obras, la autoridad de Cochoapa el Grande agradeció mediante un video de seis minutos, en español y mixteco, la llegada de los fondos adicionales. Hasta ahí, un acierto, a pesar de la pifia y el ridículo que antecedieron a la entrega.

Sin embargo, la euforia duró poco. Mientras escribía este texto, tras meses de picos de pandemia y curvas aplanadas en México, contacté nuevamente a Edith López.

—¿Cómo han vivido estos días complicados?

—Muy difícil, demasiado. Pero lo que más nos preocupa es la educación. Desde marzo los niños no reciben clase.

En la Montaña Alta de Guerrero no cuentan con servicios efectivos de conectividad, móviles capaces de albergar la app que creó la SEP para la enseñanza de los niños o acceso a la mayoría de canales de televisión abierta nacional. Para el día 24 de agosto, cuando empezó el ciclo escolar, los libros de texto ni siquiera habían llegado.

La pandemia no sólo produjo hambre entre sus habitantes, sin trabajo y con pocas posibilidades de migrar debido al cierre de fronteras, sino que los niños se quedaron sin educación. ¿Cuántos de manera permanente?

Más de 30 mil 781 escuelas de nivel básico de nuestro país son escuelas multigrado —según el Consejo Nacional de Fomento Educativo (Conafe)— y de alta marginación. En su mayoría tienen un solo maestro, se ubican en zonas alejadas, la enseñanza es indígena, el aula es multigrado y cuentan con pocos alumnos. Para estos chicos el “aprende en casa” fue un acto de voluntad de sus maestros que con medios propios se movilizaron para entregar, casa por casa y alumno por alumno, cuadernillos con asignaturas a realizar quincenal o semanalmente durante la cuarentena. Sin Google, y en la mayoría de las veces resolviendo dudas con padres que tampoco fueron a la escuela, es probable que se rezaguen aún más respecto al resto de los estudiantes urbanos del país.

Rodolfo de la Torre, director del Programa de Desarrollo Social con Equidad del Centro de Estudios Espinosa Yglesias, asegura que la educación es el eslabón más débil de la política social del presidente López Obrador, porque, previo a la pandemia, el sector mantuvo la inercia del pasado, no hubo cambio en los programas escolares ni se priorizaron sectores específicos. “En educación, la pandemia exacerbará la desigualdad y profundizará las diferencias no sólo entre el sector público y privado, sino dentro del propio sector público”, asegura. “Con las cifras más conservadoras, regresar a la normalidad tomará cuatro años; pero, por impacto a las generaciones, puede ser una década perdida si las personas retiran a los niños de las escuelas, si decae el gasto en salud y alimentación de las familias, si aspiran a trabajar por ingresos mucho más bajos o si son reclutados por el crimen organizado”.

Mismos programas, pero en esteroides

Andrés Manuel López Obrador asumió la Presidencia de México con las aspiraciones e ilusiones de 49.5 millones de personas en situación de pobreza.3 De estas, 9.4 millones vivían en “pobreza extrema”. Dicho de otro modo, el programa estrella del peñismo, la Cruzada Nacional contra el Hambre, sumó dos millones de personas a los 7.4 millones que Peña prometió y firmó atender al arranque de su gobierno. Más allá del tufo de corrupción que persiguió a la cofradía de priistas que acompañaron al peñismo tras dos sexenios panistas, la llegada de López Obrador a la Presidencia se cimentó en 18 años consecutivos de gobiernos expertos en fabricar pobreza para la mayoría y crear riqueza para la minoría. El “Cero Hambre”, como llamaba a la Cruzada contra el Hambre, una siempre reina emperifollada y perfectamente estilizada Rosario Robles consumió 8 mil millones de pesos del erario en poco más de 5 años y, a decir de la Auditoría Superior de la Federación (ASF), impactó a tan sólo 9 mil 700 personas.4 ¡800 mil pesos para paliar el hambre de un solo beneficiario!

En su gestión al frente de Sedesol (hoy Bienestar), Rosario intentó chainear de paso los datos de pobreza. Promovió un cambio en la metodología de medición para maquillar su ineficiencia (José Antonio Meade, su sucesor en el encargo, prosiguió con la intentona). A pesar del embate, la evaluación de pobreza de Coneval, por medio de la Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares (ENIGH), se mantuvo intacta; así, quedó expuesto que Enrique Peña Nieto efectivamente movió a México, sí: hacia una mayor desigualdad.

Felipe Calderón, por su parte, inició el sexenio con un programa con nombre de reality show: el 100 × 100. En el día 40 de su mandato, y cobijado por Mario Marín, entonces gobernador de Puebla, anunció, vestido con una camisa bordaba a mano y portando un collar de semillas rojas, “cien acciones para los cien municipios más pobres”. El banderazo del cientotón fue en Hueytlalpan, Puebla, comunidad a seis horas de la capital del estado sorteando zanjas, veredas y derrumbes en los caminos. Las promesas de piso firme, vivienda y salud cayeron en segundos, aunque las obras tomaron una eternidad.

A un año del evento visité la localidad. Era común observar pilas de arena y grava deteriorándose en los patios de las endebles viviendas. Y es que, explicaban los habitantes, esperaban aún el material clave para realizar la mezcla: el cemento. Nunca se entregó.

Algo similar ocurrió con los tinacos. Varias casas de Hueytlalpan estrenaron uno en 2007. No fue gratis: “Los mandaron de México, o quién sabe de dónde, y acá el municipio nos los vendió”, relató Bartolo, joven que me llevó de casa en casa por la comunidad. Doña Inés compartió el costo de su reluciente Rotoplas: “Ciento cincuenta pesos es lo que estaban pidiendo en presidencia”.

El negocio de la pobreza expuesto con todos sus ceros.

La llegada de Andrés Manuel López Obrador a Palacio Nacional sí marco un estilo diferente. Sedesol se rebautizó Bienestar. Y, en vez de anunciar programas nuevos cada día, desapareció viejos a machete y sin titubeos. Adiós a las estancias infantiles calderonistas. Hasta nunca comedores comunitarios peñistas. Ciao atención a jornaleros agrícolas. Abur empleo temporal. Au revoir subsidios para jóvenes. Bienvenidas becas Benito Juárez. Hola Jóvenes Escribiendo el Futuro. Welcome Apoyo para el Bienestar de las Niñas y Niños Hijos de Madres Trabajadoras.

En total desaparecieron o se reajustaron 18 programas sociales5 en los primeros 100 días de gobierno de la 4T, lo que provocó protestas, en particular de las encargadas de las estancias infantiles, guiadas y acompañadas por Lía Limón, calderonista vuelta peñista con el cambio de sexenio. Por otra parte, nacieron 14 programas con los que el presidente deseaba eliminar “coyotes” y garantizar que cada beneficiario recibiera su transferencia sin condiciones e hiciera con ella lo que quisiera. Detrás de la lógica lopezobradorista está el fortalecimiento del mercado interno, permitir que el dinero circule de mano a mano; del beneficiario a la tiendita, de la tiendita al centro de abasto, de ahí al campo, la fábrica y hasta formar un círculo virtuoso de gasto y consumo.

En cierta medida se reprodujo el modelo del antes Distrito Federal —la tarjeta de los viejitos y los apoyos a madres solteras— que impelió la popularidad nacional del Peje desde 2000, ensanchando el universo de beneficiarios y aumentando los montos de ayuda.

“El presidente es una persona muy intuitiva, ha recorrido el país de cabo a rabo y eso le da una percepción clara de los problemas nacionales. Pero la intuición no es suficiente si no hay pensamiento crítico riguroso”, lamenta Ricardo Fuentes Nieva, director de Oxfam México. De hecho, augura el fracaso de la política social morenista que concibe clientelar: “Sus programas no están diseñados de acuerdo con los detalles del problema, sino que siguen su querer, no hay reglas de operación, análisis de impacto, diseño claro de política pública, tienen poco alcance, poco impacto y son un despilfarro”. Sustenta su dicho en los subejercicios presupuestales de programas emblema como Sembrando Vida o Jóvenes Construyendo el Futuro.

Por su parte, Rodolfo de la Torre indica que AMLO tiene más de un truco en la chistera. Reconoce que “antes de la pandemia las transferencias comenzaban a dar algún resultado; las personas tenían un dinero que antes no traían en su bolsillo y eso cambiaba el ánimo”. Subraya: “Las políticas de transferencia de ingreso tienen muchas limitaciones. Atacan de inmediato el problema de desigualdad y pobreza, pero cuando hablas a nivel nacional esos problemas no se detienen”. Alude que el acercamiento insuficiente para resolver la pobreza es parcial. Muy importante es transferir dinero para paliar el hambre, pero la marginalidad se supera mediante un sistema de salud gratuito y universal, que en esta administración de hecho perdió presupuesto en los primeros 14 meses, a pesar de la creación del Insabi, que pretendía el acceso a medicamentos y servicios de salud gratis; un sistema educativo que iguale a niñas y niños, y un mercado laboral que no perpetúe el subempleo ni la informalidad. “Ahí es donde la solución de López Obrador es muy incompleta y se tendría que pensar en otras cosas”.

De hecho, se estaba pensando en otras cosas. El aumento al salario mínimo en 20%, aunque de origen no fue iniciativa del presidente López Obrador, sino de varios organismos y sindicatos como la OIT y respaldada en particular por el PRD, resultó un éxito. Ni se disparó la inflación ni aumentó el desempleo. Lo que sí se precipitó después fue un diluvio de coronavirus y mucho de lo logrado sucumbió.

La pandemia se contagia por igual pero no pega igual

“No estamos en el mismo barco; estamos en la misma tormenta, pero en distintas embarcaciones, algunos en yate, otros en panga o en la mar sin salvavidas”. El mensaje y sus variantes líricas desbordaron los whatsapps, el feis e incluso la verborrea de analistas convertidos en epidemiólogos, virólogos e infectólogos exprés que coincidían en una realidad empírica: la enfermedad del SARS-CoV-2 no discriminaba al contagiar, sí a la hora de matar o de sobrellevarla. En Estados Unidos los datos, estado por estado, confirmaron que la mortalidad y la probabilidad de contagio entre afroamericanos y latinos, ambos grupos vulnerables y marginados, era de entre dos y hasta tres veces mayor que la de personas blancas. Los estudiosos del tema barajaron explicaciones: la pobreza que obliga a trabajar, el hacinamiento, el acceso limitado a la salud, la exposición al virus al realizar labores “esenciales”, la mala alimentación, etcétera.6

En otras palabras, para el COVID-19, a la hora del daño fueron, “Por el bien de muy pocos, primero los pobres”.

Ricardo Fuentes Nieva, director ejecutivo de Oxfam desde 2005, señala que en México desde muy temprano se sabía que “la pandemia sería urbana y que iba a estremecer a los de menor ingreso, donde hay hacinamiento, informalidad y pocas posibilidades de guardar la cuarentena”.

Junto con Oxfam emergieron voces, como las del partido Movimiento Ciudadano, que exigían transferencias de efectivo para proteger a estos sectores de la población durante los meses de cierre de negocios por contagio. “No se hizo”, subraya Fuentes.

En la Candelaria de los Patos, colonia colindante con la Merced y descrita en la novela Sangre enemiga, de Luis Spota, como lugar de desesperanza y de condenados, las familias no sintieron ni de refilón el calor del “rayito de esperanza”, como se llegó a llamar al Peje en la capital, durante la jornada nacional de sana distancia decretada desde Palacio Nacional.

En la iglesia de la Soledad, los primeros días se creó un banco de alimento, aunque no hubo modo de seguirle el ritmo al aumento de vecinos sin empleo y con necesidad de dar de comer a sus familias cada día. Sobre la Plaza San Lázaro, entre Juan Pablo y Venustiano Carranza, en uno de los 20 o 30 conjuntos habitacionales que erigió en el barrio Carlos Salinas de Gortari para los damnificados del sismo de 1985 —siguiendo la lógica de que el que no tiene nada puede y debe conformarse con una vivienda de 42 metros cuadrados— habita Rita Arandeni Ortiz.

Comerciante en cuadras aledañas a la Merced, me permitió entrevistarlos a ella y a la mayoría de los habitantes del diminuto departamento tres días antes de que se repitiera como mensaje hipnótico el “Quédate en casa”.

En su sala de día, dormitorio de noche, juguetero de tarde e infierno independientemente de la hora del día, se apiñaron uno junto a otro y formando filas los moradores del depa-sardina: Rita, el esposo y dos hijos adultos; su hermano y esposa; su tío, de 62 años y con enfermedad renal, esposa, dos hijas —una maestra, otra trabajadora del hogar— y dos nietas, una en primaria y otra en secundaria. Un total de 12 personas cohabitando por tandas y horas, acostumbradas a dividir con horarios el uso de la cocina por clan o familia, convertir camas en bancas para crear asientos en torno a una mesa de comedor, tomando ficha para sentarse en un sillón desgastado que en teoría equivale a sala de estar pero es cama del dueño de la vivienda. Ocupan toppers o contenedores de colores para distinguir a los dueños de los alimentos y duermen sin privacidad conyugal, algunos sobre colchones en el suelo y otros rozando el techo si usan litera.

La primer pregunta fue simple, básica y dolorosamente elemental: ¿cómo imaginan el “Quédate en casa”?

“Desastroso”; “Un caos porque el espacio está pequeño, ¿no?”; “¡Cuando estamos todos juntos no puedes ni pasar!”, arrojaron a bote pronto. “Sería como vivir en una prisión”, remató con lágrimas Rita, que venía del banco de alimentos de la iglesita con unas sardinas y frijol. Estaba decepcionada, pues la alcaldía Venustiano Carranza había prohibido puestos de comercio informal por motivos del coronavirus y ella tendría que abandonar su actividad.

Su esposo, Jesús, mesero en la Zona Rosa, llevaba dos semanas de vacaciones impuestas por sus empleadores, dada la caída de clientela en marzo, previo a los cierres por instrucción gubernamental.

Cuando volvió, días después, supo que ganaría el salario mínimo y sólo hasta mediados de junio volvió al trabajo con el ingreso de propinas severamente mermado, pues “la gente no tiene la confianza de irse a meter a un lugar cerrado y se atiende sólo un 30% de mesas”.

Hace unos días regresé y me puse al día con ellos. Rita comparte que ninguno de los que habitan el hogar se ha contagiado. Agradece a Dios porque su casa sería un foco seguro de propagación del virus.

Por lo que toca a sus hijos, sólo uno conservó el trabajo durante la cuarentena. De su ingreso, dos mil pesos quincenales, aunado a la venta en la calle de paletas que emprendió tras perder el puesto y las monedas de vieneviene que aportó su hermano, se sostuvieron dos de las tres familias del hogar de 12 miembros.

El otro núcleo tiene una maestra que dejó de cobrar; la mamá de las niñas menores que gana el mínimo como trabajadora de limpieza nunca paró de trabajar; mientras que el tío Antonio prosiguió con sus hemodiálisis a pesar de las reconversiones de hospitales en la Ciudad de México.7

“Han sido meses difíciles, pero vienen peores porque no sólo perdimos: nos llenamos de deudas”, comparte Rita.

Y no con el gobierno. Lo intentó, de hecho. Solicitó un préstamo “de los de Claudia Sheinbaum; hice el papeleo, me respondieron que sí me lo darían y van dos meses que espero y no llega nada”.

Le pido que me comparta sus pensamientos respecto al presidente y si votó por él en 2018. Dice que no. Que ella nunca confió en él. “En la casa no votamos por ese señor, sabíamos todos que era un dictador”, responde. “Nunca estuve de acuerdo en que fuera nuestro presidente”, confiesa con palabras que son la calca de los mensajes que surgieron de la Operación Berlín, que se le achaca al historiador Enrique Krauze.

La alcaldía Venustiano Carranza lleva décadas administrada por el PRD. Es un muladar, por arrojar un término certero. Casi cada vecindad tiene una cabeza que autoriza ingresos y salidas, pues el narcomenudeo manda en sus cuadras y en sus patios. El priismo les dio esa vivienda que provoca llanto cuando muestran las habitaciones, las pilas de ropa desperdigadas sobre las camas y aluden a la “intimidad matrimonial”. El panismo es relativamente desconocido en estos lares.

¿En quién o en qué creen? “Primeramente en Dios, porque es nuestro proveedor, y en la bondad de las personas por encima de las autoridades”, responde Rita.

Una certeza: los políticos son corruptos.

Condenados, dijo Spota. Pero, ¿resignados?

Gonzalo Hernández Licona, al frente de Coneval de 2014 a 2019, resume esta nueva realidad disruptiva: “Si me hubieras preguntado en enero: ‘¿Tú crees que la pobreza va a subir en el 2020?’, hubiera dicho que no, debido al aumento del salario mínimo que trajo incrementos del ingreso laboral a nivel nacional; pero con la llegada del coronavirus la pobreza va a subir en México”.

Los datos preliminares que organismos nacionales e internacionales esgrimen para México son sólo comparables al desastre que dejó la crisis de 1995 con el presidente Zedillo. “La pandemia ha dejado a cerca de 12 millones de personas sin ocupación en su punto máximo. Se estiman incrementos de pobreza de entre 10 millones y 18 millones de personas. Ante esta problemática, el gobierno ha hecho prácticamente nada”, sentencia Hernández Licona.

¿Fe o desesperanza?

Las cifras económicas que acarreó la Jornada Nacional de Sana Distancia fueron espeluznantes. Una caída de 25.7% de las actividades secundarias —manufacturas, minería, construcción— y de 16.2% en actividades terciarias —como el comercio y los servicios—. Así, para el segundo semestre de 2020 el PIB nacional tuvo una contracción de 18.7%, la mayor en décadas.8 Hubo pérdidas consecutivas del empleo formal en marzo, abril, mayo y junio, según datos del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS). Se desplomó el turismo internacional. Se redujeron las exportaciones. Bajaron los salarios de los trabajadores y se incrementó la informalidad.

Ante la realidad numérica, el presidente López Obrador no dijo poseer “otros datos”. Simplemente cambió los parámetros. En vez de aludir a los indicadores económicos, invitó a valorar sentimientos. En vez de enumerar preocupaciones, nos llenó de relatos de corrupción pasada. Eliminó la desesperanza y la sustituyó por decálogos cuasi religiosos dignos de Santo Tomás de Aquino y los estoicos.

“En vez de crecimiento, hablar de desarrollo. En vez de Producto Interno Bruto, hablar de bienestar. En vez de lo material, pensar en lo espiritual. Hay que cambiar ya con todo eso y no creer tanto en esas cosas”, predicó en “La mañanera” del 6 de mayo de 2020.

En agosto difundió un par de mensajes dominicales en los que adujo vislumbrar “la luz al final del túnel”, exhibiendo gráficas de una leve recuperación en los datos de ocupación laboral. Sus conferencias abandonaron la zozobra de la pandemia para alegrarse con nuevas escenografías y tramas. Un avión presidencial como telón de fondo,9 un videoescándalo,10 columnas invitadas11 y un arsenal de distractores cortesía de la corrupción prianista (los escándalos salpicaron tanto a Carlos Salinas de Gortari como a Calderón y Peña).

La “minoría rapaz”, como llama AMLO a los corruptos de la era neoliberal, dominó el escaparate mientras que los pobres, esos que serían primero, permanecieron en la penumbra.

Aunque no será sino hasta 2021 cuando se conocerán los datos oficiales de pobreza recabados en la ENIGH 2020, Coneval hizo público un esbozo de los nubarrones que sofocarán a los mexicanos. Con base en la Encuesta Telefónica de Ocupación y Empleo (ETOE) del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), supimos que en la cúspide de la pandemia 25 millones de trabajadores de nuestro país obtuvieron ingresos insuficientes para alimentarse. “En los primeros cinco meses de pandemia, de un 37% que ganaba por debajo de ese ingreso, la proporción se disparó hasta el 54%. Esto deja secuelas. Las personas pueden retirar a los niños de las escuelas para que trabajen, empeora la dieta diaria de las personas, los jóvenes llegan al mercado laboral con menos años de estudio y por ende con menos futuro. Son más propensos a ser reclutados por el crimen organizado”, advierte Rodolfo de la Torre.

Esta puede ser una década perdida para América Latina, a decir de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).

La política social de la 4T ha permanecido inamovible a pesar de la pandemia.

“López Obrador identificó un problema de fondo: la desigualdad y la pobreza. Halló una forma de atacarlo: las transferencias de efectivo. Si bien el modelo dio resultados en la Ciudad de México en el año 2000, hoy es insuficiente”, concluye De la Torre.

Los datos son públicos. Veinte millones de mexicanos reciben un apoyo económico del gobierno de México. Pero el universo de quienes requieren una ayuda es de 60 millones. El titular de Oxfam aduce que el desamparo atañe sobre todo a quienes hace sólo unos meses generaban riqueza: “Las becas atienden a quienes estudian o los que ya se retiraron por edad, y la pandemia ha dejado rota a la población en edad productiva que tenía una forma de ganarse la vida”.

En México, 95% de las empresas distan del retrato de empresariado que desde sus conferencias delinea el presidente. No son potentados, sino micro y pequeños negocios con hasta diez empleados. La pequeña papelería, el café internet, la estética de belleza, la tiendita, la taquería son esos negocios a los que el coronavirus no sólo bajó cortinas temporalmente, sino que provocó cierres definitivos.

Un recorrido por las calles aledañas a Palacio Nacional, donde trabaja y duerme el presidente, podría enfrentarlo con la devastación. Sobre República de Chile, la legendaria calle de las novias, no deslumbran las crinolinas con diamantina en cientos de vitrinas que no aguantaron el cierre del Centro Histórico. En el mercado de la Lagunilla se pelean las coronas sin quinceañeras. En Alhóndiga, el callejón de la belleza dio paso a la tristeza. En las calles de Correo Mayor y Moneda, en vez de colgar uniformes escolares se tienden cubrebocas en los estantes.

“El gobierno está apostando por mantener las inversiones y programas prioritarios que emprendió dos años atrás. Hay un conjunto de apoyos y transferencias a grupos vulnerables que pueden ser relevantes, mas no para la pandemia”, indica Hernández Licona.

El Tren Maya se mantiene sobre rieles. El aeropuerto de Santa Lucía no para el vuelo. La refinería de Dos Bocas no se desboca. Dichas obras crean empleos. No hay duda: albañiles, maestros de obra, coladores, herreros, carpinteros, uno que otro inge y arquitecto… ¿Cuántos de esos oficios y puestos de trabajo son bien pagados?

Estos proyectos prioritarios de la 4T no compensan las pérdidas por el COVID-19 ni atienden a sus damnificados. Es probable que los “nuevos pobres” del coronavirus no sean los pobres que López Obrador prometió anteponer en su actuar. Quizás ni siquiera los vea. La conocida llamada ceguera de taller. El mandatario que “se corre en terracería”, como alguna vez él se autodefinió por su amplio andar en el país, no ha cejado en su voluntad de visibilizar a los pueblos indígenas, de dignificar al trabajador del campo, de resaltar la valía del artesano o de dolerse de quienes caminan kilómetros para acercarse a la salud. Esa sensibilidad le ha ganado el cariño incondicional de millones que, aunque han sido golpeados económicamente por la situación económica, se saben vistos por el presidente.

Ignorados, en contraste, son los que tienen un coche propio pero deben la tenencia o el seguro, el que emprendió con ahorros para montar un local y hoy remata los muebles para mantenerse a flote, el profesionista que perdió el trabajo y optó por conducir una moto para sostener a la familia, el que migró al norte del país para hacer un patrimonio y hoy está de vuelta en su pueblo, derrotado.

Las críticas más severas contra el presidente ocurrieron cuando soltó que la pandemia nos “cayó como anillo al dedo”. La frase tendría que entenderse en el contexto de su visión franciscana o, incluso, budista de la vida. Si se tiene pan en la mesa, techo, una familia unida y quizás como gran lujo un refrigerador, no hay nada más a que aspirar.

En ese sentido podría uno pensar que la política social de la 4T no está encaminada a crear un país de riqueza, sino uno con menos pobreza.

Si la esperanza que inspiró el lopezobradorismo era que la abundancia y la prosperidad tocarían por fin a las mayorías, hay mucho espacio para la decepción.

En el mundo sobran ejemplos de liderazgos montados en la frustración y en el enojo: Trump, Bolsonaro, Boris Johnson.

¿Quién podría emerger en la mar revuelta de una desesperanza mexicana?




Corrupción: estigma y uso político

Por ARTURO RODRÍGUEZ

LA CLASE POLÍTICA tradicional, y lo que con esta se ha relacionado, sufre una hecatombe. El primer tercio de la administración de Andrés Manuel López Obrador ha quedado marcado, en lo político, por la reducción de sus opositores, puesto que sus miembros connotados están implicados en casos de corrupción y sometidos a juicio, señaladamente, en la opinión pública.

Son de alto el nivel: una ex secretaria de Estado, un ex director de Pemex, al menos dos generales, un abogado y financiero, así como gobernadores que en el pasado fueron protagonistas de presuntos actos ilícitos.

Es probable que en este punto no podamos ser capaces de tener más que una certeza: la corrupción ha quedado estigmatizada, es motivo de un clamor generalizado de justicia y eso, dicho está hasta el cansancio, fue un factor clave en el triunfo electoral y los altos niveles de aprobación que tiene el presidente Andrés Manuel López Obrador.

La fórmula ha sido eficaz. Desde que López Obrador asumió la Presidencia, pronuncia el vocablo corrupción un promedio de 104 veces al mes, 26 veces por semana, unas cinco veces al día desde que inició la administración y hasta cumplir sus primeros 18 meses de gobierno. Explícitamente ha dicho que su gobierno busca estigmatizar la corrupción y que los corruptos pierdan la respetabilidad.

En las conferencias de prensa matutinas, con toda su resonancia, corrupción es un término que en las alocuciones presidenciales se vale de dos expresiones adheridas a su vocabulario como prefijo: “antes” y “en el pasado”, que dan paso a una cauda de reiteraciones: “el gobierno al servicio de una minoría [ya no dice ‘minoría rapaz’ como en campaña], que se creía dueña de México”. Acompañan a la palabra las variaciones: “viejo régimen”, sus “adversarios, los conservadores”, una mención para alguno de los ex presidentes, que considera que fueron implementadores del modelo que originó la descomposición, es decir, “el neoliberalismo” o “neoporfirismo”, referido 38 veces en promedio mensualmente.

El discurso lo engloba todo e incendia las redes sociales casi a diario: políticos de gobiernos del pasado; empresarios con influencia; partidos políticos; conservadores de izquierda o de derecha que, fuera en la sociedad civil organizada o bien en el movimiento social, medraban con el erario; medios de comunicación, intelectuales y periodistas en la nómina gubernamental; funcionarios de organismos autónomos…

ENTRE EXPERTOS de la mercadotecnia política se dice que la narrativa, para que funcione, debe ser verificable. Para el caso, si de lo que se trata es de acabar con la corrupción, el presidente López Obrador se debate en los linderos de la legalidad y el desbordamiento, la extralimitación o la ampliación de lo que al Poder Ejecutivo compete.

Lo dijo en campaña y lo reitera: su oferta es poner un “punto final”… pero si hay denuncias, que se proceda. La Fiscalía General de la República (FGR) es autónoma, pero desde la tribuna del Salón Tesorería asegura con frecuencia que las críticas son “porque se está limpiando la corrupción”.

El mensaje es verificable por todo 2019.

Uno de los empresarios más relacionados con el salinismo y luego con el peñanietismo, Alonso Ancira Elizondo, presidente de Altos Hornos de México, fue detenido el 28 de mayo en España, como parte de las pesquisas que se siguen al ex director de Pemex, Emilio Lozoya Austin. El caso en su contra es por haber vendido a sobreprecio una planta de fertilizantes a la petrolera y pagar sobornos a Lozoya a través de una offshore de Odebrecht.

El 10 de julio fue detenido, en la Ciudad de México, Juan Collado, prominente abogado y financiero relacionado con el peñanietismo y con otros grupos políticos de importancia tanto del PRI como del PAN. La causa es lavado de dinero y la indagatoria internacional implica cuentas por más de 83 millones de dólares en Andorra.

Si la estrategia contra el robo de combustible marcó el primer trimestre de la administración por el desabasto de gasolinas y la tragedia de Tlahuelilpan, la corrupción relacionada tuvo dos primeros imputados: el 18 de julio fue detenido el general Sócrates Herrera Pegueros, responsable el sexenio pasado de la seguridad física de Pemex; con orden de aprehensión liberada, se evadió su antecesor en el cargo en el mismo sexenio, el general León Trauwitz, jefe de seguridad de Peña Nieto cuando fue gobernador.

El 13 de agosto fue a la cárcel Rosario Robles Berlanga, primera ex secretaria de Estado presa en cuatro décadas, acusada por omisión en desvíos de poco más de 4 mil millones de pesos. La operación de triangulaciones de fondos desde las secretarías de Desarrollo Social primero, de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) después, tiene visos de relacionarse con financiamiento ilegal a campañas del PRI. No había otro secretario detenido desde que fue a prisión, en 1977, Félix Barra García, coincidentemente titular de la misma Sedatu, entonces llamada de la Reforma Agraria.

Luego, ya en 2020, el 12 de febrero, detuvieron en España a Emilio Lozoya. No había ido preso, pese a las evidencias de corrupción, ningún ex director de Pemex desde que fue detenido Jorge Díaz Serrano en 1983, aunque hubo el intento de hacerlo con Rogelio Montemayor Seguy, en 2001.

Fue el 30 de junio cuando dos noticias se entrelazaron: la Fiscalía consiguió una orden de aprehensión, por tortura, contra Tomás Zerón de Lucio, ex director de la Agencia de Investigación Criminal (AIC), autor de la llamada “verdad histórica” de Ayotzinapa, y Emilio Lozoya, quien aceptaba su extradición y colaboraría con las investigaciones de corrupción en Pemex.

Si la narrativa tiene como eje erradicar la corrupción, la suma de casos parece verificable.

NINGUNO de los casos mencionados es cosa juzgada. Algunos ni siquiera han iniciado y otros se tambalean jurídicamente.

A Rosario Robles se le imputa la omisión de informar a su superior, es decir, al presidente Enrique Peña Nieto, sobre el desfalco, pero no por el desfalco propiamente dicho.

El caso, como otros, adolece de un cierto vicio en las formas. Rosario Robles, implicada en los videoescándalos de 2004 por su relación sentimental con el empresario Carlos Ahumada, fue enviada a prisión preventiva por el juez Felipe de Jesús Delgadillo Padierna, sobrino de Dolores Padierna, dirigente izquierdista cuyo marido, también dirigente, René Bejarano, por entonces con el cargo de secretario particular del jefe de Gobierno capitalino López Obrador, fue protagonista del video en el que recibe dinero en efectivo del empresario referido.

La legalidad de la decisión del juez Delgadillo Padierna ha quedado a salvo en apelaciones, pero su participación contamina el caso por un desfalco que ampliamente ha acreditado la Auditoría Superior de la Federación (ASF).

Y es que, si algo empaña la voluntad política que proclama López Obrador, es el desaseo que en diferentes momentos imprime él mismo al comunicar, opinar, posicionarse y denunciar, aprovechando “La mañanera”.

Un ejemplo: en Proceso, edición 2063, correspondiente al 17 de mayo de 2016, se publicó que las empresas que concentraron los principales contratos de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) tenían altos ejecutivos que fueron secretarios de Estado, relacionados con la élite de tecnócratas, esto es, el fenómeno conocido como revolving doors (puertas giratorias), que implica el paso de ejecutivos al servicio público y viceversa, lo cual, conforme a prácticas internacionales, se considera fuente de la corrupción.

El 11 de febrero de 2019, el presidente López Obrador presentó en “La mañanera” los casos de gasoductos y ejecutivos ex funcionarios en una semana de reiteraciones y revelaciones sobre el asunto. Para el 18 de febrero siguiente, fueron expuestas las relaciones familiares del entonces presidente de la Comisión Reguladora de Energía (CRE), Guillermo García Alcocer, con altos directivos de una de esas empresas, Fermaca. El titular de la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF), Santiago Nieto Castillo, presentó sus sospechas sobre operaciones irregulares de esos parientes, y la secretaria de la Función Pública, Irma Eréndira Sandoval, dio pormenores de una investigación.

Las empresas involucradas eran Carso, de Carlos Slim; Sempra/IEnova, que preside Carlos Ruiz Sacristán, ex secretario de Comunicaciones y Transportes; TransCanada y Fermaca, específicamente abordadas en lo que tocaba a la construcción de gasoductos.

Esos gasoductos quedaron inconclusos por amparos de comunidades, permitiendo a las empresas cobrar, conforme al contrato con la CFE, un “costo de capacidad instalada” por causa de fuerza mayor no imputable a estas. Y en efecto, no eran imputables, pues esos amparos procedieron debido a que la CFE no despejó los derechos de vía, lo que podía lograr sólo si realizaba una consulta pública que diera el aval de los pueblos.

Pero el presidente López Obrador atribuyó el asunto a la corrupción y la complicidad, consiguiendo renegociar el pago a las empresas cuyas condiciones, hasta ahora, no son transparentes. El 27 de agosto de 2019 dio por cerrado el asunto y dijo que ya entrarían en operación los gasoductos, lo que fue una mentira, pues en todo caso lo resuelto fue sobre el pago a las empresas, pero los amparos mantenían paradas las obras. Al ser cuestionado sobre el particular, deslizó la sospecha sobre las comunidades, porque, expuso, habría que ver quién está detrás.

Un año después, el 6 de agosto de 2020, López Obrador fue al Valle del Yaqui, donde se ubica uno de los gasoductos parados, contratado a IEnova, para tratar de destrabar el asunto. El amparo en ese lugar, interpuesto por la comunidad Loma de Bacum, es por la mala implementación de la consulta indígena que debía realizarse conforme a parámetros internacionales.

Si hasta ahí el asunto fue expuesto con medias verdades, otras condiciones lo mancharon: la directora de IEnova era Tania Ortiz Mena, sobrina de quien, al iniciar el sexenio lopezobradorista y en el momento del escándalo, era secretaria de Medio Ambiente, Josefa González Blanco Ortiz Mena, que tenía como subsecretaria de Gestión Ambiental a Katya Puga, responsable de realizar la consulta mal hecha que posibilitó el amparo en el sexenio de Peña Nieto, cuando se desempeñaba como funcionaria en la Secretaría de Energía.

Peor aún. El 10 de agosto, apenas cuatro días después de atender el asunto con los yaquis, López Obrador perfiló a IEnova (empresa que por cierto se relaciona con Odebrecht en México por el gasoducto Los Ramones, que hasta ahora no es objeto de revisión), para ser beneficiaria de una terminal y regasificadora a fin de exportar gas natural.

La otra vertiente del escándalo era la renovación de la CRE. El 3 de junio de 2019, Guillermo García Alcocer renunció al cargo. Un atropellado proceso legislativo dejó finalmente en manos del presidente López Obrador imponer a sus incondicionales en dicha comisión, y sobre las denuncias contra el ex funcionario nunca se volvió a decir más.

El apunte ha sido observado por el director de Periodismo del CIDE, Carlos Bravo Regidor. El caso de García Alcocer, como la renuncia del ministro Eduardo Medina Mora, quedaron rodeadas por la sospecha de corrupción, deslizada por el gobierno que, a más de un año, no tienen caso abierto.

El también ex procurador general de la República y ex embajador en Washington ocuparía su puesto en la Suprema Corte hasta 2030, pero renunció el 3 de octubre de 2019 cuando trascendió que lo investigaba la UIF. El caso, como el de García Alcocer, un año después no había sido judicializado.

La UIF ha sido el ariete en distintas oportunidades: lo fue para acusar al Consejo Mexicano de Negocios de estar detrás de la campaña “El populismo en América Latina”, con la que se quiso perjudicar a López Obrador, infructuosamente, en 2018, bajo el mote de Operación Berlín. No hubo caso judicial.

Además, queda el caso Lozoya. Una vez llegado a México, el ex director de Pemex no pisó la cárcel y se le concedieron algunos beneficios con la promesa de colaborar con la Fiscalía, que se supone autónoma. Sin embargo, casi a diario, desde el 14 de julio de 2020, el presidente López Obrador se refirió a las pruebas que aportaría, arreció sus menciones al iniciar agosto y durante la segunda semana insistió en que su denuncia y los videos debían darse a conocer, que era derecho a la información, que el “pueblo tenía derecho a conocer la verdad” sobre, entre otras cosas, la forma en que “se compró la reforma energética”.

En un video aparecen Guillermo Gutiérrez Badillo, secretario particular en el Senado y luego en la gubernatura de Querétaro, de Francisco Domínguez; y Jesús Caraveo, colaborador de Jorge Luis Lavalle. Domínguez y Lavalle, panistas, eran senadores durante el tiempo de aprobación de la Reforma Energética. El video, que muestra a Badillo y Caraveo recibiendo bolsas de dinero en efectivo, se difundió el 17 de agosto. A la mañana siguiente, el presidente consideró que las imágenes mostraban “la inmundicia del régimen de corrupción” y ese día, como al otro, el 19, subrayó que debía hacerse pública la denuncia de Lozoya. Filtraciones, se dijo, sin admitir la autoría.

Mientras los medios abordaban y destazaban la denuncia, se obsequió un amparo para Alonso Ancira; el delito, a consideración del juez, no merece ni ser procesado porque ha prescrito.

Finalmente, el jueves 20, el portal Latinus, que encabeza Carlos Loret de Mola, publicó dos videos y un audio, en los cuales se observa a Pío López Obrador, hermano del presidente, recibiendo dinero en sobres y acordando con David León Romero (titular de Protección Civil, apenas días antes calificado por el mandatario como “uno de los mejores de la administración”), quien, por la fecha de la grabación, era consultor del gobernador de Chiapas, Manuel Velasco.

López Obrador se defendió diciendo que no sólo la cantidad era menor, sino, sobre todo, que ese dinero era apoyo de la gente para su movimiento, como en la Revolución, y agregó que sabía que ese contenido aparecería desde cuatro días antes, es decir, justo en la misma fecha en que se filtró el video de los panistas del Senado.

Entonces citó los casos de Lozoya y hasta de García Luna (cuya investigación y proceso tienen lugar en Estados Unidos) y añadió: “Esto yo lo explico como una reacción normal, legítima, de quienes están viendo afectados sus intereses por la decisión que tenemos de acabar con la corrupción”.

LOS CASOS ya del actual gobierno no tienen cauce legal porque para eso se articula el argumento político de quien se dice “el presidente más atacado de la historia”: “No ven con buenos ojos al licenciado [Manuel] Bartlett”, porque terminó con los contratos leoninos de la CFE, dijo el presidente el 20 de diciembre de 2019, cuando lo exoneró la Función Pública de cualquier irregularidad, luego de que una investigación de la periodista Areli Quintero, publicada por Carlos Loret de Mola, acreditó que tenía una fortuna superior a los 800 millones de pesos y que había declarado sólo 51 millones, sin explicar el origen de esa fortuna.

Cuando la organización Mexicanos contra la Corrupción e Impunidad documentó los contratos del hijo de Manuel Bartlett con el IMSS, a sobreprecio y de mala calidad, el mandatario dijo que no era igual a los gobiernos de antes y aprovechó para fustigar a los medios de comunicación que callaban en el pasado.

Y cuando se le cuestionó por la presunta corrupción en la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte, dio su apoyo a la titular Ana Gabriela Guevara, diciendo que, como se acercaban las elecciones de 2021, iban a surgir acusaciones similares.

En todo caso, no sin aludir a la justificación de que sus adversarios buscan atacarlo, ha pedido que se hagan investigaciones, aunque en el primer tercio de gobierno no hay una sola sanción ejemplar.

ESTUDIOSO de la historia política del país, por formación académica y por su interés personal, Porfirio Muñoz Ledo aseguró que la corrupción es identificable desde la Colonia. Fue empleada por los regímenes políticos para el control pero, afirmaba, a propósito del sexenio de Peña Nieto: “A lo que se ha llegado es indecible. Imaginemos los contratos de Odebrecht… Es la corrupción más brutal”.

La entrevista tiene lugar en noviembre de 2017. La cuestión es obligada por su encumbramiento de aquellos sexenios:

—¿Más que en los sexenios de Luis Echeverría o López Portillo?

—Era muy controlada. Se les dejaba a algunas gentes, ciertos gobernadores, pero se les abría un expediente. No se compara con lo de ahora, con la corrupción desatada a partir de la época de Salinas.

PRÁCTICAMENTE hay consenso en la idea de que el salinismo —entendido como periodo definitivo de la implementación del modelo neoliberal— tiene en su signo distintivo la corrupción a gran escala y, quizás, podría coincidirse en parte con Porfirio Muñoz Ledo en que los regímenes posrevolucionarios la usaban sólo como mecanismo de control.

Escribo “en parte” porque el tema ha estado presente desde siempre y su exposición ha estado integrada hasta en la articulación ingeniosa de fórmulas retóricas, auténtico cinismo, desde el “Le hizo justicia la Revolución” —que solía decirse de quien medraba en la vida política— hasta el “Robé pero poquito” de algún presidente municipal. Del “orgullo de mi nepotismo” de López Portillo al “No te preocupes, Rosario” de Peña Nieto. De la riqueza inconmensurable de casi todos los ex presidentes hasta la de sus genealogías, con los casos destacados de Ávila Camacho, Miguel Alemán o Carlos Salinas de Gortari.

También porque corrupción e impunidad, binomio cuadrado de la política mexicana de todos los partidos, tienen escasos referentes de sanción, casi siempre envueltos en una vendetta política cuyos casos más ejemplares van desde el jefe policiaco lopezportillista Arturo El Negro Durazo hasta el líder petrolero Joaquín Hernández Galicia, La Quina; de Raúl Salinas de Gortari, a Elba Esther Gordillo.

Vender un acto de autoridad, la famosa “mordida”, casi siempre atiende a estructuras piramidales que van desde el escalón más bajo de la cadena de mando burocrático hasta la cúspide del poder. De ahí que la reiteración presidencial sea tan atractiva y didáctica: barrer la corrupción de arriba hacia abajo, como se barren las escaleras.

Discursivamente esa parece ser la idea de los casos abiertos por la actual administración: ir por las cabeza notables, para luego procurar a los ex presidentes.

Pero entonces, tanto por la reiteración presidencial en cada caso como por su propuesta de “consulta” para decidir si procesa o no a los ex presidentes; por los casos endebles y más aún por los que se revelaron y no se judicializaron, el comportamiento se aproxima más al control o el uso político que a auténticos procesos de justicia.

SI ALGO puede reconocerse en Andrés Manuel López Obrador es su habilidad política. Y, sin embargo, hay temas que no logra abordar cuando competen a las agendas contemporáneas más progresistas; entre estos destacan el ambiental, los derechos de la diversidad y, quizás el que más lo ha conflictuado, el feminista, un movimiento que como muchos de este tiempo carecen de liderazgos identificables, estructura formal y reclamo único.

Uso y costumbre de la política mexicana, las estructuras corporativas, inclusive en el movimiento social de izquierdas, son controlables a través de la entrega de satisfactores inmediatos que, en sentido estricto, pueden pasar por corrupción. Paros, plantones, huelgas, toma de inmuebles y casi cualquier mecanismo de presión han sido históricamente resueltos por negociaciones con dirigentes, en ocasiones hasta crecer el poder económico de las organizaciones. El caso paradigmático y corrompido es el de la filopriista Antorcha Campesina.

De ahí que, en diferentes oportunidades, el presidente López Obrador haya señalado corrupción de dirigentes sociales. Entre otros casos, en noviembre de 2019, está el de los plantones y movilizaciones de organizaciones campesinas que exigían recursos en medio de las negociaciones del presupuesto 2020; el presidente dijo: “La mayoría de los mexicanos, y más los campesinos, son responsables. Están recibiendo recursos como nunca. A lo mejor los que no están recibiendo recursos son los líderes. Imagínense cuánto se les daba a esas organizaciones campesinas […]. Por respeto no lo hemos dicho. Porque no queremos la confrontación. Vamos resolviendo el problema. Nada más que se entienda que esto ya cambió. Porque [a los líderes] les daban recursos. Ya no. Pero si ya no hay moche, ¿cómo no van a haber protestas?”.

La eliminación de intermediarios que asegura el presidente López Obrador lo ha llevado a considerar que como nunca se está apoyando a las mujeres. Pero en febrero de 2019 el asunto es que ha cancelado el presupuesto de apoyo a mujeres víctimas de violencia. Los refugios operados por civiles son una buena práctica internacionalmente no sólo recomendada, sino también reconocida por la Convención Belem do Pará, firmada y ratificada por México. Las historias son abundantes en cuanto a los agentes del Estado que por corrupción o implicación directa en un caso pueden acceder a sus víctimas, de ahí que lo privado puede ser discreto, secreto en su ubicación, bajo custodias inaccesibles. Debió recular.

Y es que un sello distintivo de la administración lopezobradorista es erradicar lo que se considera corrupto o susceptible a corrupción, asumiendo su control y demoliendo aparatos en lugar de hacerlos funcionar mejor: si hay robo de combustible, que cierren los ductos, la consecuencia es un temporal desabasto; si hay prácticas corrompidas en compra de medicinas, que se cancelen las compras aunque queden pacientes sin medicamentos, como en el caso de los niños con cáncer; si hay fideicomisos, que manejan recursos y algunos han registrado casos de corrupción, que se acaben los fideicomisos aunque eso deje sin recursos a ámbitos de importancia: los desastres naturales, las becas para creadores y un largo etcétera.

La corrupción es argumento convincente para cerrar estructuras con presupuesto que pueden o no funcionar mal, pero también son pretexto para que los recursos queden bajo control presidencial. La razón es que el presidente López Obrador garantiza no ser corrupto y es en eso y su voluntad política, no en las normas ni las instituciones, lo que pretexta la exigencia de un voto de confianza incondicional porque, de lo contrario, ante cada protesta dirá que hay intereses de conservadores de izquierda o de derecha que no quieren la transformación.

La crítica observa un patrón similar en otros líderes globales. El politólogo José Fernández Santillán lo explica como parte de un manejo discursivo coincidente entre López Obrador y líderes populistas, basado en “el señalamiento de un pueblo que ha sufrido carencias y ha sido marginado de la política porque hay una élite corrupta que ha acaparado el poder; una élite que se ha beneficiado de las mieles del poder y la riqueza”.

Ese tipo de retórica, sostiene, ha sido empleada por Hugo Chávez y luego Nicolás Maduro en Venezuela; Evo Morales en Bolivia; en su tiempo, Rafael Correa en Ecuador, y sobre todo Cristina Fernández de Kirchner en Argentina. Lo hacen también los europeos János Eder en Hungría, Andrzej Duda en Polonia y Donald Trump, aunque en su caso no se refiere a la élite de Wall Street sino a la élite política.

“Se presentan como outsiders, fuera del sistema, como no vinculados a los malos manejos que han hecho las élites. Son los que van a limpiar el poder de la corrupción y que el dinero que beneficiaba a unos cuantos ahora beneficie a todos. Es una bandera política perseguir a los corruptos”.

Apenas en su etapa inicial, la parte jurídica dista mucho de concluir, en tanto la parte política, considera el investigador, consiste “en demostrar o publicitar que sí se está luchando contra la corrupción y que no va a haber impunidad”.

No obstante, hay dudas sobre la veracidad de la afirmación presidencial. Fernández Santillán observa el contraste en el caso de Rosario Robles, porque siendo ese caso un tinglado que involucra a numerosas instituciones públicas, e inclusive de educación superior, sólo ella está en la cárcel. Hay un uso político de la justicia, según criterios de conveniencia y oportunidad.

“El populismo es eso. Que el poder se pone por encima de la ley y la ley es manipulada según los caprichos del líder político. Eso sí, con mucha publicidad y engaños, sus seguidores, y muchas personas que no, opinan que se está haciendo justicia cuando en realidad lo que se está haciendo es propagar lo político”.

EL SURGIMIENTO del movimiento #yosoy132 en 2012 motivó que el candidato del PRI, Enrique Peña Nieto, emitiera un “Decálogo por una Presidencia democrática”, cuyo punto nueve ofrecía crear una Comisión Nacional Anticorrupción, capaz de incidir en los tres órdenes de gobierno, de carácter autónomo. Ya electo, presentó una iniciativa al Congreso y renovó la promesa en el Pacto por México.

Fue por eso que el 27 de agosto de 2014, cuando Peña Nieto dio por terminado “el ciclo reformador”, durante el acto de promulgación de leyes complementarias de la Reforma Energética, Gustavo Madero, entonces dirigente del PAN, pidió esperar, que aún había pendientes y enfatizó un proyecto anticorrupción.

Era el auge temprano del peñanietismo que celebraba las llamadas reformas estructurales, una Presidencia que llegaba a su mejor momento en el segundo Informe de Gobierno. Pronto pasó la euforia y el Mexican moment, pues un mes después de aquel acto ocurrió la desaparición de los 43 estudiantes de Ayotzinapa, y al iniciar noviembre, Carmen Aristegui publicó la investigación de su equipo titulada La casa blanca de Peña Nieto, dos episodios en los que la corrupción en distinto ámbito marcaría para siempre el sexenio y el fin de la popularidad.

Ese como otros escándalos de corrupción, forzaron al presidente Peña Nieto a aceptar un proyecto anticorrupción. Se involucraron las élites académicas especializadas en el tema, representantes de organizaciones de la sociedad civil, organismo autónomos y legisladores que en 2015 celebraban, con el presidente y su voluntad política, la creación del Sistema Nacional Anticorrupción. Un engaño.

“Logro de la sociedad civil”, festinaban por todas partes cuando, en los hechos, para que el modelo funcionara se requería la creación, reforma o adición de al menos 17 leyes y la homologación en las entidades federativas, que no se lograría en lo que quedaba de sexenio y, si acaso, podría funcionar en el siguiente.

El Sistema fracasó. Convertido en una entelequia, el 11 de junio de 2020 el presidente López Obrador lo consideró burocrático y costoso. “Este instituto anticorrupción iba a tener salas regionales en todo el país, más la sala central, estamos hablando como de 300 cargos, imagínense cuánto cuesta”.

La cuestión de la austeridad, del ahorro, es central en el discurso presidencial. El plan original contemplaba crear cinco salas regionales adscritas al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, con 18 magistrados, y el ya mencionado tinglado de leyes pendientes.

Pero no era el único en verlo así. El titular de la ASF, David Colmenares, sostiene que el Sistema debe revisarse, pues si bien es cierto que su función es la de coordinar instituciones, hasta ahora esa coordinación se ha concretado de manera directa.

La ASF ha signado diferentes convenios de colaboración y, según su titular, los asuntos que al organismo le corresponde dar seguimiento se operan directamente con la SFP, la fiscalía especializada o la General de la República, o la Unidad de Inteligencia Financiera.

Es posible que el correcto funcionamiento de lo existente sea suficiente para erradicar la corrupción de manera estructural más allá de cada caso y escándalo. Las posturas se debaten entre el robustecimiento de las fortaleza institucionales —ese estribillo de los técnicos en administración pública— y la aplicación de las normas existentes sin consideraciones. Si en efecto, se ha hecho así, sólo quedaría oponer que ninguno de los casos está resuelto y las dudas pesan sobre su efectividad judicial, para que los procesos resulten en condenas y con ello reduzcan la impunidad que, naturalmente, no puede ser sólo en relación con el pasado, sino con los casos que en el presente y futuro surjan, aun cuando toquen la sensibilidad presidencial.




Economía, empresarios y crisis

Por CLAUDIA VILLEGAS

TRAS LA PANDEMIA, la economía mexicana llegará más pequeña y debilitada por el golpe seco y contundente que recibieron dos sectores clave para la generación de riqueza y empleos: el turístico y el de servicios (aerolíneas, escuelas, restaurantes, cines, gimnasios, entre una larga lista). Muchos de esos empleos, de esos sectores, como dijo el economista Nouriel Roubini, simplemente no regresarán con la vacuna para combatir al virus que paralizó al mundo durante el primer semestre de 2020. Al menos no por ahora. El mundo ha cambiado y las prioridades para viajar, para consumir dentro y fuera del país, son otras.

México, afortunadamente, forma parte de un bloque económico y comercial que ha permitido, ante la reapertura de la economía en medio de la crisis sanitaria, la recuperación de las exportaciones ligadas a la demanda de grandes conglomerados empresariales en Estados Unidos y Canadá. Los millonarios recursos que Donald Trump destinó a la economía estadounidense también han permitido un nivel histórico en el envío de remesas de los mexicanos que no han tenido otra opción que migrar en búsqueda de empleo.

Las preguntas son, sin embargo, si la actividad económica ligada a la firma del T-MEC será suficiente para generar los empleos que necesita el país luego de que, entre marzo y junio, se perdieron más de 1.5 millones de puestos formales registrados ante el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS). ¿Será suficiente el impulso del T-MEC mientras persiste el riesgo de que desaparezcan al menos 500 mil Pymes? ¿Podrán las empresas que sobrevivan a la crisis aportar los impuestos que necesita el gobierno para cubrir gastos en salud y medicinas? ¿Se podrán cubrir los presupuestos para programas sociales, así como el financiamiento para los proyectos como el aeropuerto en Santa Lucía, el Tren Maya o el Corredor Transístmico?

La firma Moody’s Analytics estima que, sin un plan de apoyo al sector productivo, la recuperación de la economía no será fácil y que tomaría más de cinco años recobrar la capacidad productiva del país, su capital intelectual, sus empleos, sus emprendedores. Un lustro perdido en el que la informalidad y las actividades ilícitas se harían presentes como válvulas de escape.

Analistas como Luis Foncerrada aseguran que, para hacer frente a la economía post COVID-19, México necesitaría una revisión integral del sistema tributario del país. Sin ello, dice Foncerrada, será una utopía pensar en alcanzar los objetivos de bienestar para la población de menores ingresos. Una reforma fiscal con enfoque social puede convertirse en la mejor vía para la redistribución del ingreso, para prevenir el endeudamiento y el impacto sobre las finanzas públicas. Para evitar un endeudamiento externo, se impone una discusión fiscal de fondo que incluya, por ejemplo, la deducibilidad de inversiones y un incremento a la tasa del Impuesto al Valor Agregado (IVA). Ahora, ante la histórica caída del Producto Interno Bruto (PIB), la deuda pública representaría más del 50%, cuando previamente se encontraba en niveles del 40%. Sería una mala idea incrementar el endeudamiento con organismos multilaterales sin intentar primero una reforma tributaria.

De otra forma, de acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval), la pandemia causará un incremento en el número de pobres en el país y mayor desigualdad.1 Sin un cambio tributario, este flagelo no tendrá un muro de contención eficiente. Al comparar a México con los países de la Unión Europea, veríamos que, antes del ejercicio de impuesto y gasto público, se encuentran en niveles parecidos en la escala de Gini,2 de entre 0.45 y 0.50. Sin embargo, una vez que en México se gasta y se recolectan los impuestos, el país se queda casi igual: en 0.45, mientras que los europeos reducen el Índice de Gini a 0.24. Ese es el objetivo: que los impuestos sirvan para redistribuir el ingreso pero de una manera transparente, explica Foncerrada, ex director del Centro de Estudios Económicos del Sector Privado (CEESP) y actual economista en jefe de la Cámara Americana de Comercio. Mantener el régimen de excepción fiscal para alimentos y medicinas beneficia, por ejemplo, al 30% de la población de mayores ingresos en la economía e impide que el gobierno federal obtenga ingresos adicionales por entre el 2 y 4% del PIB, estiman analistas.

Como resultado, agrega Foncerrada, México posee un sistema tributario asimétrico e injusto a partir de una tasa de IVA al consumo que favorece a los que registran un mayor gasto. Con un cambio tributario, sería posible garantizar una renta mínima, dar sustentabilidad a los programas de apoyo a grupos vulnerables.

Pero la reforma fiscal es un tema parece estar fuera de la agenda de la Cuarta Transformación. La Hacienda pública no es infinita y menos después de una pandemia. Así, la respuesta ante un menor ingreso fiscal son las políticas de austeridad que han generado un clima de escasa eficacia gubernamental. El capital intelectual del gobierno federal se está perdiendo.

La desconfianza, otro virus

Además, de una reforma fiscal, la crisis que vivirá la economía mexicana exigiría, más allá de millonarios rescates, una gran dosis de confianza por parte del gobierno que encabeza Andrés Manuel López Obrador para reactivar la inversión privada que desde principios de 2020 no ha logrado consolidarse. Pero se necesita una confianza generalizada, no la administración de ella; se requiere una política pública que privilegie la meritocracia, la inversión transparente más allá de simpatías hacia un movimiento político. Es cierto que a través de la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) se busca combatir la corrupción que involucraba a empresarios y políticos; el problema es que el tiempo se pierde mientras se dejan a un lado las políticas públicas eficientes que permitan y conduzcan la inversión privada de manera transparente.

Esta desconfianza generó desde 2019 un grave retroceso en la economía, aunque el PRI y el PAN al frente del Ejecutivo también incurrieron en esas fallas como responsables de la administración pública. Hicieron política con las políticas públicas.

La pandemia sólo profundizó el problema de crecimiento que el cambio de régimen encontró ya enquistado mientras se decidió a poner en marcha un nuevo esquema para administrar al sector público en busca de una mejor distribución de la riqueza y el combate a la corrupción. Al menos esa es la narrativa. El objetivo puede ser legítimo y justo, pero está generando distorsiones en una economía debilitada durante décadas por malas prácticas y manipulación en las que también participaron muchos “empresarios”.

Como resultado del confinamiento social obligado por la pandemia, la economía mexicana enfrentó en junio de 2020, al menos en el registro numérico, la peor caída de su PIB desde la década de 1930. Al segundo trimestre del año, la estimación oportuna del PIB mostró una caída significativa, de 17.26%, con respecto al trimestre previo. Con esta caída, el PIB presentó el ajuste más profundo en su historia como indicador del comportamiento macroeconómico. Analistas estiman que recuperar el nivel que tenía la economía en 2018 tomaría más de cinco años.

El problema, sin embargo, es que en diciembre de 2018, cuando Andrés Manuel López Obrador llegó a la Presidencia de la República, ya estábamos en problemas y esa desconfianza, ajuste de cuentas o reorganización del poder empresarial simplemente agudizó el problema. En junio de 2019, las corredurías y bancos de inversión advirtieron que la economía mexicana perdía fuerza muy rápido, demasiado rápido. Los pronósticos indicaban que en el primer año del gobierno de la Cuarta Transformación el crecimiento del PIB no alcanzaría ni el 1%.

A principios de 2020, los pronósticos eran igual de pesimistas. Antes de la pandemia, México, según corredurías como Barclays, encabezaba ya la lista de las economías con los comportamientos más negativos en la región de América Latina.

La necesidad del gobierno en turno de rescatar a Pemex se convirtió en una alerta para los analistas que observaban con preocupación el origen de los recursos para reflotar a la empresa productiva del Estado, que ya enfrentaba pérdidas y problemas para consolidar inversiones en exploración, producción y refinación. Recuperar Pemex, bajo las actuales condiciones, significaría revisar con mucho cuidado y realismo su plan de negocios más allá de proyectos nacionalistas.

En medio de la pandemia, Pemex recibió por parte de la Secretaría de Hacienda (SHCP) un estímulo fiscal por hasta 65 mil millones de pesos; además, decidió recortar sus inversiones en Pemex Exploración y Producción (PEP). Las inversiones en PEP en 2020 sólo deberán sumar 40 mil 500 millones de pesos en relación con el presupuesto anual aprobado a finales de 2019 por 269 mil 859 millones de pesos.

Para 2020, la SHCP fijó en sus Criterios Generales de Política Económica que el precio promedio del petróleo se ubicaría en 49 dólares por barril. Al cierre de agosto, el precio de la mezcla mexicana se ubicaba en 40.73 dólares. Afortunadamente, la SHCP contrató coberturas para mitigar esta diferencia en precio. Baste recordar, para respirar un poco respecto a los ingresos petroleros, que el 20 de abril de 2020 los precios del petróleo tocaron niveles negativos, perdiendo más de 37 dólares en el mercado de futuros. Precisamente en abril de 2020, un decreto firmado por el presidente Andrés Manuel López Obrador y publicado en el Diario Oficial de la Federación excluyó a Pemex, hasta el 31 de diciembre de 2020, del pago del derecho por la utilidad compartida previsto en la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos.

Así, Pemex, en medio de la crisis provocada por la sobreoferta de petróleo y el aislamiento social derivado de la pandemia por el COVID-19, recibió el único apoyo fiscal aprobado hasta ahora por el gobierno federal para la empresa productiva del Estado.

En el caso de Pemex, el Poder Ejecutivo mostró que puede tener confianza suficiente para reactivar inversiones, como sucedió durante la visita de trabajo a Washington para ratificar el T-MEC en julio.

La sorpresa no se hizo esperar cuando se anunció el acuerdo para destrabar una añeja controversia sobre un pozo compartido entre Pemex y la empresa Talos Energy.

George Baker, analista del sector de la energía, explicó que fue durante el gobierno de Enrique Peña Nieto cuando a la petrolera Talos Energy se le permitió participar en el proceso de descubrimiento del yacimiento Zama, considerado el octavo más importante del país. Talos Energy esperaba una definición por parte del gobierno de Andrés Manuel López Obrador.

El coyuntural anuncio de que la diferencia estaba zanjada se dio durante la cena entre los presidentes Donald Trump y Andrés Manuel López Obrador, y un grupo de empresarios que acompañó la pequeña comitiva del mandatario mexicano. La clave para apuntalar la economía es que la confianza se generalice.

Sin confianza del gobierno hacia el sector privado y un lento crecimiento económico, las empresas de muchos sectores continuarán con la reducción de empleos, cancelarán proyectos de inversión y disminuirán gastos para hacer frente a esa nueva normalidad que ya amenaza a la economía hasta que se aplique de manera generalizada una vacuna.

Y si bien 2020 será clave para el proyecto de Morena, porque sabremos si aumenta o pierde popularidad, su injerencia en el Poder Legislativo y en varias gubernaturas, el verdadero desafío para la economía será a partir de septiembre, al iniciarse los trabajos para el Presupuesto de Egresos de la Federación y la Ley de Ingresos.

Atrás podría quedar, en una economía amenazada por la pandemia, esa meta de lograr el superávit fiscal de 1% prometido para 2019. Reportar un déficit para apoyar a las empresas y a la economía podría ser una buena noticia bajo las actuales circunstancias.

Los empresarios, mientras tanto, sostienen: “El presidente no nos habla a nosotros sino a quienes votaron por él”. El reto, sin embargo, será hablar con la Cuarta Transformación y que el nuevo régimen hable con los empresarios, que deberían aportar siete de cada diez pesos que necesita urgentemente la economía. Lo han hecho los banqueros, las aseguradoras. No lo han hecho las cúpulas empresariales, las empresas de energía. Pero la Cuarta Transformación no tiene el monopolio de la desconfianza hacia los empresarios que no forman parte de su círculo político.

Durante la administración de Enrique Peña Nieto los cambios en las políticas sectoriales para la vivienda generaron graves retrocesos. Aún más, se confirmó un subejercicio del gasto público y se alertó durante todo el sexenio sobre el riesgo de recesión.

Desde El Colegio de México, su tribuna como académico, el ahora subgobernador del Banco de México, Gerardo Esquivel, calculó que el subejercicio durante el gobierno de Peña Nieto fue de 60 mil millones de pesos. Se sacrificó durante dicha administración un crecimiento del 1% del PIB para privilegiar la política y decidir, de manera unilateral, sobre recursos aprobados por el Poder Legislativo. El artículo 23 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria prevé que “los subejercicios de los presupuestos de las dependencias y entidades que resulten, deberán subsanarse en un plazo máximo de 90 días naturales. En caso contrario, dichos recursos se reasignarán a los programas sociales y de inversión en infraestructura”.

De este modo, en cada sexenio, la economía mexicana experimentó la desaceleración que la acecha desde las últimas tres décadas, consolidándose incapaz e ineficiente para generar empleos e impulsar el consumo. Así llegamos a la recesión en 2014. Según Moody’s Analytics, la industria nacional empezó a decrecer desde diciembre de 2012 —mes en el que inició el gobierno de Peña Nieto— y la contracción se extendió a lo largo de 2013 con una caída anual de 0.7%. La recesión industrial de ese año fue liderada por la construcción, que se contrajo 4.5%.

Con más de 30 millones de votos y todavía una gran popularidad, el gobierno de la Cuarta Transformación tiene la última palabra. “La inversión pública lleva como siete u ocho años con tasas negativas, cada vez es menor. En los últimos dos años, la inversión privada ha permanecido estancada”, dijo Jonathan Heath, subgobernador del Banco de México. Así que una burbuja de confianza podría generar un impacto positivo en la economía luego de casi dos décadas de vaivenes políticos.

Los empresarios que necesitamos

Es casi un hecho que, después de que concluya la fase más grave de la pandemia generada por el nuevo virus COVID-19, los políticos saldrán muy mal evaluados. No sólo en México, sino en muchos países, los políticos a cargo de las administraciones públicas con la responsabilidad de mitigar el impacto de la pandemia difícilmente podrán justificar sus erráticas decisiones y haber privilegiado sus intereses sobre la salud pública.

¿Qué pasará con los empresarios? ¿Correrán la misma suerte? ¿Seguirán anclando su destino —en la mayoría de los casos— a las decisiones de los políticos?

La pandemia, sin embargo, dejó en claro que los negocios vinculados a la investigación, a la tecnología, a la inteligencia artificial y a la innovación son aquellos que lograron capitalizar la crisis sanitaria que afectó a esta generación. En contraste, los negocios ligados a los presupuestos públicos sufrieron las consecuencias de una perniciosa dependencia de los ciclos políticos.

Los sectores regulados acusan recibo de los vaivenes políticos, los sectores que dependen de los presupuestos públicos agonizan y son los empresarios que optan por la innovación los que podrían sobrevivir y salir mejor librados de esta pandemia sanitaria. Esos empresarios necesitan, no obstante, políticas públicas de apoyo eficientes y oportunas; recursos de la banca de desarrollo y condiciones para crecer.

En México, la pandemia develó, sin embargo, a aquellos empresarios que privilegiaron sus intereses, a los que buscaron —una vez más— el cobijo de presupuestos públicos, pero también a los que se decidieron por el gobierno en turno aportando recursos propios para apuntalar la cercanía con el poder político. Las cúpulas empresariales se desdibujaron frente a la decisión del jefe del Ejecutivo de ignorar una y otra vez sus peticiones, sus propuestas, sus desafíos.

Y mientras eso sucedía, organismos como la Confederación Patronal de la República Mexicana (Coparmex) y el Consejo Coordinador Empresarial (CCE) declararon abiertamente su oposición a las políticas del gobierno de Andrés Manuel López Obrador. Desde la Coparmex se financiaron movimientos opositores y, al mismo tiempo, se buscaba que sus peticiones ante el gobierno tuvieran eco. Una contradicción.

Impuestos y banqueros

“¿Qué clase de empresario es aquel que necesita rescates del gobierno o que le perdonen impuestos? Entonces, no son empresarios, son otra cosa, menos empresarios”, me dijo en una conversación informal en marzo de 2020 la entonces recién nombrada titular del Servicio de Administración Tributaria (SAT), Raquel Buenrostro.

De formación matemática, egresada de El Colegio de México y con varias décadas de experiencia en la administración pública, Raquel Buenrostro llegó al SAT con la encomienda del presidente Andrés Manuel López Obrador de cobrar a grandes empresas los impuestos que, durante decenios, fueron materia de litigios gracias a cambios legislativos y a la participación de un ejército de abogados fiscalistas expertos en servicios de ingeniería tributaria.

Era el inicio de la pandemia. El edificio del SAT en la avenida Hidalgo de la Ciudad de México lucía casi vacío. A finales de marzo, la monumental sede de la autoridad tributaria albergaba a pocos colaboradores. Se ordenó que el mayor número posible de funcionarios laboraran desde casa. Se inició así la Jornada de Sana Distancia y con ella el miedo de empresarios y trabajadores sobre el rumbo incierto que tomaría la economía.

Las cúpulas empresariales encabezadas por la Coparmex, el CCE, la Cámara Nacional de la Industria de la Transformación (Canacintra) y el Consejo Nacional Agropecuario (CNA), entre otros, pedían a gritos un programa emergente que les permitiera retrasar el pago de impuestos y de contribuciones al IMSS y al Infonavit. También solicitaban créditos con respaldo del gobierno a través de la banca de desarrollo. Pero no hubo respuesta. En cambio, se aceleró el cobro de impuestos a compañías mexicanas y extranjeras. En la lista estaba el corporativo regiomontano Femsa, que controla la cadena de tiendas de conveniencia Oxxo, con 8 mil 790 millones de pesos; América Móvil, con 8 mil 290 millones; las estadounidenses Walmart, con 8 mil 79 millones, e IBM —que tuvo grandes contratos con el sector público durante los gobiernos del PRI y el PAN— con deudas por 669 millones, y la compañía minera Fresnillo, del Grupo BAL de Alberto Baillères, con 4 mil 500 millones de pesos. En la lista también figuraba la aerolínea Interjet, de la familia Alemán, con deudas por más de 3 mil millones de pesos luego de retrasar el pago del IVA. La caja de la aerolínea fue intervenida. A finales de agosto, además, el Grupo Modelo, el mayor fabricante de cerveza en el país, informó que había pagado al SAT poco más de 2 mil millones de pesos.

En medio de la Jornada de Sana Distancia, la Administración General de Contribuyentes del SAT no paró ni un solo día y reunió, por indicaciones de Buenrostro, toda la información necesaria para cobrar deudas por más de 30 mil millones de pesos. El objetivo, en ese momento, eran llegar a los 50 mil millones de pesos.

Sin embargo, la alerta se encendió porque se estimaba que la economía perdería dinamismo a causa del confinamiento, que el comercio reduciría sus contribuciones y que las cuentas del SAT mostrarían una gran caída. Con todo, el 7 de abril, un mes después de iniciar el cobro de deudas fiscales, el SAT informó que la recaudación por ingresos tributarios del primer trimestre de 2020 había alcanzado un incremento de 13.4% respecto a lo recaudado en el mismo periodo del año previo, que se ubicó en los 855 mil millones de pesos. Raquel lo logró.

El SAT desafiaba así, en el primer mes de la pandemia, los pronósticos más pesimistas gracias a una mayor fiscalización a grandes contribuyentes.

Pese a ello, la hazaña de Buenrostro no pudo repetirse en mayo, cuando la recaudación tributaria simplemente se desplomó en más de 14%, con lo que no llegó a la meta que se había marcado la ex responsable de la Oficialía Mayor de la Secretaría de Hacienda, quien apenas meses antes había puesto en jaque a varios de los grandes proveedores del gobierno en el sector farmacéutico, como el grupo jalisciense PISA, que controlaba el mercado de medicamentos oncológicos.

Buenrostro analizó cómo las compras consolidadas de gobierno, por más de 90 mil millones de pesos, mostraban el impacto de monopolios en muchas claves de fármacos y que la distribución también padecía un control privado que encarecía dichas adquisiciones.

Los buenos, aunque tímidos, resultados en la recaudación tributaria volvieron a presentarse en junio, cuando se registró un incremento del 3%, con 1 billón 747 mil millones de pesos.

Entre tanto, en la SHCP acusaban recibo de las insistentes peticiones de la cúpulas empresariales para lograr un plan de apoyos fiscales a fin de enfrentar la crisis. Sólo el Banco de México accedió a liberar recursos por 750 mil millones de pesos para que la banca comercial pudiera otorgar créditos.

“Necesitamos cobrar impuestos para seguir invirtiendo en el sector salud”, decían sin acceder a entrevistas formales los funcionarios del SAT.

Los intereses del capital

La banca comercial —amenazada a principios de 2019 por el senador Ricardo Monreal con el amago de regular sus comisiones— logró, en cambio, que la Secretaría de Hacienda autorizara a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) un cambio en las reglas contables del sector para reducir la constitución de reservas preventivas y posibilitar que los clientes, las familias confinadas por la pandemia, postergaran hasta por seis meses el pago de créditos hipotecarios, para auto, financiamientos personales y de nómina. El programa benefició a más de nueve millones de usuarios del crédito comercial.

Pero la paciencia de la banca se terminó en agosto y la única opción que dieron a sus clientes fue la renegociación directa con nuevos incrementos en la deuda o en los intereses, a pesar de que el Banco de México ajustó en más de diez ocasiones la tasa de referencia para ubicarla, a finales de ese mes, en 4.5%. Así, la decisión del Instituto Central de ajustar la tasa de interés no fue suficiente para la banca de desarrollo.

A seis meses de que se detectó el primer caso de infección por coronavirus en México, la banca comercial, representada por la Asociación de Bancos de México, estima que ya había perdido el 20% de sus utilidades para 2020. Las voces más catastrofistas apuntaban a un incremento en su cartera vencida y un problema social inminente. Mario di Costanzo, el ex presidente de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Condusef), aseguró que se presentaría un desequilibrio social mayúsculo, evocando la tardía respuesta que se dio en 1994 cuando se generó la crisis del Fobaproa.

Los bancos, mientras tanto, dicen que muchos de sus clientes sí regresarán a pagar sus créditos y que sólo mediante una nueva negociación con la CNBV accederían a ofrecer nuevas prerrogativas para apoyar a sus clientes. Se trata de la misma banca que fue motivo de rescate durante el gobierno de Ernesto Zedillo.

La banca, al parecer, no puede quedarse cruzada de brazos y busca que un programa de garantías de la banca de desarrollo apuntale los financiamientos que podría entregar a pequeñas y medianas empresas en la reactivación de la economía.

La Junta de Gobierno del Banco de México develó, sin embargo, que la banca comercial sí se está resistiendo a otorgar créditos a compañías mexicanas en el escenario post COVID-19. Fue en la minuta de su reunión de política monetaria en la que se deslizó la inconformidad de al menos uno de los integrantes de la Junta de Gobierno del Instituto Central respecto a la necesidad de que la banca comercial contribuya de manera más decidida a la reactivación. Sin garantías de la banca de desarrollo, la banca no está dispuesta a liberar créditos a Pymes en medio de la incertidumbre.

En suma, a pesar de las concesiones regulatorias que se dio a los bancos comerciales, estos buscan también que el gobierno otorgue mayores garantías para las cuales está diseñada la banca de desarrollo. No obstante, en Nafin y Bancomext no hay señales claras de que su operación responda a la emergencia económica.

De poco sirven las líneas de crédito que liberó el Banco de México por más de 750 mil millones de pesos si la banca comercial no flexibiliza sus políticas. Señala el propio Banco en la minuta citada: “Es importante que la banca comercial también ponga de su parte para que las facilidades anunciadas por el Banco Central logren plenamente sus objetivos. La solidez de la recuperación dependerá en forma importante de lo que haga o deje de hacer la banca comercial […] Esta debe ser parte de la solución y no parte del problema”.

Conclusiones

La economía mexicana se enfrenta a un momento crítico. El catedrático y periodista Mario Campos ha dicho que la crisis generada por el virus SARS-CoV-2 plantea la pregunta de si, al reactivarse la economía, nos enfrentaremos a una pausa o a un parteaguas.

La economía mexicana no debería regresar a la misma ruta. Necesita un cambio de paradigmas. Requiere urgentemente un cambio de rumbo que oriente las prioridades hacia un crecimiento de largo plazo, sostenido y alejado de las líneas políticas que buscan preservar el poder. La economía mexicana debe privilegiar el sistema de salud, el cuidado del medio ambiente y la educación. No hay otra fórmula.

Ese cambio difícilmente provendrá de las filas de los partidos, de sus políticos convertidos en fallidos administradores públicos. Ese cambio tendría que llegar de los empresarios comprometidos con el desarrollo, con las buenas prácticas, con sus colaboradores, con el cuidado del agua, del aire, del subsuelo.

Si los empresarios continúan con su insistencia en atar sus ganancias a prerrogativas desde el poder de los gobiernos federal, estatal y municipal, entonces los mexicanos estamos condenados a una economía que sólo crecerá entre 1 y 2% cada año. El país, dividido en dos, el México pobre y pauperizado, el de la economía informal, y el México en el que se consolidan grandes fortunas, no puede seguir dependiendo de esa alianza perniciosa con el poder político. Al terminar la pandemia, la alianza que deben hacer los empresarios es con sus mercados, con sus trabajadores, con sus clientes.

Con esa dinámica de crecimiento del PIB de entre 1 y 2%, la generación de empleos bien remunerados, con prestaciones sociales como servicios de salud y vivienda, prácticamente se encuentra en el terreno de lo imposible.

La economía mexicana necesita crecer al menos 5% cada año para generar los empleos que necesita la población. Después de la pandemia, sería un sueño superar ese 5% porque es esencial una mayor dinámica para remontar la crisis que deja el aislamiento social. El sector de servicios, el turismo y las remesas sostuvieron durante los últimos años una economía en la que la corrupción mermó a los sectores de la construcción, la minería y la energía.

Si bien son importantes las transferencias de efectivo para los grupos vulnerables, no es mediante estas que puede impulsarse el crecimiento económico. Necesitamos mexicanos educados, con oportunidades para trabajar sin importar su origen económico.

Los empresarios que necesitamos son aquellos que dejen de mirar desde las alturas dos Méxicos divididos y lastimados.

Es fundamental, por tanto, que los empresarios generen negocios alejados del poder político. ¿Difícil? Veamos cómo lo han hecho países de la Unión Europa, Asia y hasta algunos de América Latina. Es cierto: quizás disminuirán sus ganancias porque cumplirán con el pago de impuestos, porque pagarán salarios justos y cuidarán el medio ambiente. Si los empresarios renuncian a la corrupción y los negocios con el poder político, entonces México y su economía tendrán una esperanza de remontar el estancamiento que hemos padecido durante muchas décadas.
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